
01/24/01 WED lS:50 FAX

•
ORGANIZACiÓN DE lOS ESTADOS AMERICANOS

COMISiÓN INTEFlAMERICANA
DE OERECHOS HUMANOS

DEMANDA ANTE LA CORTE INTERAMERICA'NA
DE DERECHOS HUMANOS

CONTRA LA REPÚBLICA ARGENTINA
CASO WALTER DAVID BUlACJO

DELEGADOS:

Prof. Robert K. Goldman
Dr. Víctor Abramovloh

ASESORES JURíDICOS:

Dra. Raquel Poitevien Cabral

ASISTENTES:

Dra. Viviana Krstloevlc (CEJIL)
Dra. Andrea Pochak (CELS)
Dra. Marra del Carmen Verdú (CORREPI}

24 de enero de 2001
Washington. D.C.

1889 F Street. N.W.
20006

FECHA RECEPCI 01/24/01 16:51 DESDE :

I l4J 002

oüo102

I

i

l. . i jJl

1



01/24/01 WED 18: 50 FAX

íNDICE

1. INTRODUCCiÓN

11. REPRESENTACiÓN DE LA COMISiÓN

I

OÜO~03
I

Página I

1 i

2 !

~003

Ilegalidad de la detención

IV. TRAMITE ANTE LA COMISiÓN

A. Competencia de la Corte

2

13

,
:
15

15
I

)5

Ir
~
r

3

4
I

I
I

14

~4
I

16

6

ji

01/24/01 16:51 DESDE :

i. El examen de la ilegalidad y arbitrariedad

al La ilegalidad y arbitrariedad de una detención
{artículo 712){3))

Arbitrariedad de la ley que fija las causas y
procedimientos de la detención

A. La responsabilidad del Estado por la violación al derecho
a la libertad y seguridad personal (artículo 7)

B. La investigación penal y la acción civil

8. Agotamiento de los recursos internos y Otros
requisitos de admisibilidad

A. La detención arbitraria y torturas en perjuicio de
Walter Bulacio y su muerte subsiguiente

111. OBJETO DE LA DEMANDA

V. ADMISIBILIDAD DEL CASO

VI. lOS HECHOS

VII. LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR
LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS

FECHA RECEPCI



01/24/01 \VED 1$: 51 FAX

000004

Arbitrariedad en la aplicación de la ley que fija
las causas y procedimientos de la detención 19

ll, Análisis de la legalidad y arbitrariedad
de la detención en el presente caso 19

141 004

bl

o)

El Estado ha violado el derecho a ser informado
de los motivos de la detención (artículo 7(4))

El Estado ha violado el derecho a ser llevado ante
un juez sin demora (artlculo 7(5~~

24

I
26 I

B.

c.

D.

Responsabilidad del Estado por la violación al derecho a
la integridad personal (artículo 5)

Responslilbilldlild del Estadó por la violación al derecho
a la vida (articule 4)

Responslilbilidad del Estado por la violación de los
derechos de los niños (artfculo 19)

28i i

34

38 i

al La complejidad del caso

Responsabilidad del Estado por la violación al derecho
a las garantías judiciales (artfculo 8(1)1 de la víctima
y de los familiares de Walter David Bulacio

E.

b)

el

La conducta de los querellantes

La conducta de [as autoridades competentes

39
:j
il

40 '

40

40 '

F.

G.

Responsabilidad del Estado por la violación del
derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 25)
de la víctlma y de los familiares de Walter David Buíaclo

Respor1sabilidad del Estado por la violación al deber
de respetar y garantizar los derechos previstos en
la Convención (articulo 1(1))

42

43

VIll. RESPALDO PROBATORIO

IX. PETICiÓN

ANEXO

iii

43

44

46

FECHA RECEPCI 01/24/01 16:51 DESDE :



01/24/01 IVED 18:51 FAX li1J 005

ÜOOOü5

DEMANDA ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
CONTRA LA REPÚBLICA ARGENTINA

CASO WALTER DAVID BULACIO

1.

1 .
Humanos:

INTRODUCCiÓN

Señor Presidente y demás jueces de la Corte lnterarnericana de Dere>~hos

2. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la
Comisión"), somete a la Corte lnterarnericana da Derechos Humanos (en adelanté "la,
Corte") la presente demanda dentro del término que establece el artícuto 5111) e la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "la Convención") .en c intra
de la República Argentina (en adelante el "Estado" o "Argentina") por la viOlaoión d',¡osi ¡I:¡

derechos a la vida (artfculo 4), a la integridad flslca (articule 5), a la libertad peronal
(artículo 7), y los derechos de Walter Bulacio que le corresponden como niño (artrculo 19).
Por otra parte, el Estado violó el derecho a un debido proceso (artículo 8) y a tos ree ,rsos
[udlclales efectivos [artículo 25) en perjuicio de la víctlma y su madre Greclela scevc de
Bulacio.' Finalmente, por la violación de los mencionados derechos, el Estado incurnp ó el l

deber de respetar y garantizar los derechos previsto en el artículo 1(1) de la Convenció]
I

3. Dichas violaciones se cometieron con motivo de la detención efedtuad ipor
la Policía Federal argentina del joven Walter Bulacio, de 17 años de edad, el 19 ~e ab' I de
1991, mientras Se hallaba en las Inmediaciones del Estadio del Club Obras Sanit$rias ' e la
Nación, ubicado en la Avenida del Libertador y Juana Azurduy de la ciudad de Bu nos
Aires, "lugar donde se realizaba un recital de música rack". La privación de lIberta, de
Walter Bulacio fue parte de la detención planificada y masiva de más de 70 personas: Fue
trasladado a la Comisaría 35 de la Pollcia Federal argentina y fue torturad9' Adra
siguiente, 20 de abril, fue trasladado al Hospital Municipal Pirovano sin que sus Plldres~ i ei
JUez de Menores competente fueran notificados como lo prevé la legislaciór"I vigente.: Los
médicos que le atendieron ese dla como en los dlas subsiguientes, tanto en dicho hes ltal
como en el Hospital Municipal Fernández y en el Sanatorio Mitre, dejaron conatancla de I
que el joven presentaba lesiones. En virtud de las condiciones de detención y tort' ras,
Walter Bulacio falleció siete días después de su detención, el 26 de abril de 1~91., la
fecha de la presente demanda no hay una decisión judicial definitiva que establezci las
reaponsahilidadas por la detención, torturas y muerte de Walter Bulacio. i 1

i: !

4. La presente demanda se ajusta a lo establecido en los artíoulos 50 y51 e la
Convención y se tramita de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo 11, artíbulo . 2 Y
siguientes del Reglamento de la Corte, y en el catálogo de términos legales con~enid en
el articulo 2 del mismo Reglamento. I

i i,
5. De conformidad con el artículo 33(2) del Reglamento de la Corte, se adj nta

copia del Informe de Admisibilidad N° 29/98 aprobado por la Comisión el 5 de! mayi de
1998, en el cual ha concluido que el caso 11.752 cumple con los req~isito' de I

I

1 Con fecha 22 dé abril de 2000, la CIDH tomó debida nota sobre el fallecimiento del padre Vfctor D41vld Bula I (l.
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000006
admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Comisión. Asimismo se ad unta
copia del Informe N° 72/00, aprobado por la Comisión el 3 de octubre de 200Ó, en el cual
presenta sus conclusiones y recomendaciones en el caso de acuerdo con el artículo 5' de
la Convención. También se anexa copia del expediente del caso tramitado an e la
Comisión.

11. REPRESENTACIÓN DE LA COMISIÓN

I
7. Según lo previsto en el nuevo Reglamento de la Corte, aprobado pi 241, de

noviembre de 2000, la Comisión solicita que a partir de su entrada en vigencia, fel 1 °1 de
junio de 2001, perrnrta a las presuntas víctlrnas y sus representantes debi ame, te
acreditados, presentarse en forma autónoma para participar en los actos del esto i el
proceso como lo establece el artfculo 66 del mismo instrumento. i

!

,
I

OBJETO DE LA DEMANDA111. I

1

1I

8. La Comisión solicita a la Corte,

A. Declarar que el Estado violó el derecho a la libertad personal, a la i~egri
personal, a la vida y los derechos del niño previstos en los artfculos 4, 5, 7 Y 19 de!,
Convención en perjuicio del joven Walter David autacto. Asimismo, que el Estad~ vial, y
continúa violando los derechos a las garantfas judiciales y a la protección judicial, ~evis', s
en artfculos 8 y 25 de la Convención en perjuicio de la víctima y de la madre dijo, n
Walter David Bulacio: Graciela Scavone de Butacio, todos ellos con relación a la ° ,Iigaci"n
de dicho Estado de respetar, investigar, sancionar y restablecer los derechos viOlrdos: e
que trata el artrcu lo 1(1) del citado tratado. I ,

B. Ordenar al Estado que realice una investigación completa, imp~rcial: y
efectiva para determinar las circunstancias en que ocurrieron la detención, lelones'! y
muerte de Walter David Bulacio y sancione a los responsables de acuerdo con la le islacl n
argentina. Asimismo, que indemnice plenamente a los familiares del joven Walt r Da' id
Bulacio por los hechos cometidos por sus agentes que se detallan en la presente d man
COnforme lo establecido en el artículo 63(1) de la Convención.

FECHA RECEPCI 01/24/01 16:51 DESDE :
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C. Ordenar al Estado argentino el pago de las costas de la inst
internacional, incluidos tanto los gastos ocasionados con motivo del procedimiento 11
a cabo ante la Comisión, y los que ocasionará este proceso ante la Corte, así com los
honorarios de los profesionales que asisten a la Comisión en la tramitación del preente
caso.

IV. TRÁMITE ANTE LA COMISiÓN

:1 Informe Anual de la CIDH 1998, OEA/Ser.LNJI1.102.

9. El 13 de mayo de 1997 la Comisión recibió una petición que denunála la
violación de derechos protegidos en la Convención por parte de la República Argentin (en
adelante el "Estado", el "Estado argentino" o "Argentina") por María del Carmen V rdú,
Daniel A. Straga de la Coordinadora contra la Represión Policial e Institucional ICOR. EPI);.. ,
el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELSl y por el Centro para la Ju~tlcial Yi el]'!'
Derecho Internacional ICEJIL) (en adelante "los peticionarios"), y alegaron en partic ar I~

violación de los derechas a la libertad y seguridad personal (artículo 7): a lallnte. ida'
personal (articulo 5); a la vida (articulo 4): a las garantías judiciales (articulo 181 y' 10'.

recursos efectivos (ertfculo 25), todos ellos en relación con el deber de proteger,1y re "'. etaj•.....•'
los derechos (artículo 1 (1)) establecidos en la Convención Americana, en p rjuic d.·¡
Walter David Bulacío. : • ¡.

!
10. El 16 de mayo de 1997 la Comisión solicitó información al Estad'1' sobllo~

hechos alegados por los peticionarios. El Estado solicitó tres prórrogas consecutiv] s:· 1
primera, el 15 de agosto de 1997 que fue concedida el 19 de agosto, por 30 di' s; 1

I ,

segunda, el 16 de septiembre, la cual fue acordade por un plazo de 30 días e prrtir d 1'2
de septiembre; la tercera, solicitada el 22 de octubre, acordada hasta el 15 de noví br
de 1997. ¡

11. En fecha 18 de noviembre de 1997, la Comisión recibió la reJ uesJ de
Estado y la envió a los peticionarios el 21 del mismo mes, quienes solicitaron u:Fa pr : rog
el 23 de diciembre, la cual fue concedida por 30 dfas en fecha 14 de enero de r998! Co
fecha 23 de febrero los peticionarios presentaron sus observaciones a la respuest de
Estado que fue transmitida al Estado con fecha 6 de marzo de 1998. I

12. El 26 de febrero de 1998 se celebró una audiencia ante la Comisión 1

curso da su 98 o Período Ordinario de Sesiones para tratar sobre la admisibilida del ] eso
El 5 de mayo de 1998, la Comisión aprobó el Informe de Admisibilidad N° 29/98 dura te El

99 o Perfodo Extraordinario de Sesiones, 2 en el cual ha declarado que el prese e ca! o e
admisible por cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 I e 1"1
Convención y se puso a dlsposlclón de las partes para llegar a I,In acuerdo e so clóri

amistosa. j
13. El 19 de junio de 1998. la Comisión recibió comunicaci n d lo

peticionarios, en la cual soliciten la modificación del Informe 29/98 en relación e n la ech
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en que ocurrieron los hechos, El 15 de julio del mismo año, la Comisión informó 1,,1 los
peticionarios haber tomado debida nota sobre dicha información, T

14, El 22 de julio de 1998, la Comisión recibió comunicación en la cual los
peticionarios aceptaron comenzar el proceso de solución amistosa con el Estado arge ,tino
y el 28 de julio del mismo año, la Comisión acusó recibo de dicha cornunlcactón, acord •ndo
Informar al Estado parte,

15, El 27 de agosto de 1998, la Comisión recibió comunicación del E~~adO
argentino en la cual informó sobre la consideración del procedimiento de solución amlstosa,
recordando que en el presente caso se ventilan hechos que aún se encuentran en tr mlte
ante el Poder Judicial y que, por lo tanto, el Estado no puede disponer de dichas ca aas.
El 28 de agosto del mismo año, la Comisión informó a los peticionarios sobre la resp asta
del Estado y solicitó sus observaciones en el plazo de 30 días, I !

16, El 4 de agosto "de 1998, la Comisión recibió comunicacióh d~
peticionarios en la cual autorizaron incluir en las comunicaciones dirigidas al E
argentino la identidad de los peticionarios Víctor David Bulacio y Graciela S avon de
Bulacio, tal como lo prescribe el artículo 34, inciso 4 del Reglamento de la Conv nció , El
28 de septiembre del mismo año, la Comisión acusó recibo de dicha autorización,

17, El 18 de diciembre de 1998, la Comisión recibió nota facsí íI
peticionarios, quienes informaron que habían finalizado las conversaciones con el E· ado

•argentino en la búsqueda de una solución amistosa, sin resultados satisfactorio. ¡::J I de
enero de 1999, la Comisión acusó recibo de dicha comunicación y notificó debi ame' e ",1
Estado argentino con un plazo de 60 dtas para que consignara los informes pertin mesl

18, El 19 de enero de 1999, el Estado informó a la Comisión que, efec lvarm nte,
había iniciado un diálogo con los peticionarias y todos los sectores involucrados per' que
no naora podido llegar a una solución amistosa, El 5 de abril de 1999, la Comis ón r ibió
comunicación de los peticionarios quienes informaron sobre las dos reuniones reali~ das
con [os representantes del Estado para una solución amistosa. En dichas reunl nes ,
solicitaron al Estado lo siguiente: 1) Derogación de la ley 23,950 en el ámbito n cien' 1, la :
cual faculta a la policla federal a detener personas por un lapso de 10 hora' 2),
Reconocimiento público de la responsabilidad por la detención arbitraria y muerte de Iterl·
Bulaclo, por parte del Estado argentino, y 3l Pago de una indemnización a la farnill de!'
Walter Bulacio. Los peticionarios, asimismo, informaron que en la segunda euni' n eli,
Estado manifestó que no accederle a la primera petición porque "no hay qu "as p! r la ¡,
aplicación de la ley 23,950", El 7 de abril del mismo año la Comisión participó al E! ado i
argentino sobre la información adicional presentada por los peticionarios, ~:,

: I
19. El 4 de junio de 1999, la Comisión recibió comunicación del Estado en I~ cual:

reiteró que deben agotarse tos recursos Internos judiciales, El 6 de agosto d 1991, lai
Comisión recibió comunicación de los peticionarios con información adicional el 1i del
agosto de 1999 fue remitida al Estado con un plazo de 20 eras para pre enta; sus]
observaciones. El 16 de agosto de 1999 los peticionarios enviaron í form ciónl
complementaria a la comunicación dei 6 de agosto, la cual fue remitida al Estad el r del
agosto de 1999, El 19 de noviembre de 1999, el Estado envió sus observaclo es y e le

!

í4J 008
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remitieron a los peticionarios el 29 de noviembre con un plazo de 60 días para respo der.
El 31 de marzo de 2000, la CIDH solicitó al Estado "copla de la totalidad dios
expedientes que cursan en las instancias internas" relativas al presente caso. El 28 de abril
de 2000, la Comisión recibió información adicional V la remitió al Estado. El 30 de jun~o de
2000. la Comisión reiteró al Estado su solicitud del 31 de marzo de 2000, por la .cual
solicitó copias de los expedientes. El 1° de agosto de 2000, el Estado informó qu no
podía acceder a lo solicitado porque la causa se encontraba ante la Cámara de Apelací nes
en lo Criminal V Correccional, pero que continuaban las gestiones para el fotOCOPiar. de
los expedientes requeridos. El 6 de septiembre de 2000, los peticionarios actualizar n la
información relativa al estado de las causas que cursan ante la jurisdicción interna, la cual
fue remitida al Estado el 18 de septiembre de 2000, V se le otorgó un plazo de 20 días
para responder.

LA ADMISIBILIDAD DÉL CASO'v.

A. Competenoia de la Corte I
, ,

21. La Corte tiene competencia para sxarnlnar el presente caso. EllEstap es
parte de la Convención y depositó su instrumento de ratificación el 5 de sep~iembde
1984 ante la Secretaría General de la Organización de los Estados American s V ' n la,
misma fecha aceptó la competencia contenciosa de la Corte de conformidad con el a culo
62 de la Convención, Los hechos que guardan relación con el reclamo de las vi lacio es a
los artículos 1, 4, 5, 7, 8 V 25 se produjeron' después de la ratificación de la onve' clén:
por parte del Estado en perjuicio de personas naturales: Waiter David Bulaci y d' sus
familiares tal como lo exige el articulo 44 en concordancia con el artículo 12): e le
Convención.

20. El 3 de octubre de 2000, la Comisión aprobó el Informe N° 72100, ldura" e elí
10So periodo ordinario de sesiones, en el cual presenta sus concl~sion' Vl'i
recomendaciones en el caso de acuerdo con el artículo 50 de la Convención. I El 2, de
octubre de 2000, la Comisión remitió al Estado el Informe antes mencionado v] le s ' lcitó:
que presentara su» observaciones en un plazo de 60 dtas, El Estado no dio resp~esta n el

l
!

plazo mencionado. 1

I

B. Agotamiento de los recursos internos y otros requisitos de admlslbi ldad

22. La Comisión aprobó el Informe NQ 29/98 relativo a la adrnís¡ lIida del
presente caso en el cual se pronunció solamente sobre aquellos aspectos Con rovej idos
por las partes en el trámite: el requisito de' agotamiento de los recursos lnt mes V la
caracterización de violaciones a la Convención. Durante la fase inicial del pr0f.edi : ento,
ante la Comisión, el Estado opuso la excepci6n de falta de agotamiento de lo reci rso~

internos y disputó la aplicación de las excepciones a la regla del aqotamie to d! 1011
recursos establecidas en los articulos 4612)1",) relativo a la existencia en la legisll ciórJ
interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del dsre' ho :
derechos que se alega han sido violados; V 4612)(c) relativo al retardo in]ustlfi ado n I
decisión sobre los mencionados recursos. '

I
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23. La Corte lnterarnericana de Derechos Humanos ha señalado que "el E tado
que alega el no agotamiento tiene a su cargo el señalamiento de los recursos interno que
deben agotarse y de su efectividad".'

24. Al momento de pronunciarse sobra la admisibilidad de este caso, la Com sión
observó que desde abril de 1991 hasta dicha fecha hablan pasado más de siete ños,
Como se desprende de la enunciación de 10$ trámites realizados en Argentina ~para
determinar las circunstancias de la detención y muerte de Walter Bulacio, la investíg ción
no hebía resultado en la imposición de un, castigo a los responsables. Por lo tant', la
Comisión consideró que prima tecie , axlstfa un retardo injustificado en la decisión def rtiva
del presente caso! En esa oportunidad la Comisión expresó textualmente lo siguiente:

í4J 010

19,

, ,

El Estado no ha controvertido que ha habido 'demora en la rramltaclcn del procese pene! ~ue

se adelanta para investigar 10$ hechos¡ slnc :que éstG ha sido justificado por difarerltes
razones, entre ellas, el ejercicio efel derecho .' la defensa por parte del procesado y el inl~rés
da que se haga [ustlcla. Al respecto, la ccmssten observa que desde abril de 1991 hast~' la
fecha, han pasado más de ~iete años. Como se desprende de la enunciaci6n de los trérn¡ es
realizados en Argtmtlna para deterrnlnar las elreonstanctas de la detención y muerte de Wa ter
Buleclo, la investigación no ha dado resultad~s -que impongan un caetlpo a los responsabjes.
Por lo tanto, prime tecle, existe un retardo in'juttjfioado en la decisión definitiva del presa te

caso.' , I

25. Al ser aplicable una de ias excepciones a la regla del agotamien o de, los
recursos internos. la estableclcía en el artfculo 46(2)(c) de la Convención, la Cornil 16n
consideró innecesario pronunciarse sobre la excepción prevista en el articulo 46(2)(a). .

26. Con relación al requisito previste en el artículo 47(b) de la Conv nci6: el
Estado solicitó a la Comisión que dectarare 'inadmisible el caso porque los h ches' no
caracterizaban violaciones a la Convenclén. 'La Comisi6n concluyó en el Infor e s' Ibre
Admisibilidad N° 29;98 que. los hechos ceracterlzaben prima facie vlolacio es la
Convención y por esta razón nb podía ser declarado inadmisible el caso.

27. Con relación alas demás requisitos de admisibilidad, la Comisi
expresar a la Corte que el Estado no presentó objeción adicional en la etapa anter¡

J Corte IDH, Caso vetezouez Rodrfgue-z, Exc:epc¡Qne~ p,ranmineres, sentencia del 26 dé junio de 1987, Serie No
, : . I

4 Ver también, entre otros, Informe W' 74/9$/ Caso :1 ES1 O, Sf!bfJstián Sár'lchez topee y otros, México 4 de 'ayo
de 1999, la Ccmlslén /OH señaló: 1'J¡;J;l h~ producldc primo fl!pteun retardo injustificado en la décieión sobre I e reo ' sos
jurisdiccionales Intentados por 10$ pencloñerlcs en México, y';en consecuencta, la CIDH apnea la excepción or vista el
ernculo 46(2){c;." V{ir también: Informe NI) 87/99, case 11.;0:6, Jos~ Victor Oos Sf:1l'JtO$ y WaldBmat oeroni "Pính: ;'0,
Paraguay, decisión del 27 de septiembre de 1999; Informe N!t ~OIOO, Cese 12.0.95, Msr;ela Barreta moreno, erú. 2: de
marzo de. 2000, párr. 20. La Comlslén Europea de Derechos Hqn,anoa, al examinar la adrnlslbllided de pet¡c¡on~ en c;l' de
se alega el retraso de decisiones en Proced.¡m¡entOcS penales. ha, e~.netderedo que ¡:;rlmp recte, el plazo es excesiva ente J':.. rgo
ér"! lor;¡ slguien-tes CQSOS: 17 años en el proceotmlentc Trier en ~1 cese Eckle; más de 12 afies en el O~5e Huber: 12 % añol en
$1 caso Baggetti:i:\; cerca da 1O y~ en el proqedlmlentc de Cologr:re en el caso Eckle; S eñes en Mílasj; 7 años en Ne¡l meist@:, y
5 % en él C¡;lSO Ventura. Citado de Stevrcs. atepnance. NT.he' Guarantaé!il for ACUSSéd PefIJOnS under Artlct 6 oü the
European Conventlon en Human R'lght.s". Iriternanonal Stl,lóiea i¡n Human Rlghts. Martlnus Nijhoff Publlshél's. p, 92 ':

5 Párrafo 40, l ' '

.. i,
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la emisión del Informe N° 29/98. Por esta' razón, el mencionado Informe solamen e se
refiere a los aspectos analizados.

28. Posterlormentel durante la fase de los méritos del presente caso, el E tado
manifestó que la prueba presentada por 105 peticionarios fuera del contexto y antes d que
se dicte sentencia definitiva !:In la causa no'.dkbra ser valorada por la CIDH ya que inc rrlrla
en una. valoración parcial ide los heoh,:Os 1 y se estaría violando la r.egla de drevio
agotamiento. En ei Informe W 72/00 elaborado de acuerdo al articulo 50 ~e la
Convención, la Comisión consideró que de'bfa:desechar estos argumentos por las sigUi' ntes
razones: En primer lugar, en el Informe .de Admisibilidad W 29/98, la Comisión abra
analizado los alegatos de las 1partes que hablan sido presentados de manera oportuna 'n las
primeras etapas del procedimiento V decidió que la excepción prevista en el artfculo

1, : ,

46(2)(c) de la Convención era aplicable, :10 cual es adecuado a los fines del régim n de
protección internacional." E~ segundo lug",r, porque a pesar de las relteradas soücitud s d~1
la Comisión al Estado a efectos de que éstE! aportara copias de los expedientes en tr IteJiI,
el Estado omitió tomar posición y presEintar las pruebas que consideraba oonveni nte¡
durante el trámite del caso. ; , . I .

29. La Cornlslón cbnsidera que;ta' decisión sobre la admisibilidad d~1 pr~ entJ.
caso dictada en el Informe N° 29/98 cubre I~s condiciones de aplicación de lo requ sito~

previstos en los artfculos 4(3 y 47 bajo ,la Convención. Cualquier objeción p sterio por
parte del Estado, se~ en. I~ f4se de fondo ~nt? la Comisión o, eventualr:'~nte, an e la ; orte1
debe ser rechazada m f¡mme¡'por extemporánea. Una vez que 1<1 Cornislón ha t mad] un~;

determinación sobre la adrnlslbllldad del: caso, previo análisis de los argume tos .Ia~

partes. ~sta decisión ,es de se,' rácter ':defi~itiVO." e "indi~i.sible". Esto parece co form' COj.
la práctica de otros organos'mternaClonales de protección de los derechos hu anos! n e
contexto de la protección ¡nt~rnacionald.;o:los: derechos humanos.' ¡

VI. LOS HECHOS i

l

, ' 'l JI

A. La detención arbitrarla y ;tor1:uras en perjuicio de Walter Bul cío I s

subsiguiente "Í!,¡erte : I J
30. El 19 de abrill:de 1991 Walter Bulaoio, de 17 años de edad, fu det nid

arbitrariamente junto con ot1as decenas de personas por hallarse en las inmedi cion 1 s de
estadio Club Obras Sanitari~s de la Nac'¡'ón; en la avenida Libertador V Juan Az: dUYj

6 Corte IOH. Coso V~I'<qv~z ~odrlgU'" EXCep6¡o;,.lpro¡¡mioaree. Sentencia de 26 de junio d. 1S . po"i ss. E,I
dlche Sáñté!"lcía, la Corte señaló que tll~ oportunid3d par~ ,~89idir sobre los recursos il"ltémos debe adecuarse a los f, es d~
régimen de protección internacional. D~ ninguna manera.,a:tegla del previo agotamiento debe ccnduetr él que deteri a o se
demore hasta la inutilidad li;!: actuactén Internacional en a~xilio.i de la víctinta indefensa. Esa ea la razón por I~ cual 611! rtrcuio.
46.2 establece excepciones a la exlgibille\ad de la utülaaclén de los recursos internos como requlslto era In cer la
protección lnterrraclcnel, precisamente ~.n sltuecfcnee en .1~:S:1?~,'eres. por diversas r~~Qne$, dichos recursos no s n etec] VOS".)

7 Voto razonado oel Juez A. ~, csnceao Trind.~~~i tcorte IDH, Caso Gang8f8m Pendey. €xr;epcion s Preli! ineres
St#!ntenO/B de 4 de diciembre oe 1$$1~ '*,er/t-J e Na, 12, p~."rn,;,' V~11/ Gaso Castillo F>8ez, Excepciones pre1im¡n¡reSI S tencl~
de 30 de ene/o de 1996, Serie e No, ~4, párrs. 1" 17; CaSp:LQB\t.?8 TRmBvo. t=XCSpoíÓñéS Preliminares, sent ncir;; 31 dq
enero de 1996~ Serie e No, 25, P$(fS, 1::'" 17. ,: :' ~ !

1

' " ! II '" i ¡

i , i7 I I
1

I
!
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donde se iba a realizar un recital de rock.'.~Jcho antes de comenzar el recital ya habla en
el lugar un importante despliegue policia¡i:J~e conslstió en un operativo programa o en
donde participaron cientos d", policías unlf~r!nádos, patrulleros, carros de asalto y tros,
bomberos, y varios Colectivos a fin de cooql(pír a los detenidos. Se trató de una prá' tlca
policial conocida como "razzia", que con~'ils~e en la detención masiva V programad de
personas sin causa legal, o con base en!11 aplicación arbitraria de la ley.s El operf'tivo
estuvo a cargo del Comisario ivJ.. iguel Ange!:.f.·bósito, titular de la Comisaria 35 de la Cidad
de Buenos Aires. ! .,¡ I •

31 . Walter Bulacio ¡fue trasladadJ . len uno de los colectlvos V conducldo Is la
Comisaria 35. Según los testimonies de,l~ ¡causa, dentro y fuera de los vehículo i los
detenidos fueron tratados con brutalida~;ll En la Comisaria quedaron registrado 73
detenidos. El joven Bulacio y otros 9 menor~sl fueron llevados a la "sala de menores" e la
dependencia policial. Según ¡ los t.,stimCl~ip!¡, varios de ellos fueron golpeados po los

agentes3:~liCi:::.detenidos fJeron liberadJJJboo a poco sin que se instruyera G~usa Jnal i '11

alguna en su contra y sin que' conocieranliJ~1 Imotivos de su detención. Con relafión I los
menores, las detenciones no ~ueron notifiO~Ef~s al Juez Correccional de Menores[ de t' rno
tal como lo requería la ley 10.903, porqUil;r~gún el Informe del Comisario Mig el Al gel
Espéslto. éste actuó oficiosamente en CUrnlll'lImiento del Memorándum N o 40 el 1 de
abril de 1965. Esta comunícaó.ión Interna d..E\laba a criterio discrecional del oficial nstru tor
reañzar actuaciones V comunicarlo al juez, ;ql~etuar oficiosamente como autorld d po ial
en los casos de abandono moral y deSampq~d¡. En el caso de Walter Bulacio, ta poc 1 se
dio aviso inmediato a los familiares, los qUEi:~.r·cién tomaron conocimiento al día si uien, al
mediodía por medio de una vecina. :! .i 1,

! 'i I . I
33, Walter Bulacio ~ los otros!'¡ ,1 ¿nares permanecieron en la Com sarrs]

I ~!, , I

condiciones de detención inadecuadas. Aún! .'. {ls, la Comisión constató que existe prue
suficientes de que la Integrídad personal d~li '¿ven Walter 8ulacio fue vulnerada de:
fue sometido a torturas, I " . 'l'

34. Al dla SigUiente,~1 20 de abri,l, ,1, ll' seis de la mañana, Walter Bulaci c~lao: iotó
ny seis horas después, a las once de la mil ana, fue trasladado en una ambula

custodia policial al Hospital rvJt.JnlclPal Pir~~ TO' sin que sus pad res ni un Ju fu ' an
notificados. El médico que le atendió diag6: tii:llJ "traumatismo craneano", lo cu I qU' d6
registrado en el libro de guardia. En horas d' I~,tarde, fue trasladado al Hospital unic al
Fernández para efectuarle un estudio radioi6' '90; donde dijo al médico que le ate di6 'ue
había sido golpeado por la policía. Sus p~' res tuvieron noticias de su detenci n e I la
noche de ese dta por un vecino' y le vlsitaro[l' lo· el Hospital, observando hernatom s en! su
rostro, producto de golpes.! ,:' I ¡.

! .···.·.1 '1, :.
35. Al rnediodra del 2;1 de abril, Wa; e~ Bufaoio fue trasladado al Sanator o MI e,

y para este efecto, el médico del Hospital Pi'~aho extendrc un certificado mécilc do e
I .';, '1' ,

'1 ";,¡ j q ¡',o i
e En las r¡p;:Z;liS la Pcncre suele dé1:ener a todas las',~~ sonl$ que se ancusntran en un lugat determlnedc sin cu I plir

con el recaudo de analizar ér'1 forma sacereda la conducta ".' 'd uné: las a la h,J~ de las leyes que fijan dé a teman' las

causas y condiciones da detenCión.! "::¡ l.'!I:
:1 Ii, ,

FECHA RECEPCI

01/24/01



l4i 013

\1 I~ n r¡ J, ')ot,vc'1 U

il 11'1, i

T li,ll,

1'1,,1 1, \

1 H1 1

informaba que habla sufrido "golpes faciaie M~~ios de 36 hs. de evolución", El rnédlc] de
guardia del Sanatorio Mitre denunció po~lt' I~f,ono a la Cornlsarfa 7" que habla ingre' ado
"un menor de edad con lesiones", con 11::1, rI~¡j¡! se inició la investigación por el delit, de
lesiones. Walter Bulacio falleci6 cinco d[~~I~~j;pués de su detención, el 26 de abrp de
1991 .. El hospit,al denu.nció este hech6!; ;I:I~ autoridades judiciales competentes.1. La
a~topsla estableció la extstencia de maro~,~i ~~' :el rostro, en la planta de los pies y e? las

piernas, producto de choque con cuerpos ,~ i Ifti; I
36. En resumen, Walter BUlaci~'! ¿!~ .torturado, y estando aún en custOdij' se

descompuso, vomitó y luego fue Ilevado:I¡9! ~HIHO$pital al que ingresó en coma. D', ese
Hospital fue trasladado con custodia a Li~' I,c:,rnica en la que falleció. De modo qu , fue
estando en custodia y luego de haber sidd t dl!irado, que comenzÓ el proceso que con luyó

con su muerte. 1: ! I¡ili:

37, A más de 9 años de ocuJ~h t~lqos hechos, no existe un pronu~1clarn' ~ntdliii
firme por parte de las autOrid,adeS jUdiCii'l~ ¡:~~pre los hechos investigados y la famil13 del
Walter Bulacio se ha visto privada de co~. , é:ri~oda la verdad sobre lo que le su edi61a su '
joven hijo, incluidas las círcurJ,srancias de s 1I,"'d~'tención, maltrato físico y muerte! ast 'amo"
el estableGÍmiento de las responsabilidad : 'I~) ¡daso. i

B. La investigación penal y larI ,~á~lclVII i
:,llli !!

38. Por notificación de la Co l:i ;:¡lb! 7', el 23 de abril de 1991,
Nacional de Primera Instancia, en lo Crimi~" 1~1~'nstrucci6n de Menores N° 9 co oció, labre
las denuncias por lesiones. Al fallecer el" .I",hl Walter Bulecio, el 26 de abril, I Ju, adol
Nacional de Menores N o 9 se declarÓ!: I ~~I\npetente remitiendo la causa 1 Ju' adol
Nacional de Primera tnstancla en lo Crí j' ::r,~e Instruccl6n N° 5 que conoce de di litosl
cometidos por mayores de edad. Los pad , :'\:kll joven se presentaron como que ellan s el,
2 de mayo de 1991 y el Ju~gado decidl ' i '1Midir la causa: por una parte, con erv6 ¡ n ell
.Juzqado de Instrucci6n N° 5' la investig ',1 11

1

!::1a~ las lesiones y la muerte de Wal er Bul cio,1
y por otra, remitió al Juzgado Naciolil, 'i(;l~ Menores N° 9 la lnvestlqací 'n d'la]
circunstancias de las detenCi¡neS y otros!:l ':,l~li cometidos contra otras persona . ¡

39. ~e declararon !,ncompeten ,';J ~~'¡a conocer esta causa, sucesiva ent, lo ,
Juzgados Naclonates de Menores N° 9 ",' ~t.l~damento en que no estaba de t rno , I df~

del hecho y 16 con fundamento en que ti1:,' I~~ posible dividir el objeto procesal debl o a
contexto de violencia rotatadó por los [óv H,;1'1 }EI 22 de mayo de 1991, la Sala spe al d
la Cámara de Apelaciones decidló unlfio r l'il, usa y remitir el expediente al uzga, o d~:
Meroores N° 9, el cual, con techa .28 ~e 11 M, decidió procesar al Comisario MI ue~ , ngel
Espóslto por los delitos de prlvaCl6n'", :9, I de la libertad, abuso de a torid d

;' l' II .
40. Durante los sig'ulentes slet : ,,~$es el juez mantuvo un secreto d sum: rlo •

tom6 cer~a de 200 declaraciones testim ,',1 i~~la los detenidos y a los policías pesen" s e9
el operativo. El 28 de diciembre de 19 "Ip~ primera ve z, la parte querellant pud: leef

superiores al Comisario Miguel Angel Esp~ ':!! '.; i :,11
···1' ¡II!I
'1 ,.

'I:¡ :,~:
: :i 1,

i:, 11 ¡"
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41. El 12 de febrero de 1992 eJc~' pidió el sobreseimiento del prooesadoy el

archivo de las actuaciones. El 20 de rnari del: 1992, el Juzgado Nacional de Menore N°
9 dictó la prisión preventiva elel Comisario) ¡lgll I Angel Espósito por el delito de prlv ción
ilegal de la libertad calificada' y embarqo] .~' nes o dinero por $ 90.000, y sobre evo
provisionalmente la causa por los demás d,.1 o~

:j, ": !:

42, El abogado del acusado ilit s; recurso de apelación contra esa deci lén.
El 18 de mayo de 1992, la Cámara Nacio, ,q' Apelaciones en lo Criminal y Correcc onal
revocó la prisión preventiva porque', el e el procedimiento fue a todas luces
inconstitucional, Miguel Angel Espósito .1 . Idii no ser consciente de ello" y porqu su
conducta era "una práctica policial hab ~ lal ~"ente vigente". El recurso de reposición
interpuesto inmediatamente por la parte el .. '11' nte ante la Cámara fue rechazado.

: ; ': !i

43, El, .Juzqado Nacionai de Me':'. e~ N° 9 sobreseyó la c.a~sa provisbria.m
Contra esta decislón apelaron. ambas part I:q parte querellante sollcité la revo~acI6,
nuevo procesamiento, y la' defensa dé i ''1 isario Miguel Angel Esp6sitolsolici, el
sobreseimiento definitivo, El 13 de n ,i'", e de 1992, la Sala VI de la q;áma ¡ de
Apelaciones decidi6 sobreseer definitiva!iR ',t' la oausa, "mas allá de las connotac] nas,
políticas que se pretenden dar al prooe~d r t. unque reiteró que las detenciones f eroni
inconstitucionales. Por esta decisión. los;' 1"0' naries recusaron a los Jueces d . la S la Vii

: • 1, • 1: I
de la Cámara de Apelaciones, lo cual f,l •r. hazado por la Sala VII de la áma del
Apelaciones y pidieron el jUici:o político CO·, a i s mismos jueces, lo cual hasta e mo ' ente
no ha sido decidido. .•"1i '

44. Ante la decisión de sobrese' i a ~ ausa de la Cámara de Apelaclon s, la art~;
querellante int.erpuse suceSiv.amente el r' rij' extraordinario y el recurso de que] :!. E~I
primero fue rechazado por la. Cámara de" e' clones, Sala VI, el 12 de febrer de!' 893
porque no se daba "ningún supuesto" de i' stitucionalldad en la conducta e imin '. El

. I '

segundo fue decidido el 5, de abril d' 9', catorce meses después de que I uer
• .. 11_ '. ! .1

interpuesto, por la Corte Suprema de la N .. ~' la cual revocó el sobreseimiento por ' sen
"un acto jurisdiccional válido" al carecef "e':' undamentos de hecho y de d rechd E

1
:'

traslado del expediente desde la Corte h:' . f Juzgado Nacional de Menores a 4".1 dur •
más de cinco meses, a pesar de que amb,' . es están ubicadas en el Palacio e .Jus íclal
una en el piso 4° y la otra eniel piso 5°.:·j , j: ! ,

'i . , I
45. El 30 de septiembre de 19.. 'e ,Juzgado Nacionai de Menores N 4 o den6

la detenci6n preventiva del Comisario Mig l , ,gel Esp6sito por el delito de priv ción 1legal
de la libertad calificada, reiterada en 73 0:1 M~ ldades -entre ellos la de Walter Bula, io-~
y el embargo de bienes o dinero por $ 10. La defensa del Comisario Espó ito a al6 j!
finales de febrero de 1995 ante ia instan. :i .e.rior y ésta confirmó la ~risi6n . reve:. tlva..
Sin embargo, por cuanto se curnplfanJo " ísttos para el excarcetarníento. ste I fu
con~ido. i. . i

, . ~.. ~ i

46. El 20 del mismo rnes se JI): el sumario y se citó a declar r a i biá~
Sliwa, ex-oficial que había presenctado, S,,' 'h;' ljo ante los medios de comunica Ión cial
el castigo físico impuesto por el Comis'"i .' guel Angel Espósito a Walter B laci:. L
defensa del Comisario Espósito intentó s ee impugnar al testigo. El día fí] do p! ra I
declaración testimonial recusó a la juez: p e el Juzgado Nacional de Men res . o 2:t ¡ 1';

•·.•.1. " l.,:: 1,

I
I
i,' l'

. i, '!.' 11'"'1
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de apelación y solicitó que se d cret ra el
u Angel Esp6sito por la muerte de alte
r~ hazó el recurso el 19 de junio d 199 . El
!r1' nores N° 4 sin nuevas prueba so re I
i~ I i

, il !
50. Los autos prlncípales fuero: , 1 dos al Juzgado de Sentencia" tap

de plenario -ya que se aptice el sistem' s rto anterior a la última reforma el e:. dig
Procesal en materia crlmlnaj->. donde I:¡¡, ,c" I presentó su acusación el 18 e ab: iI d
1996. La fiscal solicitó forrríalrnente, en' " r I entación de las 73 vlctimas, la e nde' El de
Comisario Miguel Angel Espésito a 15 añ :: prisión de cumplimiento efectivo y 30 laño ,
de inhabilitación absoluta pa~a ejercer ca~ • ¡:j bllcos por el delito de privación ,e Iíb rtad,
El 16 de mayo ~e 1996, la q:uerell~ prese ¡' Jl acusación en representación de los p dre
de Walter Bulacio, reclamando 6 anos de, ,'í ': y 12 años de inhabilitación por 1dell o d
privación Ilegal de la libertad ~alificada re 'd' en 73 oportunidades. I

51. El 28 de jUniJ de 1996, ti, hJ en que venera el plazo pera ptesen ar I
defensa, el abogado del Comisario Migu', :n, I Espósito presentó un recurso ~e fal a d
jurisdicción, solicitó que las actuaciones 'rª a la Justicia Federal y recusó e' el ,i6m'
escrito a la fiscal por su en~mistad rnan] ~al or el hecho de haber acusado. En al ost
de 1996, el Juzgado de Sentencia "W" ~" ,at' la recusación a la Fiscal antes e re 1 olvej
la "falta de jurisdicción". ESta decisión d' r~lla recusación fue apelada por la defe, sa ~, "
rechazada por la Sala VI de la Cámaf I ",e 1',11 • pelaclones, el 10 de octubre de 996

I i; I " I

i :1 ~I :
1 ' !I I
i i. 1I1
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49. La defensa promovió un r¡¡j, •
sobreseimiento definitivo de! Comisario •
8ulacio. La Cámara de Apelaciones, Sala, ,
expediente volvió al .Juzqado Nacional '
responsabilidad por la muertede Walter El

48. En noviembre y diciembre
ordenó algunas medidas para' confirmar la"
caligráfica y declaraciones testimoniales, ." ,
N° 35 el 19 de abril de 1991 en la mad
Sliwa y algunos ex-policías que confirma,
callar para siempre o denunclarlo". y qu ', [,
antes de presentarse ante la, Jueza. En ,
N° 4 sobreseyó provisionalmente al C·',
tormento y muerte de Walt¿r Bulacio, a(
endeble acausa de una condena en otra .

47. Posteriormente. la defensa,
especialidad", en el cual solicitó que int
de edad. y no el Juzgado Nacional de Me:
de la declaración de Sliwa, sucesivam
Nacional de Menores N° 4, Y los Juzgad:
de Instrucción Nos. 5 y 32. Este últlrno.. 1
Juzgado Nacional de Menores N° 4, que'
Apelaclones, la cual decidió, dos meses d ,
de Menores N° 4, pues ya es,tab'" casi ter' •

¡¡llli'
1, .[ 1

1
, rfl n'J' Oii '\~.J l. .C ¡)

rechazó la recusación. La defensa apeló •¡ ',} azo de la recusación, y en el mes de
de 1995, la Sala VI de la Cámara de Apelne confirmó el fallo.

;¡

¡e misario Espósito presentó un "plante de
ie' un Juzgado de Instrucción para me 'ores
:e~ que venia conociendo desde 1991. Lego

:1 e declararon incompetentes el Juz, ado
. d, tonales de Primera Instancia en lo Cri in al

<:JI e junio de 1995, devolvió el expedie ~e al
S4i ve", lo elevó a la Sala VI de la Cáma:a de
,u ,que debía continuar el Juzgado Na lonal
l' ,

,aj . 5~1 :~::~~O~dO Nacional de Menores 'o 4

rJ n del testigo Sliwa, tales como ~na p ricia .1,

'. nfirmaron que Sliwa estaba en 1"'1 Cornf arra
d~ En febrero de 1996, ordenó careos , ntre
,el e "Sliwa vio algo esa noche y to sat fa sil
:i~¡ consultas sobre estas d~das vErios: ~ños
, ~ de 1996, el Juzgado Naclonal rMe ores,
sirio Espósito por los delitos d lesi>es,¡
r~ erar que el testimonio de $Iiw res 'Itaba
all enal. I

. !
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Finalmente, la defensa interpuso recurso d I 'ueia, que fue rechazado el 24 de cctubr de
1996. ¡ I

1:1
52. El Juzgado de Sentencia "W " I 2. .de diciembre de 1996, abrió elincid

por "falta de jurisdicción" q~e se declar; 'amo una cuestión de derecho. El 1
diciembre de 1996, adv¡rtíen~9 la [ueza qu: ~ defensa había ofrecido prueba de ínfor es,
se revocó el auto anterior y se abrió a PI! ba el incídente. La Fiscalfa y la cuerell no
consideraron necesario ofreceH pruebas. EiI i de 'marzo de 1997, se libró oficio a la Policía
Federal para que tntorrnara so~re los antec;', intea del Memorándum N° 40, si se enseñaba
en academias y cureos de in~reso, y otro; ¡ i~tos solicitados por la defensa para sost: ner
que se trataba de un tema federal. El inci. 1 ,te fue rechazado el 26 de marzo de 199 
después de 22 meses de quel!fue solicitad:',or la defensa- y notificado a las partes ;"1 7
de abril de 1998. La defensa! ejerció los r· 1

• rsos contra dicha decisión y fue elevado .·a la
Cámara de Apelaciones en lo ~riminal y Cdi .ccional. Posterlorrnente, la defensa, del s] ñor
Miguel Al1ge\ Espósito ejerc¡!ó el recuras I Fxt~aordinario, lo cual fue notltlcadc ~Ios
peticionarios el 11 de mayo de 1999. A I~ mena siguiente, la Cámara rechazó 1'11 rec ¡SO
extraordinario, razón por la c~al la defensá interpuso el recurso de queja. Has~a el' de

"'0 f h li. • '11' . ,octubre", 00, ec a en que la Comisión am b6'el Informe N° 72/00, la Corte S prerri de
Justicia de la Nación no habí~idecidido elr~ urso de queja con relación al inciden e de ¡alta

l
· . I

de jurisdicción. i .: i 1'. I :1

53. De esta mane,~, la causa:1 .nÍi:1 todavía se encuentra sin se tenei l del
primera Instancia después dellmás de 8 a I de la detención y muerte de Walt r Bul' cia.'

11 " '
Desde diciembre de 1996, lal actividad d ,. ¡¡rollada por el Juzgado de Sentenc a " " ha
consistido en dirigir tres Oflci&s a la Policí ' l 'ederal. Los dos primeros solicitare infol mes
acerca de cuestiones edmini#rativas vine 1, ~as:al Memorándum N° 40 Y a las scut des
reglamentarias de los Comlearios, mlent ,1 ! que el tercero tuvo por objeto a rega! los
convenios celebrados en 199~ entre el .Je ' de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aire' y la,
Policía Federal a los fines de lf10ntratar a El" ¡Última para organizar y controlar el ránsi' o de
vehículos en la ciudad, Tam~¡én la demO'r" 'e debe a las tácticas dllatorlas de 1 def nsa,
entre las cuales se puede me~cionar la pe ¡ Ión ide separación de los "bogados ode dos
de los padres del joven Waltar Bulacio, p '1 'are¿er de facultades para querellar n el elito,

de privación Ilegal de la libert~d. ;' 1 " ! ;'

54. Dasde al 6 dd , septiembre i ! 2ÓOO, la causa penal que trami a a i e el
Juzgado de Sentencia, se ~ncuentra pe: 'ente de resolución en la Corte S pre d,
Justicia de la Nación, por Untlrecurso inte.,r, sto: por la defensa, en un incidente e fa, a dl
jurisdicción que ésta había p 1sentado el :, \:le junlo de 1996. i

I I i
55. Los familiares ~e Walter BU. io también iniciaron una causa civil e da os :

perjuicios, que ya culminó cdn el período.
1

. prueba y ambas partes hicieron su ale tos]:
Sin embargo, la sentencia ndl puede ser' 1 ~dá'todavía por la prohibioi6n legal stab cid~
en el artículo 1.10 1 del Código Civil que: ~ ablece que cuando la acción crimina preo de ¡l"

la civil o fue Intentada pendiente ésta, n<:l I~brá condena en el juicio civil ante de~." si•••.I...'.·
condene al acusado en la ca,l se criminal.' ' I ,¡

56. Desde el año 11994, el, I i Is~rio Miguel Angel Espósito se enc i entr~'
procesado judicialmente, ca una orden' pr".,si6n preventiva, pero con excarrelal entorl.·

12.' I ! I. I

I
i
1

I

FECHA RECEPCl

01/24/01 \VED 1S.55 FAX



141017

os

:-i

01124/01 WED 18;56 FAX

I II! I
I

,I!, i,'

'1: I

por el delito de privación ile~, 1 de liberta 1~ncontra de setenta y tres personas. ,Sin
embargo, durante un tiempo ~espués con \~oósu carrera policial en distintos 0<'r90s\: de
[erarquía e inclusive estuvo al ¡ente de una

l
lIJ,'alegación encargada de la realización de to., os

los operativos en la Capital Fe eral. El Co \~krio Miguel Angel Espósito dejó de pertencer
a las filas actives de la policr'!l Federal Arg Irtinaen diciembre de 1995, al pedir su r tiro
tras haber culminado su carrere como doc Ir f e en la Escuela de Pollcía Ramón L. Fa] ón,
según versiones penodístlces ~ue no han si '~!desmentidas por el Estado.

JI '/;11
VII. RESPONSAB1Llt'O DEL ,'filADO POR LAS VIOLACIONES A

DERECHOS HU 'ANOS DE ' UTE'R BULACiO y DE SUS FAMILIARES
I 11

I "
1 1 : ',,'

57. En el presente ~aso, la vlctí 'a, Walter Bulaclo, es un menor de edad 'por
cuanto tenía 17 años cuand ocurrieron l' ~ hechos y según la legislación vigent de
Argentina, la mayoria de ed.ad be adquiere 1¡'¿s21 años." La Com.isión c::msidera jque h el,
presente caso deben examln~ se los hechd ~ ¡alegados por los petlcronanos a la ~uz d .105:
distintos derechos y garantía establecido11lenios artículos 4, 5 Y 7, los cueles tam lén
protegen a los niños y deben, nterpretarse

l
~ manera conjunta y armoniosa con ~I artl ulo

19 del mismo instrumento. El artículo 19 ~ la Convención Americana establece ~ue n", oda
nlño tiene derecho a las me das de prot :.¡¡6i6n que su condición de menor re~uiere por
parte de su familia, de la soc edad y del ~,I~d((. Adicionalmente, la Comisión ¡consi; era
que la Convención Americe a debe intlRretarse con otros tratados e ins1rum~ tos
internacionales aplicables a lo niños, Est .~"~tegraCión dal sistema regional con i:1 sis, rna :
universal de los derechos h manos ene ntra su fu ndamento en el articulo 29 dial
Convención Americana'o y en!lla práctica r I

I

I
[rada de la Corte" y de la comisión/" en I sta

e El Código Civil de Argentina e~ .' ertrcuto 1M 1 a~le,o. qua son menores "las personas Que no hUbiiren éU: plldo.
la edad de velntiún años" üncorpcrado : egún lay 17.71 ! tfetlilQ L inciso 14); Y la Ley 23.264 sobra tlu clón vi atrla
potestad. en Su ertroutc 264, cstectece UG la patrta pot Idas: el conlunro de deberes y derechos que ccrr apondé a lee I
p~¡;;jn;¡$ sobre la persona y IQé bienes del~us hijos pal'~ SU I ?teec:16n Y, formación integral desde la, ."concepCl!n dé ~ tos Yi
mientras eeen menores de edad y no se¡" aven emancipe ! En meterla pena', la LéY 22.278 modrüceda por a ley 4 .803,1
estebtece: "Arnoulc 1: No es punlble G menor qua no pu!i't"plido dleclséis (16) años de edad. Tampccc I es el ue.no
haya cumplido ctectocnc (18) años, res cto de delitos ~c,¿¡6n"prive.d;:¡ o reprimidos con pena privativa de 1 líber!' que
no exceda de dos (2l años, con multa o on tnhebttltectón ';$i¡ex.i;&tI"8re imputación contra alguno de ellos la eu rlded ~ dictal
lo dispondrá provisionalmente, procede" ¡¡¡ lo? comprob ibn del delito, temeré conoclrnlentc directo dél ~enor,. sus
padree, tutor O guardador y ordenará los íntormee y P l~!t~qi~n~s conducentes al estudie de su personal dad y ! e 1;;3!;i
ccndíclcnes tamifiaree y amblentetss en +3 Qué- se enouen ~Í" PO!' otra parte, la Convención sobre loa Derech s del flo ce
le:;; Naciones Unidas eereeiece en su <;1ft culo 1 que: "Per 1bs afectos da la presente Convención. se entiende por ni-I toco•. 1
ser humane menor dQ dieclccho años cl edad, salvo qu r~~ vli:1lLJd de la ley que le eea aplloeble, hava alea aedo a' 1;$$ la
rrevorre de édad". l..l¡J Argentln~ firmó, che Convenció!"! 11129 ¡",niQ de 15190 y la rattnco el 4 de diciembre d 1990, por la
Ley 23.64e ¡jel 27 de eecttembre da 90, la cuat, en, )) lartf~u¡o :2 In fine, prevé Que "con reteolcn al al fCl,l.IQ 1 de la
Convención sobre los Derechos del Niño" la Repúbli<:;::a Arg 11 ¡hi;l deelere ql.l$ el mismo debe interpretarse en el entídc ¡ e qus
se entiende por ninQ todo ser humano d sde al momento ~ ~u 'o"~ncepc¡ón y hasta 10$ 18 años de edad". Ve: CONf É DE
lOS DE~¡;CHOS DEL NI~O, EXAMEN lOS INFORME IIRESeNTADOS fOR lOS ESTADOS PARTéS CON ARRE O Al
ARTfcULO 44 De .lA CONVENCiÓN. :lnformes lnloiale¡ ~¡:¡LG :"l~$ !=:s'tados pertas deben presentar en 19 3: Ar' ntin~'1
23/08/93. CRC/C/8IAdd.2, (Stete Partv eocm 117 d. m, °ld.'99J¡. , I

1<;1 El ertjcuto 29 de la Con noión sobre no Iks" d~ ¡'f"l'térpretaci6n establece Inter alía lo sigule te; " I nguna
dleposielón de la Convención puede ser' terpreteda en e I ntido,'de: ,..d, exctclr o limitar al efecto QlJ$ pue en pro: uclr 18

1üeolereclón Amerícene de 10$ Derechos Deberes del Ho ,Irey:otro5 aotos intern¡;¡cionales de la misma n9tufa eza." ¡ ,

lt Corte ID~, "'Otros Tratado: objato de la fu Uídn ¿6~ult¡Va dé la Corte Cart. 64 Convención A arican' $ObrJ
Oareehos Humanos), Opini6n Consultiv ¡OC-i$2, del 24 ~~,ls'ePt~~bte de 1982. Serie A No, 1, párr. 41. I '1'

l' 1':
1~ ¡clem. La Corte !OH ha féconooido y (lO , ~t1dac!o la I'ráctica exl:5t~nte en la Com¡$i6n en estlJ'l ntldo~

expresandó Que "el propó$lto de integr tlóli del sistemi! " iÓnal.i.eon el univérsal se advierte, igualmente, en I práoti de la
Comisión lntéfamertcana de Derechos Humanos {,,,,)" L']dual ~en diversae ocasiones ha invocado "oorre ament' o1:ro~
t(atl1ldos concefnlentes a la protecci6ñ " los derechos hu I ~os,~n'los Estado$ Americanos", I

I
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materia. Por otra parte, la .oclón de "n lñ'il"'}lé sido deflnida tanto en la Conven Ión
Americana como en la Con V ción sobre os Derechos del Niño; por lo tanto, si bie el

I ;' ,."

joven Walter Bulaclo era un dolascente, lalComisión también se referiré a él bajo ,ese

término. '.1;

58. Con el objeto d: seguir el orJh~!ronOI6giCO en que sucedieron los hect os,
se presentará en primer lUgar}'I anélisls 50 Ir~ <:ir derecho a la libertad personal, l4Iego, ¡¡ la
integridad personal, a la vida, os derechos;e['ni,ño, a las garantias judiciales, a los recu ;sos
efectivos Y finalmente el dab de los Esta os ¡;I'e respetar los derechos establecidos n la
Convención. ' '! ¡,

ii
A. Responsabilidad de Estado por !violación al derecho a la libertad ysegu dad

personal (artículo 7 j'
59. El Estado violó' I articule 7 : ~ la'¡Convención, pues la detención ~e VI/, lner

Bulacio fue i1egél. La Cornlsi : solicita a laqor:t~ que declare que el Estado ha vi~ladO! ste
derecho con fundamento en I :s siguientes r!liurrentos. I

! I ! :'~
El artículo 7 de :'3 Convenció : f1tricana consagra:

Artrcute 7. Derecho a l. Lib: rtad Personal I ¡"i

1. Toda persona lien 'iderecho a la Iib rlfd:,ri,e la seguridad personales.

2. Nadie puede ser rívadc de su Ii~rt~d ffsics, salvo por las causas y en las
condielones fijadas de ant l ano por las e n$1;itCl.~¡onee f=lolfticas de 10$ Estados partes o por
les leyes dictadas conf'orm " ell... . l' T

I I·:I!
Nadie puede ser s etido a daten, 61: o>l;~~.oarcelamíento arbitrarios.

4. Tada persona det I ida o retenida e~e :~~r informada de las razones de su deten 16n
. I i i·

Y notificada, sin demora, d cargo o cerao flr¡~{édOS contra ella. I
5. Toda persona eet ida o retenlda: jb;~::!:~er [levada, sin demora, ante un juez u otro
funcionario eutorlaadc po la ley para sj 'c:t :,tl*~cionés judiciales Y tendré derecho ser
juzgada dentro de un ptaa 'razonable o a !ir pw'~~ta en libertad, sin perjuicio de que con Inúe
el proceso. Su libertad po l-á aster condlcl n :dajit garantfas que aseguren su cornparec ncla

1
, , • ' 1, .,¡

en e JUiOIO. :,;¡

·1,1:" ",
La ilegalidad y rbltrariedad el¡un~ detención (artíoulo 7(2)(3)}b:::j.

~1. :~e:::::n:~ól ~:g:::as::r "t':'t~':'I"OIP" qararrtía d l. "m"
seguridad individual la prohi ,oión de la d t n,cllpn o el encarcelamiento ilegal o rbitr:
por tratarse de bienes sag dos de la e soHa, cualquier restricción o interf rene: d

.11 '

Estado requiere ser estricta ente observ d~. ,¡:,En tal sentido, como lo pone de maru iest
este caso, el encuentro di io entre los" ci' d~danos y la autoridad policial e el ' bit
urbano se ha constituido en 'uno de los t' co,~~s de riesgo predominantes para la vi I enci

I . )1
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de aquellos derechos." En es' sentido, la Cp~~~i6~ considera que el incorre~to p:o~der
de las fuerzas policiales cons . uye, una de lar ~'~\nClpales am.e~azaspara la vigencia d la
libertad y la seguridad individ 1, aun en lo Islst~lJla$ democréticcs viqentes en los Est dos
~arte de la Conv~nci6n. :' r ello, las ata9~fas que ésta establece, adecuaoarn ;nte
Interpretadas, debieran servir a los Estad IS 0!1rno una gufa para encauzar la activ dad
policial en el respeto de los de echos huma o . ·'1:11

fll··
!r: k

62, Ello no signifio ,de nlnqún o· o'l'gue la Convención, ai garantizar com lo
hace estos derechos, preten a limitar la ti~i~ad policial leqítirnarnente orientada ' la
protección de la seguridad ct adana corn 'li¡lai'il.festaci6n del bien común en una soci dad
democrática. Por el contrarlí , la prohibi jón',I~e detenciones arbitrarias es tambié~' un
resguardo esencial para la se uridad oiudat a~a'I~:1 impedir que las herramientas legale11 del
Estado, pensadas para defe der la segu dkd¡[iltle todos, sean utilizadas para avasallar

derechos. •¡¡:i¡¡¡,

63. En tal s~ntido, s incisos 2' . 3'i~~1 artfculo 7 de I.a Convención fmari ana
e$table~en la obliqación par los Estado ' e::~:,~ue toda detención debe ser I$gal no
arbitraria, La Corte Interamer ana de Dere,'lo~~Rumanos ha dicho qua: I

[SJegún el primero de tales upoestcs norrn ti I o,¡I:¡brdlnal 2], nadie puede Verse privado d~ la
libertad personal sino por la . causas. casos', !ir<í~flst8noiasexpresamente tipificadas en la ley
(aspecto material). paro, a emes, oon es!' ét ~~,jeci6n a los procedimientos ooletlvem rrte
definidos por la misma [a <Jeto formal}. 'éll¡~egu"do supuesto [ordinal 3J, se está, en
presencia de una condlcl n según la :13, ci!¡Jdla puede ser sometido a detenclcn o
encarcelamtento por oausas' métodos que il'n ~~ilficados de logales- puedan reputarse e mo
incompatibles con él raspe a los derecho !f n~~'r:nentales del Indlvlduc por ser, entre o ras
cosas. irrazonables, irnprevi ibles, o faltos el" To~~:~c¡Qnalidad.14

i ,¡III
64. En consecuenc toda restri' c'ónl'1ge la libertad, para ser cornpatl le

. 1¡'I.,.

Convención, debe ser en rlmer térrni o [ligal, esto es, por las causas, cas
, , ·'1"'"

circunstancias expresamente iplflcadas e'l ley (aspecto material) y con estric a suj
a los procedimientos objetiv mente deflnl 's ::~9 la misma (aspecto formal). E seg:
lugar, una detención que se usta a lo se al dq!,en la ley, es decir legal, tampoc deb
arbitraria, esto es: que se re lice por cau ,·a yl¡i~é~odos legales pero Inc?mpati les ":
respeto a los derechos fun arnentales, ;, :iSi~r Irrazonables, impreviaibles o falt
proporcionalidad. De tal mo ,la detenci tl p~i1re resultar arbitraria tanto en ca os el j

13 La relación cotidiana da la ucra con los eh) \:l. no~I~.'uedé asumir diversas formas, de modo que el ejéf etc ó'
autcrldad o el I,l~O de la toerre se ex ésa con d11erem i~Gn~d!6d y con vertedce matlcee. Desde el salu o ama ~ te o e
lntercamblo de información ütü. a la si le dQtenoiól'l me é ·ári.~~:;en la vía pública o en espacios cerrados 01:1'1"'0 eero] uerto
O estadio/¡l, el requerimiento de identifl oiól"l persoJ\$I( 12. ?1.paOi'ieI.n, el reqlatrc de bienes particulares y I¡¡¡ n:a~ulsa, ; ete e
Sl"lfréntam~en'to armado que puede de ver en leeícnee ,ísl a~NI.! en la eventual pérdida de la vida. Con récuef le, u
encuentro en su lrdclo cordial, puede tr efcrmaree abrup \ógrap_4alrner'lt@ en una contienda violenta, ,:

: - :'¡:I:I. !

14 Corte IOH, caso G~nt;!~f8m Br'lday, sentencia el:2'[:~:e enero de: 1994, Sarie e No. 16, párr. 47. En <;!!;JtE! rrtism
earrtido también se ha pronunciado él rnité de Derecho H~m~~9s de las Naciones Unidas. Yar: Human Ri(J ts ce /n;ttee~
GenéteJ Comment 8, Arttcle 9 (Sixtes h Ses¡íon, ¡SaZ _:qorrlp'ilfitfon or Cienera( commeme ami Gtmeral R cómm, d;fltl'ón
Adooted by Humen Ríght5 T(~8tY $0 ¡es, V.N, Ooc,. "I~E~n Rev. 1 at a (1994), 1;;1 Tnbunat Europe de Di rechoé
Humanes señalo reiteradamente que. laxpre$lón "lega!" 17 e aeUf!lrdo al procedimiento prescrito por la ley en el Art(: lo 5'1
del Convenio Europeo, establece no s61 la plena adeC'uS ~ ,co.n.-1lia norma euatantive y formal del derecho int rno del..., Estad.
alnc también qua toda restricción de I libertad sea CQn ís en~I!19QI"'I el proccattc del Arercuto !:; y en conee Uét"lcla" o Sé

arbitraria". Ver: C2S0 Benham v. Uníte ; ingaom¡ (19S6) : ~~'~iry:293' pag_ 40. :

i :'ilill ,. • 'ji! . ¡
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e .la detención sea arbitraria, como en casos
ad del Estado, en una situación particular.

. i'
, tos y termas'
" por la autor!

, ,
t :

, "

65. La Comisión co idera que .a] i :luz de los incisos 2 Y 3 del artículo 7
Convenclón. el análisis de u a detención! t ndré en consecuencia tres pasos. ' 5 Pri
habrá que determinar si la de nclón es legl"11 : en sentido formal y material. Es decir,i se
efectuó con fundamento legal i En este P,urtf, deberá analizarse la detención a la luz d su
compatibilidad con la ley ínter a del EstadoJ.' ni caso de que tenga una base o fundam nto
legal, habrá que asegurarse ue la ley no : ee arbltraria. De tal modo, ei segundo aso
consistirá en analizar la ley ue fija las; ¿asas y procedimientos de la detención. Por
último, si la ley no es arbltrarl : el ter~er ~~S9 exi?irá asegurarse que la aplicación de laley,

en el O:I:::I:::;e;:'I:::t:::

I

:

o

arbitrarl¡! I I

66. En cuanto a la 'l~g,a,lidad dd p' ~etenci6n, nadie puede ser priV~do. d! ., d
libertad sino por las causas tlpiflcadas PO' la .Iev y de acuerdo con el profdlm nto
objetivamente definido en el Esta garla tía contempla un aspecto sustanti o y' otro
formal o procesal. Por el a ecto susiaritlo,¡ sólo se puede privar de su libe ad el una I
persona en los casos y circ nstanclas i:i~íf cados por la ley; y por el aspsct for ~ al o
procesal, se requiere que en detención ~~la,Í'lpersonas que se encuentren enialgu I de
las circunstancias contempla as por la layl i e observen las normas adjetivas se alad I sen
1" mlsrna para proceder a detención.: isi bien corresponde en primer 1 gar , las
autoridades nacionales, en p tlcular a los! l: iburrales locales, la interpretación y aplio' clónl
de la legislación nacional, la omisión y 'Iai,: arte pueden y deben revisar la acci n es; ata!,
para determinar si la ley naci al ha sido,o~ ecida en un caso particular, ya que el ar culo
7 inciso 2 de la Convención tableee quefua ;detención realizada en contra de I pre I crlto
por la ley local constituye un violación del ~a,Cp~vención.1.

, '1 ' : '

Arbitrariedad de la ley ue fija las¡c~),J a~ y prccedtmtentos de la detenci6
i ! i :,
: II ,1'

67. El segul"ldo pa consiste 'ami ség~rarse de que la ley a la que s aju
detención, no sea arbltrarla. En tal sent¡ldld, ¡la¡Comisión y la Corte deben anali r si
nacional que tipifica las ca sas y prop'r4i, lentos de la detención ha sido icta
conformidad con las norm s y los ¡:irihFpíos generales expresos o implfo tos

: 1I :'

:, l' ,1 . ¡I ':,
t. I l.
i !! . ,í . I

,~ En algunos: casos el punto revic a eet$ ariál(~¡e $er~ determtnar si eetemoe en presencia da una étenc¡q ,
exieten múltiples tcrmee de lnterterlr e la Iibi:mad pef;sdrtal 'Y $Ulrestrtcclón puede asumir una enorme varled d de .¡;j ados
metloes. Como ha scstenldc el Trll:;II,ma Europeo de D$'r$<:~o H'umanos, en orden €I determlner SI las cjrcunst netas t!f,ol;',." ,
una reetrlcoión dlil la libertad el punte I!:I panida serei la!e ner.Eitél sltuaotón del individuo eteceedo y una e rte da ~',rltertcé
deben ser tenidos en cuenta, tales ce o el tipo de medicl adQ~'tada, su dur.tlci6n, los efectos y 001 modo n que ¡i

¡m~lementada, La dis'línclón 8nUQ prív ci6n de 1$ llbé~a~ ~ ras~rlt:cj6n d¡¡, la libertad es meramente de gra(l o mte ¡¡dad
no dé naturaleza o suetancla íCempbel nd FfJll, 2$ de ~u~~.· ,e ,H 994, Sérle A ND SO}, Le: aparente capacidad e una, erson
para pertir del \l,lgar de detancíón pue El no ser decii;lvs t nie)i~o en aventa SIJ rea! sttusctén. Ver: caso R~¡d, I ren,
P¡'i!Jc'titioner'$ Gukie to me turooeen e ventton on Huma ~gli.ts¡ sweet &. Maxwell, Lonoon, 1998, pág. 17, ,-

1\1 E:n eete mleme sentlcíc lo entMdido la ¿oU :urb1=lea <:1$ Darechcs Humanos tnterpretendo la r misiónl Il!I le:
local en el erncufe 5t t} de la Ccnven Ión. Caso so"m~;r, l!ieJglum IA/129l: , eS9 11 !;!-J.RR 1, par 49, aSO TS tl~ an
Koatoumoes v. Grl$ce, 1S$S, 25 eHRR 9S, par 57. ,1 11 !I. ¡

I i i I, , '

1

, !11i
, I '1' ,. \; I i i -'o
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Convención."? Será en de nitiva un ah isis\ de le ley, pero con relación alas
circunstancias particulares de ada caso sorn] ti~0 a la Comisión. La Comisión consi era
que el análisis de la ley que a de antemenc ib~ causas y condiciones de la dstenci n.
comprenderá al menos un exa en de forma/'iddi t¡iPiCidad, objetividad y razonabilidad.

68 E . IC"ó I ..11 I f" I. n primer ugar, orrusi n co sroera que a norma que IJa as causas el
procedimiento de detención de e ser una ley , ~~ntldo formal. Es decir, debe cumplir on
el requisito de formalidad. El liso 2 del arttc Id "7 establece que las causas y condicio es
de la detención serán fijadas or las Constit 'cib+es Polltlcas de los Estados o las le. es
dictadas conforme a ellas. L Corte Inter~m~.1ribana de Derechos Humanos ha sosten do
que el término leyes en el m nclonado inti:isr bébe ser entendido en el sentido qu ,le
atribuye el articulo 30 de la C vención ArriercJnb (LI:' expresión "leyes" en el articulo :30
de la Convención Amertcene s bre Derechos .uJn~nos, Opinión Consultiva OC-6/B6 d 9
de mayo ele 1986. Serie A N° ,párr.38).'~ '1 1

,

E C "ó I : .Id I d"! d I I69. n segundo luga la orrusr ~ e nSI era que as causas y con IClo~es . a
detención deben estar definid en la ley eno~nia pormenorizada y preclsa.!" Es de ir,
debe cumplir con el requlsttc d tipicidad. ~a Conrención en el articulo 7 inciso ~ lmp '. ne
al legislador nacional la obiiga ón de "fijar id : a~iemano" las causas y condiclones el • la
detención. La Corte Interameri ana de Derebh si Humanos ha señalado que esas causa] y
condici~n.e~ .deben estar "tipifi edas" en la Ile', ~!Ique un supuesto de arbitraried¡'d e~,•. la
"lmprevlslbñldad" de la detencl!O I : ! I ¡

70. En tercer lugar,' Comisi6n cbn: iJe~a que los criterios de valoraei In so re
las circunstancias y procediml tos para ef~ct' a~ p'na detención deben ser objeti os y o
subjetivos. Es decir, debe cum lir con el req~i it6 de objetividad. La Corte ha est blecl o,

I • I I
1 ,1 :

11 Caso vvtnterwem v. Nemerten , (Af33): 1979/80 " eH~R 387~ par 45¡ Ci¡1:¡Q tcemmecne v. ¡::('¡tmor;: 15195'1.19
EHRR 349, párr. 37. 11

la Como ha dicho la Corte ¡OH, I incomunicación ~S- ~na ~ed¡da excepcional para ;¡¡.sagurer los resulta os de " na
investigación y que s610 puada epücarse si decretada de esue do con las condlctonee establecidas dé entaman por la, y.
tomada ésta en él sentldo que le atribuye ertfculo 30 de la¡e :nvenel6n Americene {La exarestán "Ieyes ll en el rrfcuJoi 30
de la Convenoton Amencsne sobre Detech Humanos, Oplnllón Con:¡¡Lltills OC-6/86 de 9 dé mayo de 1986. Berl A No; a,
pérr. SS}. En el presente case, dJoha~ ce letones están pr~Y¡ .aSI eh el ertlcuío 22.(1 SHh) de la Constitución cunee: el
t;cuadQr, al disponer que "[el n cualquiera los oeeos (el daten dol ~o pcdtá ser tncomootcedo por más de 24 h res", , te
precepto é$ ,¡apltcabfe en virtud de la r$fere ía al derecho jnt~rn c::ontenidel en el artículo 7(2) dé la Convención f uar« p: rr.
42), Corte ¡,D.H., Ceso Suárez Roeero, S terete de f2 dJ n ',viJm~re de 1997, Sede e No. 35, p6rr. 89. i irib: al
E;yropeo de Derechos Hurnenoe oonslderó l"I la declelcn de1lco o Bdranowskl v. f!1planrj del 2a de marzo de ~ 00 qu: la
legislación cnmlneí polaca no senstecre el rtncipic de preViSibil.da~1 de la I$Y para los fines del Artrculc 5(1) de conv:, io
Europeo, .aJ carecer de una r~gulac¡6n creol acerca de si serpo fi;1l (yjen su caso bajo QUQ condiciones) prolonga e dura, ta
el Juicio, una detenetén ClI.J$ hillbra sido or nada por un limitad .errado de tiempo durante la etapa de ínvestl ación.! El
Tribunal consideré además que fa préctlca j diolel !;lesarrolladÓ e . rekp!ues'ta é esa l~gl.,Jna legislativa, en virtud efe El ove! ' na
pér$QM~ es detenida por un perfodc illmit¡;¡ e impredecible ~é tit+do, eln que la detención se beee en un prejepto !: DI
concreto o en una dl!:~is¡6n [cdlcler, es en mismo contrarta lal :••rinCl~¡O de certeza legal c.¡Ué corteütuve un elem nto bé ':,.• 00
de! estado de derecho. J 1 I •

1!;1 As( lo ha entendido también el rlbunal Europeo 8 '~mioHos Humanos con relaclón al artrculo 5(1} de Conve jo
Europeo: ~En virtud do la importancle de I Iibertad p6rMná! e' akahcial que la tegtslaclén naelcnet eptícsble s tisfag', el
eeténdar de legalidad establecldc en el e nvenla, 91 ou~l JéC:¡ lerb ~ve todas las norma:s, seali e¡¡¡crites '\) n , resul; r'l

slJficientemente precl$s$ para permitir que ciudadano -oue~do ed necesario cón el apropiado i¡a.;¡.esoramjento· pr Vea he/ ta
donde ~e$lJlte r~U:Qnable en cada circunstan la, L;¡s oQnsecuericfa' d~ ~na a<::ói6n o~ermjnadG\. Ver caso Sresl St1 Oth.:r.

i

v.
Unil.d Kinli/dom. 1999, 28 EHRR 603, par. 4. El Trlbun.1 cit~ el c.~o lsw v, Unil.d Kingdom IAi335.BI: 1996 21 HRR ' 3
par. 35-$6 referido a la inteprétal::i6n del prcipio nnul/um erArle mJ/la poen~ síne lege" en el articulo 7 dél Conve lo.

. I I
zo Caso Gangatélm Pélnday, senten a del 21 de énero d : 1991' serie e No. 16, párr. 47.
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71. Por último, la Cisión conslden ql.!e la ley que restringe la libertad! pers nal

debe cumplir con los requisito de razonabilid y 'proporcionalidad. Desde que un", ley. ue
autoriza la detención o el arre o de una pers 'na en los términos del articulo 7 in~iso 2' es
una ley que restringe de algun !manera la libe. ad'r la seguridad personal, esa lev.lcornc es
obvio. debe dictarse de canfor I idad con los rtícúlos 30 y 32, inciso 2, de la C01venc n.
Como ha dicho la Corte lrrte americana de, . er~chos Humanos, la ley que est~blec. la
causa y condiciones de la d sncíón no pLJ de: ser incompatible con el respetp de ¡los
derechos fundamentales de individuo, . or .resultar irrazonable o por {alta', de
proporcionalldadr" En tal se tldo, debe ten rse en cuenta que aún cuando 1.1 a nO'lma
autorice la detención en arde I a realizar dét rminado fin compatible con la Co venc bn,
existen formas diversas de det nci6n en las c ale~ el grado o la intensidad de la r~stric !Ión
de ia libertad individual varía e nsiderablemen . En el análisis de la razonabilidad de la y,
el principio de proporcionalida exige que cuer to ,p,ayor sea la intensidad de la re~tricc 'n,
sea también mayor la carga I Estado de j stltlcar esa restricción." La Comi Ión la
Corte no pueden analizar la ra onabilidad y p pofcionalidad de una ley en abstr~cto, ino
atendiendo a las circunstancia particulares dios Icasos sometidos El su considerarión.

Zl Caso Ganga!am renoev, sent ola Ó¡;¡¡121 dE! énerolda 1994, selle e No. 16, pEirr. 47

22. Cesa fax, Campbl;Jl/ alid Ha ey v. Umted K,ngd 'In, l~S1t 1~ EHRR 157, parro 30, 31 Y 32, e el Ctl o el
Tribunal EUfQpeO eonsieeré contraria al rttocrc 5(1Ho) del nvelnio Europeo que requiere "eoepecha razo able": la
comisión de un delito, una legislaci6n de ercencte destinadá . p$r~egulr daUtos de terrorismo en Irtande del No 8 1 seg; n la
éu~ll:Jodfa procederse a la detención si e SHá "sospecha han· taménre tunceoe". El Tribunal sostuvo: "'El a cuto o: )(el
bebte de 'ececeche réaoneble' en lugar d bceoeche gen\.lina Y ébubna fe. La tarea del Trtbunel, sin $mba.~go, es r isar
la legislación impugnada en ebetrecto sino kxaminar su epücecl n en Ilos casos particulares, t.a 'razonabilidad' dé la SOS \ cha
eobre la cual se basa un arresto es une rdntí~ esencial cont la arbitraried9d del arreste y la detención esta lec ida rt el
ertrculc 5í1)(c). El Tribunal acuerda con la Corntslon y él .G 'bierrib que la expreelon 'scepecna razonable' resuoc] e la
exrstencle de hechos O Información que erren aarlefecer a ob~ervador objetivo eoeree (Í$ que la persona en cu~ tlón
pudo haber cometido el dellto . Ou. puede er considerado 'rez .•ble..'~dépendetá sin embargo de las ctrcunetenct s", !

2:3 Corte IOH, C~SQ Gcmgr!1ti!Jm P day, sentencia del " I:i(t·anaro dé 1994. Serie e NQ 16, p$rr.47,

Z4- Asf, por ejemplo, determinad ~ circunstancias P~d en JU ttñcer qua una persona fuera retenida Q d$ orada i n la
vte pOblic¡¡¡ con el 'P~opósltú de BveriglJar ~lJ identidad, perO:8 la lebislac¡ón, bajo ldéntloae circunstancias, per Ite qy la
autoridad mantenga a la perscna déteolda n una dependencte ,olleral para Identificarla, le corresponderá si Esta o demc trer
por qué ésta detención es proporotcnel al in, en él sentido de 'strJc~amenté neoesarla para proceder a 19 ldentlf ación. i Así,
ciertas círcunstancles que pueden ser id eas pere justificar na r~tenci6n o demora en la vra pública en orden a ~8' litar
determlnedo fin legrtimo, podrán resultar nsuñclentea para :t .dar Lna restricción mayor, cerne la detención f'n cne l ede
policial o en cualquier otro ee-pec1o cerrad bajo el controlo le s1:Qdla de la autoridad poüctat 1) otra fuerza del E taco.

i

además, que los procedimient s a los cuales debe sujetarse estrictamente la autoridad de
aplicación, deben estar "ob] livarnerrte defi idd" en la ley." Si bien la Conven Ión
Americana, a diferencia del a 'rculo 5{1 )(c) 'd' I gonvenio Europeo, no ha definido nin· ún
estándar de valoración de la circunstancia. del la detenci6n, es posible entender ue
excluye claramente los criteri s de vsloractót meramente subjetivos. En tal sentidor la
objetividad de los estándares valoración es 1Jn ~fecto inmediato del requisito de tjPiCi~ad
y al igual que ésta procura I vitar la írnpre] isibilidad de la detención. No es pos ble
entender que una ley nacion "fija de ante ,an~" con claridad y precisión las causa y
condiciones de detención, de odo de hacerla .. pr~visibles para los ciudadanos, si dele9~, la
valoraci6n de las oírcunstenci de una deten ión,1 en la buena fe, la honestidad, la opi 'ión
o la mera dlscreclonalldad de Ila autoridad ecar~ada de su aplicación. Un estándar de
valoración objetivo presupone por el contra, o, lrna serie de hechos o una cantidad de
información suficientes para s tlstacer el ailá lals de un observador imparcial acerca d la
existencia de las causas legale J de detención. •
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Arbitrariedad en la apli olón de la le que fya las causas y procedimientos d la

detención !
72. El tercer paso c' nsiste en ase! urar que la aplicación de la ley no res~lte

arbitraria. La Comisi6n con si 6ra que una le , compatible con la Convención, puede ¡ser
aplicada de manera lrrazona le porque no se ~etermina adecuadamente en un caso
concreto las circunstancias q 'e según la le ' autorizan a la detenci6n. También pu de
haber arbitrariedad cuando la 'y se aplica de"mahera discriminatoria; es decir. cuando, se
apunta intencionalmente a la 'rsecución de 'n sbc;tor o grupo de la población en fun Ión
de su raza, religión, su orlge I nacional o s claíl o sus ideas polltlcaa. Existe tarn ién
arbitrariedad en casos de des ,o de poder, cu ndo una ley no arbitrarla en su formula Ión, I ,

se interpreta de un modo lrraz inable para ser ~elíberadamente utilizada como elemento de

sUjec,i6n o dlSCi~lina social. ¡ i j I i,

73. A continuaci6n, I Comisi6n de~os' ara a la Corte que en el caso ~e Wa, ter
Bulacio, las autoridades argen 'inas violaron I [s n:lquisitos establecidos en los ordlnalei .2
del artfculo 7 de la Convención l4mericana. . 1 I ,

ii. Análisis de la le9 !Iidad y arbitrar ~dli de la detenci6n en el presente ~aso I

74. En este caso la iutoridad polici II dJI Estado procedió al encarcela~ientJ de
un menor sin orden judicial. L 1 Comisión al a .aIiZr'r la acción estatal no puede so layad,llas
circunstancias particulares en ~e dicha detent ién se produjo. Walter Bulaclo fue dete ' do
en la vía pública en las inmed ciones del Est dio dei Club Obras Sanitarias de I Nacl n,
ubicado en la Avenida del Lib 'tador y Juana zu~'duy de la ciudad de Buenos Air'l'!s, e' el
cual se realizaba un recital de »c«. Su detenc Ión ue realizada en el marco de un fPera vo
de la Policía Federal argentin : en el cual se ldet vo por lo menos a otras 12 rarso' as
menores de 19 años y otras 4 I personas may resl de esa edad. La Policía actuó ~in or en
judicial en todos los casos. í bien con poseric:\ridad se aleg6 que los menores hab] '¡:in
sido detenidos con el pretex o de encontrase Fn supuesta situación de desampar' o
abandono, la autoridad pcllcla :responsable d~lo¡¡leratlvo reconoció luego en sede jud~ lal
que no había observado esta lrcunstanola al Ifnoihento de la detención. Por lo demá~ la
autoridad policial no labró en ¡ningÚn caso aF,tua,lci6n judicial por la posible co 'isiónlide
delitos, ni realizó ninguna otra ;Iligencia que ptrmita al menos explicar la mas.iva eten' ,ón
de estas personas. Antes de illegar al lugar f~e~,s hechos la autoridad policial a h :bia
ordenado la presencia de un tr Irsporte c,olecti,:" o articular, presumiendo que podr an h, er
muchos detenidos. La Cornisl n adelanta su pi [lón acerca de que estas circun tanc' s.
avaladas como se verá por I I constancias ro iatortas del expediente, presup nen ! na
metodología dedetenci6n mas ya e injustifica "a:d personas como medio para as gur~ el
orden en un espectáculo públi o, en contradic i6n a las normas legeles del propio Estad y

las gara
7n5tías

eEstabletcidas en I !ct.onv
l
enci~n'd ! I ' I t' d I d tencló . di be'

. n es e caso p r .rcu ar. sien El' V C rma e a e enci n un m o,
mencionarse que la Convenc I n sobre los ,ere hos del Niño de las Naclcne Unl as
protege con mayor amplitud a 6s niños, restri] Si6! do la detención, el encarcelarnl nto i la
prisión como medida de últim recurso y dura te ~I perlado más breve. En su art culo 7,
literal b) establece que los Est os parte velar n pbrque:

¡I
'1I
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Níngún niño sea privado .de su libertad leg"a1 o arbitrariamente. La detenclón,el
encarcelamiento o la prisión ¡de un niño se He aré :Ia cabo dé conformlded con la ley y se
utilizará tan sólo como medida de último recure y 'd~rante e! oertodc más breve que proceda. ,

76. En el mismo senú\do, las Reglas e:I;1 s Naciones Unidas para la Protección ide
los Menores Privados de Libert'ad establecen, I nX primera regla, que "el encarcelernie to

~ • 1I 26 I

deberá usarse como ultimo recurso".

l4J 024

; i
77. De tal manera, lel primer pes q e debe dar la Comisión al analizar la

detención de Waiter Bulacio e~ determinar Sj'!é~t' ha sido legal, esto es por las causas,
casos o circunstancias expresd~.,ente tipificad s " h la ley (aspecto material) y con, estribta
sujeción a los procedimientos ~~jetivamented fin~1os en la misma (aspecto formal). '

78, Como fuera diCh!' , Walter Bula O,'f e arrestado por la autoridad p4liclall ,in
orden judicial y en el contexto de una detencí~niasiva de personas, incluso juntó a o, OS
menores de edad. En este e' so el Estado te: 'a limitado a afirmar que las s~pue, as
violaciones a la libertad person' I que en forma ge'll,érica mencionan los petlclcnarlos, n :, se
producen como consecuencia t'e la norma vi eritw, síno por "un accionar fuera d,e lo ue
Indicaba /a misma". Es svlds I te que cuand s~, ¡Ialega la ilegalidad de una deter,cíen ei
Estado debe indlcar conoretam ,nte cuál es la I

I
y,~ e autorizaba esa detención. ¡ ,

79. En tal sentido, I 'Constitución e;1 República Argentina, vigente ~n 1 e 1
cuando ocurrieron los hechos, . stablece que "a~ puede ser (... ) arrestado sino en vi i ud
de orden escrita de autoridad mpetente". e t I modo, la Constitución arqentlria no ¡ ija
de antemano ninguna causa o condición d di tenclon. Al referirse a la "4utori' ad
competente", la Constitución no regula 'e. ,Iodo expreso a quién otorqa di' ha
competencia; por ello, la Com¡~ión debe remi irSe a otros ámbltos del ordenamlehto 1, al
de Argentina, tomando en con$ideraci6n las cifcl,ll stancias especíñcas del presente casi y
lo alegado por las partes. i : I : ¡

80. La detención de ~alter Bulacio Ise, Ilfectu6 sin justificación alguna ~I 191 de
abril de 1991, alrededor de las ,11 :00 p.rn., e~ el' arco de un operativo programa~o poi la
Pollera Federal argentina. La a toridad policia j~ lficó dicha detención por hallarse en ¡ as
inmediaciones del Estadio del ',Iub Obras Sani ría de la Naci6n, ubicado en la Av/mida' el
Libertador y Juana Azurduy d~ la ciudad de Bu'e os Aires, "lugar donde se reallzabal un
recital de música rock, ene~nt~ndose la tota,l dad de ~as :~tradas agotadas, motito po el
cual permanecfan [los detenldo~l en el lugar SI Ca. sa JUstificada", I 1

81. Del análisis del elpediente, surg ~tlle según el informe del comisari~ Mi i el
Angel Espósíto, funcionario q Ile llevó a cabo la~ detenciones, éste actuó ofici9sam~, te
aplicando el Memorándum N° O de la Direcci n ¡di Asuntos Judiciales de la policra Fed' ral
adoptado el 19 de abril de 196 .'" I i I ! :

2S Adoptadas por la A.ambl•• G eral en su resefueíé '45/1'3' del 14 de diclembre de 1990. 1 I

ae Ver cornunlcaclén del esteoo slrigida a l;;¡ COl"J'¡i..'!.;i6... !'I j de noviembre de 1997, pág, 4. Astrnlsmo, el lnf' me
del Comisario Espó!';i:ito en l~$ Fojas 35 61 de los eutoe pr ncúp les de la causa llevada por las. eutorldedés JudíC, les
argentinas. La declaración del Comisado 19uel Angel Espósito antsl¡a autoridad judicial competente en el follo 114, con ma

{.<>cónt1 ua)
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procedimiento reconoció en sede judicial
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82. Al examinar ., Memorándu 'lal'lcomiSión nota que era una comunica4ión
interna dirigida por un funcionario a cargo d la ~irecci6n Judicial de la Pollcfa Feder~1 a
otro funcionario encargado del la Dirección d S urídad. Es obvio que esta nota diri ida
por un funcionario policial ,,1 otro, está lej s e alcanzar el resguardo de ley fo mal
establecido por la Convenclón, No se trata lis uíera de una norma en sentido ma! rial
que obligue a la Comlsi6n a analrzer en detall si encuadra en el concepto de lev form 1. 27

En consecuencia, en modo alguno la Comisi r p drfa ccnslderarla al analizar la existe cla
de una causa legal para la detención de la vio ima

83. Cabe señalar colo evidencia d Ila
este caso, que el propio funci~mario encargad I d

01/24/01

,Iiili
do ' abrar I

I(...continuaclón) i
lo expresado en él tntorme, que aplio6! el Memorándum N° 40, el cual "dej~ba en sus manos la apreciaclón
ectuectooes sin promover consulta a njngl~Jn tribunal, sianda la rctu eren extrajudtcíef". 1

Zl el Memorándum N o 40 del 19 de abril de 19 6, irlgldo por el Director JUdicial, Inspector béneral José
seménoea, al Director' de Seguridad H!)¡visi6n de Orden P blic señaíeba lo siguiente: "Clertas reccrnert eclone que
oportunamente hlcferen Il/ilgar a este mreccroo los Señores J I cea. res, Luis E ArgüerQ y Hector D. Sturla, rel clonad CQr'\
prooedlmlantos y actuacionee policiales ccncerntentas a su e I mpe encía, nos eccnsejan reactualiaer comentar ce ece a oe
las normas dictadas al respecto; eon ell propósito de coecv var una mejor edmtnlatractón dé [ustlcte y ad más, ' muy
especlalmente, ajustar nuestras mtervenolcnea dentro da I I lrrn éS de la letra de la Ley y nuestra expe terete lQ~n'
prudentes. En ocasiones de le aplice;;:¡6r en las dépendenoi re ecüvas, de 10$ edictos ccllcíatee con meno ee, fue: dable
advertir por los Señores Maqiatredoa nombrados, q1,.lé el ece don mcret o material o 61 eetedc conñtctual de ceveei te no
sólo no se revela sino que tarnpccc pu6de presupcnersa. cna uentemente I '0 arveno· ollcial n vé de ' sr de

nifi sto na eare i conte 1 da 6r la Is180· te t eie vi ent ,para su pcetertor trata íénto¡ i' 01' él
ccntrerlc origina un problema lmportenté no solamente clrcu se al causante y a sus familiares ye. qua te blén af era Q.

los crganiamos encercadoe de ta apllcacién de la tev: P"o!1cfa, lA e Social, Delegado del Cons@~o Necíonat e Pro, cotón I
de Manores y finalmente al Juez ¡;le la eavse. En tales cea o mal que se trata dé evitar, lo origina el mal en: erado
procedírnlento, Deecuentan dichos Señ~res Mag¡str~dos que 1 . criterio de 10$ funcionados lnstrvctores e apll" ré enl
cede caso y que sólo procederán cuando' la intérvención contr, ve onal no deje lugar a duda alguna respecto d la neo eldad
objetiva y real qué Ql caso prasente. lndu 1 men ·13 n la in! nclón í iosa de itular d 1 de e n ¡a
cuand 1ácllmen s dese rt la e ola soco 1 ue i é3r{' n roce lento rito, Esta práctica, qWB p' re no
deaneturanaeree, debe- merecer la atención directa del .Jefe la" omtsarre, la que debe ser respetada en él mbito dlcial
como es{ también $l"I el nivel en que sa ~ésarroll¡;¡ y llegará ~ rodu ir resultados positivos insospechados y une mejor' ~S€lnl
que del pelleta han de tener loa Interesados V sus fernillerea. ór o ra parte y en ccncordancte al artíoulc 183 el réglentó
dietado por le Exorne. Cámara Nacional dé Apeteclones en lo e lmínel y correcctonat de ésta Capital, las inform lonee
arnbientelea corresponctentes a ménore~ ccntraventcree deb rán er solicitadas... el Asistente Social de turnp dep$: diente
del Consejo Nectcnel de Protección de rnencree, sin excepcl . R ceeoer que rige en todos sus efectos la instrucción; (1 10
del Juz5lado de Menores lene ü.' exrereiva para sI de la letra '0' 8·1vil'l;llzada et tó de mareo ppdo., que dice: 'q:uando! n rJl"Ia¡
causa ñgureee un menor de 1S años i,ppl"Itado de un delito 1.;1 SI corone! que inatruye el ccrresponclecte sumi;lrio,: bienl
iniciada ésta deberá proceder a re('¡uéf!r 101$ antacedentés l m me y el lograr I~ lntorrneclcn ambien1;al e~igid¡¡l , f LeYI
, 0.09-3.. ,,'" En los Qi¡:lSOS de delitos, seQvr'l recornitmda la pr ,1 daD Para mayor celeridad y eflcien<;:i;,¡ en el trá1ite, de ré se~
la A¡¡:listente $oci2l1 policial pertinenté. Por ¡jlt.lmo es muy po' ible ue uno de los Séfiiores Magistrados dei tuero de ' notéS¡
récabe directamente a une dépenden<::la la cOñfscción de nl;l terminada informaolón ambiental, la. tual leoo él ebid~
conocimiento dé la $upérioridad d«rlber~ ser cumplida V elev Ida e pla~o perentorio, No olvidar (jue una bue~a lnfor, a.ció~
deoidé al templ¡lramento del Tribun;¡¡1 ~cerca dé la sitl.lac:lón I m nor afl¡lct-ado, ~or cuya causa obvio rGsult~ extend: rse é~'
mayores eomentarios sobre la prolijidadlV efil;;-ieMla co('\ l:1ue mi a ha de rMHzarse. Par~ Qonclulr y n~sumi los co: epto~
sef'laladQ$: 1 e efé de 1 Da e cj,¡:mcla El .¡sr la ceS 1.1l r ctu~c· 8 én c B caso. 2) La a ¡ic¡¡¡ci6: de lo

en que se actú0, que debe contarse coh él conoCimIento dlr eto e IQs progenitores o fasponsl;1bles del menO causa' té; 4 i

I..o~ Se~ore5 Jef$s de depGndenc¡á~ lIusffarán a los Jefes de arvl ios, páta ellQ9fo adeCI,li¡ido. de el;l1;oS fines.~} En lQ.:., ".aso '!
de menores acu$Cidos o víctimas da delitos, siempre ha d re311 arse la informaci6n por intérmedio dé la sistéY'Jt' $ocla
P"ollcial. 5} En loe; casos de menare!;> ~cusador¡¡: o vrctirnas d~l os, siempre. ha de realiz~r~é la inforn'lación por int: rmedi
de la Asistente Sooial Policial. 7) N.o se cum¡:¡Urán ¡f'lf rmac j"¡és fuera de la Capital ~edéral, e:alvo onooim nto
autorización da! 5ervi¡;:io de Asistenda Central, el Lae uda QUé el ceso concretó ofrezca serán anal zadas " ara !;:f
aclaraci6n por ll"\termedio de d¡Gho SerVlb'Q Asistencia Centr I de endiante de la Dirección". í5ubr¡~.yado de la pomisl l. .í

I I
I
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mencionadas en ese Memorándum en

I
1

.1
netascircunst

en la dependencia el su caneto. Asimismo se ala que entendió que tavorecla a 105 meo res
detenidos al aplicarle al l/Memorándum", ya q dejtal modo no quedaba constancia en legajo
alguno. Por otra pane, mtnifiesta que los í ene~ debido a la gran cantidad de aslsterjtes
excedía 10$ llrnltes naturaíe de tas aceras, no sien~o Intencional por ello, la conducta de~llos
que estorbaban el tránsito Ji. vehrculcs sobre a AJ. del Libertador Y calles adyacentes. uue
tampoco observó que se PrOdUjeran atentado' Y resistencia al. la autoridad, al producirse, las
cetencicnes (Subrayado de El Comisión). i I

I '
85. De tal modo, s bien los meno es habrían sido detenidos con el pretex de

encontrarse en supuesta s uación de d amparo o abandono, la autoridad p' lícia!
responsable del operativo a miti6 iuego e pr~samente en sede judicial que i no ,abía
observado esta circunstancia al momento de a dbtenci6n!8 i ', I i I

86. Por lo demás a autoridad polelal no llevó a cabo en ningún c~so all
actuación ante la autoridad udieial por la 'si~le comisión de delitos, ni reali~6 ni'1
otra diligencia que permita al menos explica la ~asíva detención de estas personas, : ntre
las que se encontraba la íctlma. Los propios órganos jurisdiccionales del E' ado
consideraron que en el caso a Polieia había roéedído a detener masivamente al pers

l

nas,

I i !
ae E.s además mantfleetament contraríe ~ la Conv cléri la fae:ultad de detener a un menor da edad por a! os nOI

deflcttvos, ()Qn'\O ha dJ¡;:ho esta Comí Ión: "La ccmtslón e n$id~ra que la detención de un menor dé edad) por a' os nc
delictivos, sino sanclllarnente porque e encuentra en un sjtu~c-ión de abandono social. riesgo, orfanda~ O va anCia~'
represente un grave pellqro para la lnfa cla Honclurena, El e adolno puede privar de su libertad a 1'111'10$ y ninas que! o ha
cometido hechos ttpítlcados como dellt a, sin mcurrtr en fe$: en,s~bil1da.d Internaclone! por vtotacion uel dereCtil110 a la berta.
personal (artículo 7 de la Convención). TOQé restrtcclén d la libartad da un meno!' no basada en le: ley, o en una eccló
tipificada como delito, constituye una rave vtolactén de le derechos humemos, El E:¡nado no puede, trwooando faZ as dd
tutl!lla del menor, privarlo de su liberta o de- otros derech lnh~'entas a su persona. t.os menores que se [encue ren e~
situación de riesgo, este es, que debe trabajar para ganar I,J s,ustentc, o que viven en le. cede por carecer d~ un h ar, n
PIJBdén ser eenclcnedce por ese. eltuac ón". Comisión IDH, nfo~r!nEl 41/99, Caso 11.491. Msnores détsnido$ en H' dures
Inl",,.,.,. Anual 1998, pérrs. 109 y 110, pág. 628. ! I

i

84. La Fiscalfa N0 16 en lo Crimin I d~ lnstrucclén, en la causa N o 2018 'del
Juzgado en lo Criminal de Sarteneia letra" ". flecretarra No 31, seguida contra Mi yel
Angel Esp6sito, al formular afusación en la causa por escrito de 18 de abril de 1 se,
resumió la declaración indagatoria del Comisa o Erpósito (folio 2.247 Y siguientes):

Que ante la insistencia delvar¡os grupos en perM,anecer en el lugar, el personal poliolal
procedlé a le detención do 9 mevcres de 19 ñd y 13 menores de esa edad, es decir, un
total de 62 personas fuerontPrivadas de su Iib rtad! entre los días 19 y 20 de abrll de 1991,
como luce en el informe del imputado a Is. 17 117i. el que ratifica. Que a los trece menores
se les aplicó el "Memor ndo 40", vigent dehtro del árnblto de la Policla Fedetal,
recientemente dejado sin ef cto por el Señor efe ¡de la Policra Pederel. Que en tal sentido
manifiesta que considera qJe al haberla aplica· o curnplra con las órdenes vigentes, emanada
de la Dirección de AsuntoslJudiciales que dej han len manos del Jefe de la Depandenci3i ,el
comiserto, la apreciación bobre le neeeslda dél labrar aetuaclones. 8f1 cada caso, lsln
promover consulta al Tdbu~al, a través de un int~rvef1ción oficiosa cuando se descartara la
carencia social que jU$tifica~fe un procedlmlent es~rito, ello en el caso de menores. Exhi¡iJdo
que le fue el libro "Memora1dO 40", rnanlflest quedos once menores que figuran en el "Libro
de detenidos" consta el ingreso y egreso de os mlsmos. Asimismo menifiesta que le ~an
jntervenclón al Juez Correocíonal cuando intrl , en -~lgún edicto policial, cuando se encuentre
fugado del hogar, perdido b extraviado, o en situación de desamparo. Q;!s!ª en el presehte

no O rvó des m a(1 ni meterl ni mor; ecto nin u de los menores lados

01124/01 \VED 19:00 FAX
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que e, estaban rsunldas ","1, las
relación con los menores deteriidos.
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entre ellas al menor Walter Bu acio, sin brindar explicación sobre el motivo de detenció y
sin que existiera causa legal que autorizara dicho J:1roceder.2•

87. La ilegalidad de Ips actos policiales le ve corroborada por la circunstancia 'de
que aún ante" de llegar al lugar de los hechos Ila autoridad policial habla encargad 'la
presencia de un transporte [colectivo particular pues presumía que habría mue os
detenidos. La Comisión desea notar a la Corte que las detenciones de la noche del 19de
abril al 20 de abril de 1991 f eron programadas!30 Si bien la Policía puede adoptar los
recaudos que estime pertinent s para asegurar el qrden público es evidente en este caso, a
la luz de su actuación posterlo , que la Policía estaba predispuesta a detener rnaslvame .te
a quienes "e encontraban en as inmediaciones dlel. estadio en el que se desarrollaba el
recital de música, aún antes e presenciar si la bonducta particular de cada una de las
personas que fueran luego ob eto de detención ~ncuadraba en alguna de las causas· de
detención previstas por las ley s del Estado. I

I I i
88, Es obvio que la oticía puede progr~mar detenciones colectivas de perso as

cuando cuenta con elementos ara acreditar que I~ actuación de cada una encuadra en i '~a
causa legal de detención; sin e barqo , la denomin,ada razzia, entendida como la detenc n
masiva y programada de perso as sin causa legal, Io con base en la aplicación arbitraria' e
la ley, constituye una práctica olicial rnanlflestemente contraria a la Convención."

I .
89. Por ello, de los elementos de prueba: reunidos surge con claridad que! la

detención del joven Walter Bul cío formó parte del una detención programada y m¡ls'lvai, e
personas, y fue rnanifiastarnen e ilegal, esto es, s~ trató de una detenci6n que no esttl o
justificada por las causas y co dlciones fijadas de antemano por la ley, en los términos ' el
artreulo 7, inciso 2, de la Ca vención AmeriCanaj' La Comisión considere que bl ser Ila
detención ilegal en este caso, resulta innecesario analizar el cumplimiento de 10+ de '¡áS
recaudos señalados en el pres nte informe. Por las razones antes señaladas, la Comis n

I ' i

I • j I
29 EstélS concluelcnea ee corrcbo en con la decisión del Juigado Nacional en lo Criminal de Instrucción! Nro. 9: idel

20 d!1l marzo dé 1992 y pcr la decisión de! uzgado NacIonal da M1~l'Ioh~5 ~úmaro 4. del $ de septiembre de 1994, ~ste ¡Jl~ o
tribunal al ordenar la prisión preventiva del Comisario Miguel Al'Igal E$póslto con motivo da las detenciones qce ~féctua~ fa
nccne del 19 de abril señalo lo siguiente: "te autoridad en i Inri i ex Iicaclón -sobre el motivo de deten i P.

tQdflS estas úersonas: va que no ee labre en ningón caso actuación jud!clal: o contravenclcnat qué éxpHqt,le la masiva rnedic ".
más allá da su ilegalidad rnemñesta por ap rtarse de las claras prescrf clones dé una ley nactoner PO,90:3) y de lbs ertrct los
171 y , 77 del Reglamento para la jurlsdíoc 601 el Instl'umGnto én u i n' manera autorizaba al ér$on'el olici I

me ores sIn Ué existiera una al a i n ti O a onse'ara¡ y en tal supuesto, excepclcnatment : no
débí~n formaree ectuaciones cuando el jefe de la dependencia antandíJ:l e¡~$ I;¡¡ $itl,JIi\Oión del menor ccdra resotverse en fa' ~a
meno. gravosa para ésto y su tarnlila, r oediendo • r i itl • . edi ta a su .eno fa . i r" Isubr".y.dO d'.I"
Comisión). .1 : ¡ ¡

~Q el Comisario gsocstto expllc que pidi6 la prsaencla jdél transporte colectivo particular de la ~lrn0a 1: 1,
presumiendo que podrran haber muchca de nidos" V~~$e: decislón d I Ju;¡:gado Nacional de la Instrucción Crimfl"'l9-I, de fe' "ha
20 da marzo dé 1992, 10lio 1602. :1 , ,1

31 Como ya se dijo, en las razz s la Policía suele det9M~ a todas las peraonaa que ee encuentran en un l. ar
determInado sin cumplir con el recaudo de nallzar en forma sElparadl4 la ecoeocte de 98da una de elles a la luz de las le es
que fij.;!n de eriterneno res causas y condlcl nes de detención, Oe tadllma~ér.al él cerécter meeivc de fa detención !.oomrib:•.. ye
directamente a su ilegalidad o arbltrariéd , En dét$rmJr'lsdo$ eee $ lá ~44'';¡¡ puede consistir en la detención meslv y
programdd~ dé Psr$on;¡i$ ein causa lesa!. e otros casos puede com~i~t¡r en una detención arbitraria, a partir dé 1.1i aplioa: 61"1
arbitral'l~ de una ley compatible con la Con enci6n que fija las ceusas k conoíctonas dé deténclón. Por ejemplo c:u~ndo n; se
evalúa correctamente en el caso concreto as circunstancias que Ségnn l!l léY autorizan a la detenclon, o cuenco I~ le se
aplica de terma dlscelmtnatorta, para per guir a clEltérminado 9r~pp de. perecnae o se Interprete Irreacnabtem.•. ente ! re
utlUzarla come herramienta da sujeción O di ctpüne eociel. l. . :

1 . ,

I

[:
DESDE :FECHA RECEPCI



01/24/01 WE1'.J9: 01 FAX
I

l4i 028'

el derecho a la libertad pers nal

I

que el Estado halvioledo
2 de la Convenció .

b) El Estado ha vi lado el derecho de Walter David Bulacio a ser informad de
los motivos de I detenclén lartícul 7(4))

90. Por otra parte, I personal policial, o cumplió con su obligación de r a

los padres de Walter Bulacio bre su detención. ~

91. Una persona d tenida o retenida' stá protegida por el artículo 7(4) d., la
Convención Americana, el e al garantiza que t da persona "debe ser informada d : las
razones de su detención y no íflcada, sin demora del cargo o los cargos formulados e ,ntra
ella". Por su parte, la Conve ción sobre los Der [ches del Niño establece en su artícui 37
literal e) que los Estados Part velarán porque:

solicita a la Corte que declar
previsto en el artículo 7, incis

Todo niño privado de libe ad sea tratado con I humanidad' y el respeto que merece l.
dignidad inherente a la ersona humana, Y de manera que se tengan en ouenta' les
necesidades de las perecn s dé SU edad. n a icul oda niño' rivado de libertad ,..
tendr recho a n ener o te con s fam!lia'por medio de correspondencia y de visitas,
salvo en circunstancias exc pofonales (subrayado d' la comlelénl.

10.1 Cada vez que un encr sea detenido, la d tenoi6n se notltíoará inmedia't;¡¡mente e.sus
padres o su tutor, y cuan o no sea posible dicha notificación inmediata, t:lé notificará 31' los
padres o al tutor en .1 más breve plazo posible,

92. La Asamblea G neral de las Naciones Unidas aprobó las Reglas Mrriimas
la Administración de Justicia de Menores (conO~idas como Regles de Beljing),32: -q
aplican a los menores sorne idos a procesos enales (Regla 2.1), Y deben hscers
esfuerzos para extender su a licación a todos I s jóvenes que se encuentren sometí
procedirnlentos o instituoione de asistencia y? id~do por ~onductas no punibles par:
adultos (Regla 3). Estas regl s establecen el pnnctpro del pnmer contacto: : I, ,

i

93. En el presente aso, tratándose de un joven de 17 años de edad, la Ca I sión
considera que él mismo tie e el derecho de er informado de manera perscna1 dios
motivos de su detención;" p ro además, el niño ambién tiene derecho a que sus fami, ares
o representantes legales se n notificados de icha medida y sus motivos <;le m' nera
inmediata o en el plazo más breve. El acceso e los familiares al menor que perm' ece
detenido es un resguardo e encí a¡ para le tut a de sus derechos, en particular pr' cura
garantizar su derecho a la re isión de la iegelida de 1a detención y el acceso a una de' ensa
efectiva. asr como la tutela d su integridad per nal.

:O~ gasotcclcn 40/33, del 29 d noviembre de 1ge5. 1,

33 El artfcuto 12 de la cenvens Ión sobre Derechos del Ni o de las Neclones UnIdas establece: 1i Los jEetado Parte
garant¡zar~n al niño QUé esté en condl iones de formarse un jUlo o propio el derecho de expresar su opiñí6r": 11brem ote e
todos los aeuntcs que afectan al nir1(~, teniéndoee debidemente n cuenta las opiniones del r'llflo, en fl,.méió~ de 1.;¡! dad
madurez del nHío. 2l Con tal fin, se cte á en parncuter al niño O¡:lO unid~cl dé ser.eecuohado, en todo procedinilento j i letal
administrativo qué afecte al nlñc, ya sea dlrectemente o por edio de un representante o de un 6rgano: áprop¡1 do, el

conecoarcre con las ncrmae dé procedl larrro de la ley oectcnel. I
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94. Del análisis del expediente surge que W"lter Bulacio no fue notificdo
personalmente de los motivos de su detención en contravención de la Convención, y 'ue
tampoco sus padres o familiares fueron notificados de manera inmediata, o en el plazo ás
breve, de las circunstancias de la detención. En efecto, el joven Bulaclo fue detenido e la
noche del 19 de abril. En el libro de ingresos y egresos de la Comisaria N° 35 se di¡)j6
constancia que Walter 8ulacio ingresó a las 21 :01 horas del 19 de abril de 1991 y sali . al
dia siguiente, el 20 de abril de 1991, a las 11 :25 horas. Sus padres tuvieron noticias d la
detención en horas del mediodía del 20 de abril de 1991,'4 por intermedio de Zul a
Cristina Casquet, hermana del joven Jorge César Casquet, quien estuvo detendo
igualmente con Walter Bulacio en la ComisarIa N° 35.

$4 En el ubre. de registro de detenidos que llevaba la Comjsar(.a N" 35 se dejó constancia d~l ¡n(¡l'éSO de W! ter
ecteclo, el cual se registró a las 21:1 5 hor~$ del 20 de abril y él egreso a las 11 :25 horas del mismo dí$. Ver: escrito d: 1;8
de abril de1996 dé la FlisoaJfa No. 1e en lo Criminal de Instrucción, en la causa No. 201 e del Jl,J;::gado en lo Crimina de
Sén'tenoia letra 'IW 1

' , secreterre No. 31, seguida contra MiglJél Angel Esp6sito {el folio 2.24$ señala hora de ingréso O: 15
horas y el folio 2253 señala 21: 15 hora.s},. : 1

3[;Ver: declerectén de ereclete Rosa soevcne, madre de Wdlter Buteclo ante el Tribl.,mi;ll Nacional en lo crimina: de
Insuued6n, é) 1~ de junio de 1991. . , I

: ' i
3:6 La decisión del 30 de séptlambre de 1994 del Juzgado N~ional de Menores No. 4, Mnsidé\'Ó qU$ 11 la ;mavorf, de

los ménO(é$ Cll.Jé f"H1(Qn privados de su libertad permanecieron en la s$eeiol"lt.ll mucbae hcree eln que se les permitiéra lIam' r e
Su fernllle para que vaya a retlrarlcs". La déeislén cita !ó~ t:e:stimónid$ de Ice menores Ourtele quien fue detenido el $á~ do
20 y sólo se le da16 Harnsr e Su caes el d(a siguiente a las 3:00 hspor lo que fue retirado a las 4:30 ha (f$. e6~)¡ Brevol ue
(:h¡o¡tenjdo e las 22:30 hs y lo retiró su primo a las 4:30 hs (fs, 881); Aighétti fue detenido a 1(;1~ 21 :30 hs de! sá~ado sle: do
retirado e las 10:00 hs del domingo por sus pedrea If:s. 891); Quintli\n,a fue detenldc e las 22;$0 hs siendo entregado: su
padre a las 10 u 11 :00 hs (fl:¡. 893); Urbano 11,1~ deteoldc a li;ls 21 :3G he permitiéndole que llamara a su casa e las 8:001 SI
fue retlredc 6. I(;1S $:30 o 10:00 hs del domingo {ts. 894); Planell .détentoo el sábado 20 al flnallzar el recital y Hbsrad: el
domingo al mediodía Its, 896); Larocce permaneció desde las 21 :30 ~s hasta las 6 horas aclarando que recién se-le oer ¡ tló
llamar por teléfono a las 4 hs Ife. 916}; LÓpéZ detenido a lee 22:00 h.sidel eébedc 20 y liberado ellas 8:00 hs del día domi go
tts. 943); AS&njo fue detenido a las 22:00 hs y llamó ¡¡li $\.J T(;1rnj!¡.;¡ a la:s 4:00 hs Ifs. S44t; Castro detenido el 20 cerca d~ las
22:00 he y liberado ¡;l I.¡¡¡¡¡ 4:30 hs [fs , 111 Sj, Sénchez fue detenido el jueves 18 a las 18:00 hs y dejado en líbeftad el \lié~ es
19 a. tea 2$:00 ha (ts. 1155) y Casquet detenido a las 2.2:00 hs del 19 de abril y liberado al rnediodfa del 20! te.
17/172/290/8861, ; ,

31 Las autoridades pueden¡ sin émbafgo¡ Mgar dicha I"IQti1Ie~Q¡6~ :si hay reacoee pare aeurnir que esta e~clusió! es
necesaria pera el interés del menor y someter dicha circunstancia a la putoridad judicial competente,

38 Ver: declaración de Graciela Rosa scavcne. madre de wJlt8r Bulaclc, ante el tdbunat Naclonal en lo Crimlnel de
tnstrucctén, él12 de junlc de 19$1, donde eeñeld que junto al padra:d$! [oven se dirigió e la Cornis¡¡:¡ffa y elu lesinform: 00
que $U hijo estaba en el Hospital Feméndea. Al acudir al rrenctcnedc hcspltat le informaron que hebra sido trasladado ra
etectuerte un estudio radiológico, pero que ya no se encontraba allt,

. i
96. Más grave aún, la autoridad policial omitió notificar a los familiares de Wal er

Bulacio su traslado de la Comisaría a un hospítal.'" '

95. La Comisión considera que la obligación del Estado de notificar di ha
circunstancia a los padres o a la persona responsable de la tutela del niño es una obligacón
positiva que no puede ser delegada, como ocurrió en este caso, a la hermana del jo 'en
Casquet a quien la policía le pidió que avisara a los padres del joven Bulacio!5 o dejada la :111

facultad o discrecionalidad del menor detenido?" Esta delegación modifica la naturaleza' de I
la garantía ofrecida por el artículo 37(c) de la Convención sobre los Derechos dslNlño n
concordancia con el artículo 10(1) de las Reglas 6eljing. Aún más, la delegación: de e ta l'

obligaoión en los términos antes expuestos la priva de su sustancia, porque lo que i se li:

busca es proteger el interés superior del niño ai exigir que la autoridad notifique a 'us
padres o tutcres."

i

I

1

1

,

I
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El Estado ha violado el derecho a ser llevado ante un juez sin
(artfculo 7(SIl I

el

97. La Comisión considera que e~ el presente caso las autoridades policiales 'no
notificaron oportuna ni debidamente al jo~en Walter Bulacio sobre los motivos de; su
detenoión. Asimismo, dichas autoridades tampoco cumplieron con el deber de notific 'r a
sus familiares sobre estas circunstanciaa, cpmo correspondía en razón del interés supe ,ior
del menor y por ende, de la tutela especial que, gozan los menores en estas sltuaclo es.
Por lo tanto, la Comisión solicita a la Corte que declare que el Estado violó el artículo '(4)
de la Convención Americana.

39 Resolución 40/:33. del lE! de noviembre de 1S66.

98. El Estado violó la garantra de toda 'persona detenida de recurrir ante un jez
competente para que decida sin demora sobre la legalidad de la detención. 'as
actuaclones judiciales se Iniciaron por deruncia realizada por una clfnica privada 'ue
atendlo al joven Walter Bulacio 48 horas después de su detención y pocos días antes de su
muerte. Todos los jueces que han deoidid~ sobre este punto han reconocido la lIegall: ad
de la detención de Walter Bulacio junto a otrs setenta y dos personas,

99. El artículo 7(5) de la Convención Americana 'establece que "toda. pers na
detenida o retenida debe ser llevada, sin denf1ora, ante un juez u otro funcionario autoriz: do
por la ley para ejercer funciones judicieles[. El') el caso de los menores, las Reglas i de
Beijing de las Nacrones Unidas antes mencldnadaa." en la regla 10(21, incluye el deber' el
Estado de notificar a un juez de acuerdo al p~incip:io del primer contacto:

El juez, funcionario u crqanlsmo competente examinará sin demora la poslbilkíad oe poner
libertad al menor.

100. En el presente caso, la detenqi6n de Walter 8ulacio y la de los otros; jóve I es
no fue notiflcada debldarnente al Juez de N/enores de turno por la autoridad responsa - e,
pues según el informe del Comisario Migl)~1 Angel Espósitó, actuó oficiosamente al _ar
aplicación al Memorándum N" 40 del 19 de labril de 1965, Ei Estado argumentó q~e d~ ía
esperarse a que las autoridades judiciales a¡gentinas tomaran una decisión definiti.V,_.a e' el
presente caso y no rechazó especfficamente estos alegatos de los peticionarios. (

i ,;

101. La Comisión ha considerado ue la detención de la vfctlma no encontr ba
sustento en ninguna norma legal. La ComisIón advierte, sin embargo, que en este, caso! el
menor no fue llevado por la autoridad policial ante ninguna 'autoridad judicial compete te
para revisar la legalidad de su detención. La ley 10.903 exigía poner le detedción • el

i
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menor en conocimiento del Juez de Menores competente."? Por el contrario, el juzgad .de
menores correspondiente tomó conocimiento del caso cuatro dtas después de la detención.
y a raíz de que la clínica privada que atendió a la víctima, denunciara la posible comi11ón
del delito de lesiones. En consecuencia, no medip ninguna notificación de la detención ' la
autoridad judicial por parte de la autoridad policiel responsable de haberla dispuesto.• La
única notificaci6n judicial que consta en el caso, 'realizada luego de la referida denuncia \:lel
Sanatorio Mitre, no tenia como objetivo someter a la consideraci6n del juez la inmed ata
libertad del joven Bulacic, sino la de denunciar que el menor habla ingresado a la e1í 'ica
con lesiones. '

I
102, En efecto, constan pruebas en el expediente que al mediodía del 20 de brll

de 1991, el Joven Walter Butacío fue trasladado al Sanatorio 'Mitre. Al día siguiente, 21, de
abril de 1991 en horas de la tarde, el médico de guardia denunció por teléfono la
Comisaria que había ingresado "un menor de edad con lesiones", iniciándose de oflci la
investigación por el delito de lesiones." Es decir, esta notlflcaclón a la Comisaria 7° ¡ ue
cursada por la clínlca privada, el Sanatorio Mitre: que atendió a Walter Bulacio y no po el
funcionario responsable de su detención. Recién' el 23 de abril del mismo año, conoci6 el
caso el .Juzqado Nacional de Primera Instancia en' lo Criminal 'de Instrucción de Menores: N°
9, por las presuntas lesiones. Es decir, el juzg<ld6 de menores correspondiente recién t' ó
conocimiento del caso cuatro días después de la; detención.. Intervino además con rela' ion
e la posible comisi6n del delito de lesiones y no p~ra analizar Ia legalidad de la detencíón

103. La Corte Interamericana ha señalado que "la pronta intervención judicial J la
que permitiría detectar y prevenir amenazas contra la vide o serios malos tratos, que vi' lan
garantfas fundamentales (... l. Están en juego tanto la protección de la libertad ffsiba de' los
individuos como la seguridad personal, en un contexto en él que la ausencia de gereri ras

"lO La Ley 10.90:3 sobre P;¡rIJór'táto de Menores est€lDlece,¡ "Artrculo 4: El Patronato del E;:staoó Nacional se l:ilJte: ::erá
por medio dé 10$ jueces nacionales o provlncfetee con la ccnccnencte dél Mini$terlo Público de Menores. Este patrona, se
ejercitaré atendiendo a la salud. seguridad, eoucectén moral e intele'ctual del rnencr; prcvevendo a su tutela sin perjl,Jfcio: el 16
prescrtto en los artrcoíce :3130 y 391 del C6digo Civil". Por' eu parté; la Ley de Tribunales de MElnores 10067/83, en el Tf: IQ I
relatlvo a "Del patronato de rnencrea y su ¡¡,jercicio", especiflca $0 su eetrcurc l' que: " n ' riedicción de la Provine
BUAnos Aires él patronato de menores ea ejercido en forma concurrente V cocrdlnede por los jueces de rnencree.taeeecr de
incapaces y la; Su.b$éQré~arra del Menor y la Pamtlle" isubrayado dejla Comisión). El Artículo 2 establece que: I'A 10$ af' tos
del ej$roioio coordinado del Patronato de Menores se entenderé que~: al 1;1 'uez tien i nda éxclusiva ara decid" ;
la situac"ón el ér'lOr en estado de n no IJ eH ro mor ·.ri 1 debiendo· ado tar 1 medidas tutQlares i ara
dispensétlé amp.aro. Artrcutc " O: Los jU!gados de menores s6~ competentes:' a) Ouendc aparecieren como ectc $: o
partícipes de un hecho calificado por la lóy corno delito, falta 1;) o~ntravar'lOi6n, menores de 1a ¡¡tñO$ dé edad. bl Cuan: o la
salud, seguridad, educeclén o moralidad de mene-es de edad se heüere ccmcrcmetlda por ectoe de! incond:, cta.
ccntravenoicnas, o delitos de eue padres, tutores, guardadore~ Q terceros; por lnfracdón a las disposioi9nes le: alés
referentes a la lnetrucclén y al trebaio: cueodo por razones dij ¡orfandiiJd o cualquier otra causa, estuviesen mate el o
moralmente ebandcnedcé, o corrieren peligro dé estarlo, para br:¡nQl¡Ir prctecclon y amparo, procurar educación m : al e
intelee'I:U&1 al menor... " ($l,Jl:)rayado de la Comisión). Con relación a las feltee y contravenciones imputadas amenoré , el
artículo 16 de la Ley 10.S03 sobre Patronato de Mencree éstablede: ul.os jueces correcclonales en la juetic!e náclcnall e la
Cepital y en los territorios na.oiOl"l!!les, entenderán en primera y única rnetancte, ~n todos 105 cuas da fal1! se :y
contravenciones, imputadas a menores dEl dléClocho años y aplioarán las dtspostcíones de 106 ertfculos antertorea'[. :

41 Ver decialén dél Juez Nacional en lo Criminal de Instrl,lJl;llon de la caPit~1 Federal d$ fecha 20 de ma~zo de 1: 92.
Al reepécto señala textuelrnente (follo 1595): "El primer (:onooimle~to jlJdiclijll de los hechos ocurridos entre los ofas 19: 20
de abril de 19$1, se produce en terma fraQmentada y parolel, re4ién el dre 21 d~ $brll dé 1991 (ver folios '1}~) cuan o ,la
Ccrnlsarfa Secolonal 7me, dé la Poticla Federal -no la 36a, Pf- init:IGl actuaciones en horas dé la. tarde y de oficio, al r. z de
que el Comanda Radioeléctrico envía al móvil 107 ~I $¡¡iMtorlo "Mitre" al ql,.le había ingresado el menor Walter David sU: ele,
remitido desde: él Hospital HFernéndez", y previa atención $1"1 al Hospital Plroveno.lccn dlagnóstioo "treumetlarne de er; neo,
hematoma cerebral y estado de cerne grado 3", a rafz de pre$l,lntes~leslones, al parecer producidas en el "Est;;loio,Obtss"j

¡'! '
I
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puede resultar en la subversión de la regla de de1recho y en la privación a los detenido~:, de
las formas mrnlmas de protección legal"."' i: 1

1

104. La Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que el articulo 5(3)' de
la Convención Europea tiene como objeto gar$ntizar un control jurisdiccional rápid' y
automático sobre las detenciones ordenadas d~ acuerdo al artfculo 5(1 )(c) del mi mo
instrumento. En el caso T. W. contra M",ft'" la Colte Europea :señaló lo siguiente:¡ ,

La Corte recuerda $U lurisprueencla según la cual ~I articula 5\:'j:}j busca garantizar un control
judicial rápido y automátioo da las datancion~s ordenadas! en conformidad con las
disposiciones del párrafo 1 e) del artfcuto 5. eq rnagi$trado q~e ejerce este control debe
escuchar a la persona detenida antes de tomar la decisión apropiada.

I '
~ ;

La certe subraya que el ertfculc t;i($) obliga al magistrado a pronunciarse sobre el fundamento
de la detención, Igualmente considera qu~ ~I contf¡ol jUrisdiccion~1 QU~ exlqe esta disposición
no puede accrdarse en virtud de una soflcltud presentada precedentemente por la persona
detenida. 'Esta exigenoia modificada la naturaleza ~e la garantra ofrecida por el ertjculo 5(3),
que es distinta d. la prevista por el artículo 5(4), ¡según la cual ha persona detenida tiene el
derecho de invitar a un tribunal a examinar la legali~ad de su dat~nc;':iÓn. Aún más, ella podría
priverle d. su sustancie, porque el ertfculc 5(3) bueea proteger al individuo contra ta detención
arbitraria al .sxigir Que el acto prívativo de la I~"ertad pueda ¡ser sometido a un control
jurisdiccional independiente, Un control judicial rá ido de la dete:nci6n oonstltuve igualmente
para el individuo objeto de la medida uña garan fa importante: contr~ los maltratos. Les
personas arrestadas que han sido sornetldaa a¡ tales tratos 1podrían encontrarse en Ola
imposibilidad de presentar ante un [uez una solicitud de control da la legalidad de su
detención. Podrte pasar lo mismo con otras oate~orras vulnerables de personas detenidas,
como aquellas Que sufren una deficiencia mental o ~quellas que no hablan el idioma del Juez;

{... ) el control autcmátlcc requerido por el artlculJ 6(3) ve més! alié del solo aspecto de la
legalidad [81 la persona es acusada por infracoiot,es por las cuales la ley no au'torizavla

"detención) (... ). Según la Corte, este control debe~$er euñclentemente amplio para cubrir las
diversas clrcunetenciaa que militan por o contra la detención. 1

I
I ,

105. De todo lo anteriormente descrito resulta evidente que, si bien es cierto ue
actuaron tribunales de menores especiales en la linstrl,Jcción ¡de los hechos, Walte'r Bul: cío
no fue llevado ante I,Jn juez o tribunal cornpetente en materia de menores que conocier ' de
su detención, protegiera sus derechos y ordenara su liberltad, como correspondta ai su
interés superior. En consecuencia, la Comisión solicita a la Corte que declare que el Est' do
infringió el derecho a ser llevado ante un juez cbmpetente ~in demora a los fines de ' ue
examinara la posibilidad de poner en libertad al: menor Walter Bulacio, reconocido e el
articulo 7(5) de la Convención Americana.

B. la responsabilidad del Estado por la violación: del derecho a la lntegri' ad
personal (articulo 51 I : .

I I
106. El Estado violó el derecho a la iptegridad personal de la víctima, W ter

Bulacio, establecido en el artículo 5 de la Convención Amerlcana, por las circunstanoi y
condiciones de su detención y de los golpes y taltratos re~ibidos en la Comisaria N° 5.

I .
4:l Corte IDH, Caso Villlegran Mora/es IC~$o de las "Nil1~s de /e celle ''J, {eentencla de 19 de noviembre de 1 SS,

pé".,M,págS7, I!
l
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I
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108. El inciso 2 del artículo 5 de la Convención Americana establece que un die
debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. T da
persona privada de libertad será tratada con el respeto debidp a la dignidad inherente al ser
humano". El mismo sentido de respeto a la Integridad personal lo oonsagra el artículo 7, del
Paoto Internacional de Derechos Civiles y Polfticns de Naclones Unidas (1976). pues p: el
hecho de estar una persona detenida no pierde su condición! de tal ni su dignidad hum' na.
Es por ello que la prohibición de la tortura y de los malos tratos constituye "una norma' del
derecho consuetudinario internacional" reconcclda en distintos documentos intemactonl les
de derechos humemos","

Esta afirmaci6n se fundamenta en los resultados de los diferentes informes médico] y
testimonios que constan ante las autoridades judiciales die Argentina. Además, h bo
demora en brindarle atención médica ya que fue dispuesta! por el personal policial el ~ co
horas después de que Walter Bulacio vomitara. La Cornlsiónl solicita a la Corte que dec are
que el Estado violó el artículo 5 de la Convención con base eh los siguientes argumento'

101. El artículo 5(1) de la Convención America~a consagra expresament el
derecho de toda persona al respeto de su integridad físice1, psíquica y moral. La e lrte
lnteramertcans ha sostenido que la violación del derecho a la! integridad física y psíqulc ¡ de
las personas tiene diversas connotaciones de grado que abarcan desde la tortura h sta
cualquier forma de tratos crueles, inhumanos o degradantes,! cuyas consecuencias físic 's y
psíquicas dependen de la intensidad de diversos factores, los cuales deben 'ser
demostrados en cada caso concreto."

i
! 1 : :

109. En este mismo orden de ideas, la Convención sobre los Derechos dél Niñ' de
las Naciones Unidas impone a los Estados parte la obligaciión de velar para que "Nin ún
niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradan!, s".
Por Su parte, el artículo 54 de las Directrices de las Naciones Unidas para la Preven ció de
la Delinouenoia Juvenil (Directrices de RIADl:· eatabtece qu¡e "ningún niño o joven de, eré
ser objeto de medidas de corrección o castigo severos o degradantes en el hogar. e' la
escuela ni en ninguna otra institución". Las Reglas de Beiji~g establecen en la regla l' (3)
que los procedimientos y conductas de las autoridades policiales deben evitar causar ño
a los nlñcs.:"

.\3 Corte IOH, Ci!$(J L08vza Tetnsvo, Sentencia del 17 de septiembre de 1997, Serie e No. 3~, pérr. 57:
I '

44 Neclonee Unidas, oereobos Humenos y Pd$16n PrBventiv8. Serie de dapacitación Profesional No. 3. C$nt o de
Derechos Humanos y Subdivisión de Prevénclén del Delito y Justicia Penal. Nuev~ York yGinecre, 1994. P. 3.,EI artr: Ic 7
del Pacto Internacional de los Derechos ctvuee y Pellticos de lee Naetcnas Unidas $énala: "Nadie será sometido atorture nl e
penas o tretca crueles, inhl"lm$no~ o deerectentee. En particular, ña.dlQ será [somettdo sln su libre ccnsentirniet O a
expenrnentcs médicos o oleruütcce. Según la "Declaracl6n sobre I~ Protécelón de Toces las Personas frente ;:;;1 Tort , as: u
Otro Trato o Castigo Cruel, tnhumenc o Déoradante" (OA RéS. 346;2 ¡XXX}, 9 d~ diciembre dé 1975), la torture PUé: ser
ccneeblda, más eapecrfloarnente, como "todo acto en virtud del cual un fl,Jnoionario otlcter ¡nfUja a instigue a I fliglr
intencionalmente a una persona dolor o sufrimiento grave, fraieo O mental, con tires talas como obtener C.. l informa: ón o
una confesión"¡ o con fines de cBztlgo o irrtimídeclén. !

45 Adccredes por la Asamblea Géneral en $\.l raacluclén No. 45/112 el 141de dtclembre de 1seo.

48 La Regla 10($} eeaete: loas relaciones entre 10$ organismos enda(gadOS de aplicar la ley y: 10$ j6i éMS

dsllncuentea deber'! ser gerenciad,el$ dé tal manera qua respeten la eltuaelón jurr~¡ce del Joven, promueven su blene] ar y
eviten causartes csüc, con especial etenclon a las cjreunstenctealcet ceeo. ccmenterte- le regla 10j:3) trata sobre all unce
aspectos fundamentales qué deben tener los procedtrmentce y las 'conductas dé I~ pollera u otras personas que:: Sé én: rg'an
de epücer la ley en los casos en que los jóvenes cometan crfmer'léS:', Se admite qu~ las palabras "evitar danos 59" fll3xí les y
cubre mucbee cesrbludeees ds interacción (por e]. uso de lengUajé ofensivo, ViOjéOCla frsica o excostclcn al amblent: ' ,El

; (... co lnual
, I
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110. Los peticionarios alegaron que el joven Walter Bulacio fue sometid a
torturas y que las condiciones de detención no eran adecuadas. El Estado argumentó ide
manera genérica que los hechos alegados por los peticionarios no caracterlzaban
violaciones a la Convención y que debía esperarse a que las autoridades judiclles
argentinas tomaran una decisión definitiva eh el presente caso. Sin embargo, no reeh '2Ó

los alegatos de los petlclonartos de manera específica, por lo que se presumen ca: O

verdaderos los hechos sobre los cuales guardó silencio, siempre que de las prueas
existentes se puedan Inferir conclusiones consistentes sobre los mismos.

30

111. La Comisión solicita a la Corte que examine y valore el conjunto de 'os
elementos que conforman las pruebas de las torturas presentadas en los anexos a: la
demanda." La Corte lnteramerlcana ha señalado que "en orden a establecer si se les ha
cometido y Cuáles son sus alcances, deben tenerse presentes todas las circunstancias 'el
caso, como por ejemplo, la naturaleza y el contexto de las agresiones de que se ltrata, 113 ¡

manera y método de ejecutarlas, su duración, sus efectos trslcos y mentales y, en alqu s
casos, el sexo, le edad y el estado de salud de las vrcttrnas"."

112. La Comisión desea notar a la Corte que las detenciones de la noche del 19 ~"
abril al 20 de abril de 1991 fueron proqramadasr" sin embargo, ninguna previsión se ter ó
a fin de alojar a los detenidos en lugares adecuados. Por el contrario, el joven Wal: er
Bulaclc fue alojado en la "Sala de Menores", que en realidad se trataba de un calabozd o
de "una celda destinad" a menores". La misma estaba ubicada frente a la oficina' el
segundo jefe de la Comisarfa NQ 35 de la Pelleja Federal y se trataba de un cuarto de 2,' él
metros por 1,80 metros, en su interior, con Cerrojo externo en puerta de metal, vent a
con rejas, en donde hacfa frfo y sin otro mueble que una silla. so En dicha ce] a
permanecieron ocho jóvenes detenidos,,1 Las condiciones inapropiadas de las celdas del la

{,,,contíl"luací6nJ . 1

hecho ele estar implicado en elqún proceso de justlcla juvénil puede en sf mismo oceetcner un "daño" a jO$ jóvenes;¡ en
consecuencia él término "evitar daños" debe ser interpretado de manera amplia, de tal manera que sea h~ga el menor d: I o
pceible al loe [évenea esr como cualquier dañe adicional o Indebido. I:::;.:to es especialmente Importante en los contad Q:;i

iniciales con los organismos que aplican la ley los cuales puede n influenciar profundamente l~s actltucíee de los jévenee h I ia
él eetadc y la sociedad. Más aun eí éxito de cualquier intervención futura depende en gran medida de tales i corrteo os
iniciales, La compasión y la firmeza respetuosa son importantes en estas eeeeleeee. '

47 Corte IDH; caso V1'lllt:l{}t~Jn MQr<1fes (Caso de los "Ninos de 11;1 calle "l. sentencia dé 19 de noviembre' de 19 9,
parro es, péq. 24.

48 Corte !OH, caso VfJllagrall Mór$leu (CJ;JSO de los "NilSos dliJ la ce/k: "l, eentencte de 19 de »cvlembre: de 19: 9,
párr. 74. pég 25. I

"

45 El Comisario Espésltc explicó que pidió la presencia dél transporte colectivo particular de le [ínee 1, 1,
presumiendo que podrfan haber muchos ceterucos. Véase decisión d~l JU4:gado Nacional de la IM1:rUCéión Criminal, de fe: a
20 de marzo de 1992, folio 1602, ' :

!O véaee decíslon del Juzgado Nacional de la Instrucción Crlmlnal¡ de téche 20 de marzo de 1992, dondé se se~ la
ClUB el ave-comteenc Alberto Caeer MuiñQJ: expreso textualmente ~Ué se tr'at~b~ de una "celda dastíf'l$l;óa a m~nores'~ al
refenree e la sala de menores donde se encontraba Watter Bulaclo. 'Al¡lf mismo, el joven Jorge César C$~ql.,le1: declaró el e! e
maya de 1991 por ante el Juzgado de Instrucción, señalando que al j¡'\sres~1f a la secolona! policial, 1;0(10$ lOS!: detenté s
fueron obligados a ponerse las manos en la nuca¡ qua $é~ar~ron prtmeremerrte a los mayores y luego se enceraercn de iI S
m@Moras! .a (¡!,.llenes pesaron a un recinto que un polk:flil denominó -oetebozo de manares". !

51 Los menores que cermenecteron en dicha celda fueron 10$ siguientes: Jorge César Casquet, Jorge AntQ~ io
Martrnez (al "Klko", Eric Fernando Tunanskv, Leonardo Gebrlel Sema (a) "Leo", Nicolás Cesara (al "Nlcc", Nazareno Carne o,
Gabriel Vldel (a) "Betu", Raúl Francisco Dle!:p,Je<l: Mlguene y wener aurecto. Véase daolsi6r'J dél Juzgado Nectona¡ de! la
Instrucción Criminal, de fecha 20 dé marzo de 1992. i

I
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Comisaria N° 35 donde alojaron a Walter Bulacio y a los demás menores fueron
constatadas por el tribunal instructor, el cual dejó expresa constancia de las condiciof es
señaladas. Por estas razones. el Fiscal en lo Criminal N° 16 que intervino en el c' so
expresó en su escrito del 21 de febrero de 1992, lo siguiente:

Las detenciones de los menores¡ aunque transitorias y a la espera de que los padres concurran
a buscarlos se lleva. cabo en Secoionalse -vsr fotos de fs, 3241329- que quizás no han
contemplado desde su constitución la exlstancla de espacios preparados para esta$
eventualidades. I
113. En el presente caso, a pesar de que el operativo policial fue programadO¡nO

se tomaron las previsiones necesarias para evitar la detención de menores de edad en ~as

condiciones antes señaladas. Las condiciones de detención en que se encontraba Wa ter
Bulacio. en razón del hacinamiento de los ocho menores en una celda clararne te
inadecuada y pequeña, representan una violación al derecho a la integridad fisica de Ilos
menores establecido en el artículo 5(1) de la Convenoión Americana. I l·

114. Asimismo, como ya se ha señalado, a los familiares del joven Walter Bul cio
no se les notificó la detención, por lo que el menor permaneció sin contacto con sus pa es
durante el tiempo que estuvo detenido en la Comisaria y durante las primeras horas ue
pasó en el hospital con custodia policial hasta que sus familiares fueron a vlsítarlo. or
esta sola circunstancia se puede inferir que durante esas horas atravesó por una sltua ón
de sufrimiento psicolóqlco y moral. En el ceso Suárez Rasero, la Corte tnterametlcana ha
señalado que en los eventos en los cuales la privación de la libertad es legitima i "el
aislamiento del mundo exterior produce en cualquier persona sufrimientos moralel y
perturbaciones psfquicas, la coloca en una situación de particular vulnerabllldao y
acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en las cárceles", 52 En el caso de ! na
persona ilegalmente detenida, ésta "se encuentra en una situación agravada! de
vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se vulneren otros derechos) comí el
derecho a la integridad ffsica y a ser tratada con dignidad".53

115. Surge de los testimonios de personas que presenciaron los hachos el
contexto de alto grado de violencia mostrado por las autoridades policiales' cuan do
efectuaron las detenciones y mientras las 73 personas estuvieron en la Comisaria. Vai los
detenidos fueron golpeados, abofeteados y vejados verbalmente por los agentes polici' les
la nao he del 19 de abril de 1991. Más de 16 personas que fueron detenidas esa mcch r o
que presenciaron los hechos, declararon ante el Tribunal de Instrucción que cenoc« la
presente causa en Argentina, que fueron sometidos a maltratos físicOS y morales. 64

52 Corte lOH, caso Suérez sosero. S~nt$nda del 12 de novíérnbre de 1997. Serie e No. 35, párr< 90 y aso
V17/1ag1'8n More/es tceso de IQ:¡. "Nlños de la calle"), aentenctc del 19 de noviembre de 1999, pan. 164, p~a· 4:3.

ee CQrl;e lOH, caso L08YZ8 Temeva. Sentencia de 11 de septiembre de 1S97. Seria e N° 33, párr\ 57 y eso
VlIlJagrsn Mor8/es (C(1$C de los "Niños de /a calle "t. ¡¡¡entanda de 19 de NOViembre de 1999, párr. 166/ pég 43.

&4 Entre esas perecnee sé encontraban las l¡¡ligl"Jlentes: José Antonio Martfné:!:, qulen entre otras cceasj dectar QUe
fu€! amenazado, Qolpa.ado en la espalda y 1$ cortaren un mechón de pélo (fojas 175/177); JOfge César cesquet, gl,llen d ·laró
qUé un joven bortacbc fue golpéado por la ocücre y o,LJé su hermane Zulrtia fue golpeada (rojee 1', 172..174); Zulme er tina
Cas(¡I,lElt, quIen declaró que fue tirada al suelo y golp$$da en el colectivo que los transportabe (fojas 296 ..2:97); Nii 01$5
Cesare declar6 que a un amigo que ee anccntteba ebrio le pegaron en la cebeae y (In los testfcutoa (fojas. 336~3.37i; Na' afeo
cemeuo. quien afirmó que dentro del ccléctlvo donde los transportaban algunos ccucree pegaban con p~IQ!¡. y que ta ' blén
observó Que le psgaron a una persone en le Secclona! policial (foja$ 380·361); Leonardo Gabriel Sena, quien observó e ndo
un poucre aplicaba trompadas en el estómago a un joven en el érnrñbus cuando eran conducldcs a la Comisaria (fojas: 07·

(,..con nuai
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116. La Comisión considera que todas estas declaraciones constituyen pruej as
que ponen de manifiesto el uso excesivo de la fuerza por los funcionarios policiales en 'S"
ocasión y crearon una situación amenazadora de ser objeto de maltratos y torturas] es
decir, una conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención. La Corte Interameri 'na
ha señalado que "crear una situación arnenaaadora o amenazar a un Individuo pon
torturarlo puede constituir, en algunas clrcunstancias. ,,1 menos, tratamiento inhumano"lss
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508 Y 1,180); f!\osa\ba Carmen Pachaco, qUIén observé que I/a!gunos chicos fueron golpeados" {fOjClS 622);1 G<!lbrie. Vida!;
ql,llQn escuchó que un policía le dijo ti un joven "que le iba a romper la cara" y que ante los deeatros del [oven, el ¡J, iefa le
aplicó dos o tres bastonazos, Igu8lmsnte eX¡;¡tM6 que allr al baño de 11':' Comisaría, escuché cuando un. policfe olio "Dé IQ, e~
muy joven para ccqáraeto" (fojas 5íS$~570h Erice Fern~ndo Turlanskv, quien afirmó qué vio golpear a ióvenes en corrí' as po' ,
po1io.(as unlfcrrnadoe y de la gl,.látdla de infenterfa Hojas 5SS~593); Sergio Adrlén Hua, quíen declaró que fueron golpe' os e ,
el colectivo y qué a un joven un s¡;¡rgento le spftcó una pallaa [fojas 868-859>: crtstten Leonardo cunete. cutenuecter que I~
aplicaron una cachetada dentro del cctectivc (fola Se:3}; Federico Julián RI~hett¡, quien observé cuartee le a j¡;:aba~
cachetadas ¡ji un joven que se encontraba en los, asientos delenterca del colectivo (fojas 8$11.892); Arlal GU,.stavú , rbanc
reaflrmé que aplicaron cachetedae a un joven {foja 8~4¡1 Adrián Sergio Ld~OCQe, quien expresó háber reclbl o do
"cacbetaaos" mientras eré conducido a la Sáccione.l poltcíal, Jugar donde lo volvieron e ebofeteer nuevamente (foj' 916);
Carlos Darfo lmpeüiazeri, quien expresé haber sido eublee por la fuerza a un cclectlvc V allí haber eídc golpead9 en la ' aceza
observando que tamblán fueron golpeados un joven y dos chiGG& más que en la eeccional le propinaron una fpallza n un
toalla siendo etendidc por el CIPEC el díd sábado 20 ti las 9:30 horas Itojaa 1.098·1 ,O$$}; Guillermo Hugo Blanc qoia
dectaré que a su amigo lmpel\izzari lo golpéaron en la calle y ett la secctcne! y observé cuando golpeaban etun jov' en
celecttvo. Que a I,lri Joven qua fuera golpeado lo sacaron del calabozo a las 2::30 horas (fojas 1.134·1 ,13'S).;: !

ee Corte IOH, caso Vill/agfan Morales (Caso de los "Niños de {;;¡ calle"), Sentencia de , 9 de novieMbre d 199
párr. 165, pág. 43. j

. :, I

$1'> El joven Jorge Cesar Caaquet rindió decíerecrcn ent.!l el tribunal de la causa prlnojpal al6 de roevoue 19

1;7 Véase ec dectarectón por ente el Ju:tgado Nacional de la Capital, del 25 de abril de 1ge5.

117. Aún más, la Comisión considera que existen pruebas suficientes de qu 1"
integridad personal del joven Walter Bulacio fue vulnerada y de que fue sometid a
torturas. En la primera autopsia realizada por el Cuerpo Médico Forense en el mes de evo
de 1991 sobre el cuerpo de Walter Bulacio se determinó la existencia de múlti' les
excoriaciones que ocupan un área de 9x4 cm en cara posterior de pierna derec a y

equimosis de 3x2 cm en planta del pie derecho. • I :', i '¡'!i
118. Las circunstancias descritas se corroboran con la versión suministrada p; r el l'

joven Jorge César Casquet, quien permaneció en la celda junto a Walter Bulacic, cut neo
afirmó que el 20 de abril de 1991, aproximadamente a las 10: 15 horas de la mañana, rató
de subirle la campera a Walter Bulacio para dejarle libre el abdomen y "advirtió dosl
moretones alargados, de unos cuatro o cinco centfrnetros en el lado derecho del vientr '.56 !

119. Los médicos que atendieron al [oven Walter Bulacio también rnanifest ron
que tenía lesionas en el cuerpo. El Dr. Alberto Luis Terdivo, médico del HospltalMun] ipal
Plrovano, quien atendió al joven Walter Bulaclo en horas del mediodía del 20 de ab I de
1991, diagnosticó "coma profundo, secundario a un traumatismo encéfalo cranbano' con'
"golpes faciales", refiriendo además que el "paciente tenia los labio'> hinchados, , rno
suelen verse luego de recibir un impacto":7 todo lo cual quedó registrado en ~I Iib de
guardia de dicho hospital. El mismo testigo refirió que la madre del Joven Walter B
manifestó que "a su hijo lo habían golpeado", ,
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120. En horas de la tarde del mismo 20 de abril de 1991, el Dr. Fabián Vít 'lo,
quien se desempeñaba como médico neuroclrujano el sábado 20 de abril de 19·1,
manifestó en su declaración de fecha 5 de junio de 1995 ante las autoridades judiciaes
argentinas, que si bien no encontró señales de traumatismos severos en el cuerpo ~e
Walter Bulaclo, éste le manifestó que había Sido golpeado en el cuerpo.5S

121. Los familiares de la víctima también. manifestaron que el joven Walter Bula lo
tenia lesiones producto de golpes. Por su parte, la señora Graciela Rosa Scavone, rna re
de Walter Bulacio, declaró que aproximadamente a las 23:00 horas del 20 de abril de
1991, se dirigió con el padre de su hijo al Hospital Pirovano, donde consiguieron ve a
Walter Bulaclo con custodia policial. La misma testigo observó que tenía el labio superar
hinchado con restos de sangre, un hematoma en el ojo izquierdo y un moretón en su
rostro, producto de golpes.59

122. Igualmente, el señor Carlos Mario seavcne. tío de Walter Bulacio, afirmó
el Dr. Tardlvo le preguntó si su sobrino Walter· Bulecio hebra sido golpeado, p'
presentaba un ojo amoratado y sangre seca en sus labios. Igualmente declaró que n
moretones en la planta de los pies de Walter Bulacio.M Más aún, el señor Fabián Sil
quien ejercía funciones como oficial de la policía eh la Comisaria N° 35 durante la noche n
que ocurrieron los hechos, declaró ante el tribunal de la causa que había presenclado: el
castigo ffsico impuesto por el Comisario Miguel Angel Espósrto a Walter 8u18clo.61

123. La Corte lnterarnerlcana ha establecido que toda persona privada de , u. ,
libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su C1lgnidi d
personal y el Estado debe garantizarle el derecho El la vida y a la integridad personal, de i al
suerte que "el Estado, como responsable de los establecimientos de detención, es, el
garante de estos derechos de los detenidos" .B2 i Igualmente, la Comisión Interemerica a
sostuvo recientemente que el acto de reclusión implica "un compromiso específico, y
material de proteger la dignidad humana del recluso mientras esté bajo su custodla; lo e
incluye su protección frente El las posibles circunstancias que puedan poner en peligro u
vida, salud e integridad personal, entre otros cerechos"." .

~H Véase su decleraclón por ante ~l jl,.lz!3~do Na<:lonal de la CapItal, del 5 de junio de 1995.

es Vé¡¡¡se su declaración rendida por ante el Juzgado de lnstrucclén. dél 12 de junio de 19S1,

M Véase declaración rendida por ante al Jl,Jzgq¡:do de Inetruccién, del 31 de mayo de 1991,

el el Juzgado de Menores N° 4 citó a declarar a Pablen Sliwa, ex-ofioial que hebfe presenciado, s6g6n dijo ante s
rnectos de oomunícaci6n social, el cesñoo. Heleo impuesto por Si Comisario Miguel Angel éepoelto a Walter Buteclc. n
noviembre y didambl'$ dl1l 1995, el Juzgado de Menores N° 4 ordenó algunas medidas para confirmar la versión ~éJ téS~ ()

allwe, tates como pericia caligráflca y oecteractcnes testimoniales, que ccnürmarcn que Sliwa estaba en I¡¡I: Ccmlsarta N" 3 . ef
19 de abril de 1991 en la madrugada. El"! febrero dé 1996, ercenc carece entre Sljw~ y IJ.lgl,lnos ex-pollcias que confirma' n
que "51iW8 vlo alO'o esa noche y no eebfe ai callar para siempre o derwncterto'', V que hizo consultas sobre estas dudas var¡ s
años antes de pressnti!!¡,rse ante la Jueza lVer declerectén del Dr. A,!tonlo Brunet, folios 2081 y 2082 dElI expedl,ente dé la
causa prlnoipel] , No obstante, en marzo de 1996, el Juzgado de Menare, N° 4 ecbresevó provisionalmente por IQl¡I:) deütcs] e
lesiones, tormento y muerte de Walter Butaclo. considerando e¡ue 91 tas'tlmonio dé Slíwa reeultabe endeble a cecea de ' a
condena en otra causa penal.

ea Corte IDH, caso Né:lraAlegria y er-es. eentencla del 1$ dEÍ enero de 1$$6, Serie e No 20 (1995), párr. 60.

ea Comlslón IbH, Informe Ntl 41/99, del 11)de eesrlembre de 1995, pérr. 135.
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124. Este criterio fue sustentado recientemente por la Corte Europea de Derec 'os

Humanos en el caso Selmouni v. Frence. En esa oportunidad la Corte Europea sostuvo 'ue
"cuando un individuo está bajo custodia policial' en buena alud pero se constata que .ha
sido lesionado al momento de liberarse, le corresponde al Estado proveer una explica Ión
razonable sobre las causas de dichas lesiones. y··si no lo habe surge una clara vlolacló ' al
artfculo 3 de la Convención"."4 En otra ocasión, .la Corte EUf,I.opea afirm6 que el Estado ~.•.'. ra
responsable de toda persona en detenci6n que. esté en po er de sus agentes, y po ' lo
tanto, que sobre él recae la carga de presentar prueb 5 que pongan en duda :Ias
afirmaciones de malos tratos por un detenido que haya sido lesionado estando ¡en
custcdta." i

I

125, En el presente caso, el [oven Walter Bulacio se encontraba en buen estad ;de
salud al momento de su detención, el 19 de abril de 1991, cuando asistló al estadio lub
Obras Sanitarias de la Nación para escuchar un recital ~e rnúsica.P" Asimismo, 'los
testimonios y pruebas arrteriorrnente señaladas demues~ran que Walter Bulacio . ue
sometido a maltrato ffslco y menosprecio de su dignid~d humana por parte de. los
funcionarios policiales durante su detención en I~ Comisarfa INO 35. El Estado no ha di do
otra explicación sobre el origen de las marcas y leSiOner que se constataron en los
exámenes médicos, o que dichas lesiones navan tenido un origen distinto al que señ. lan
las declaraciones de 105 testigos, y del análisis. exhaustivo del expediente no surge: na
conclusión contraria. La circunstancia de que se trataba dll un menor de edad revisté de
especial gravedad los hechos antes descritos, pues los niñds requieren de una proteci ión
especial, sobre todo, al encontrarse bajo el control y la cuatodle directa de la autor! ad
estatal, bajo cualquier circunstancia o motivo. :. . ~ i i

126. La Comisión solicita a la Corte, con base en 10 indicios y pruebas anallz' os
en este capítulo, que declare que el Estado Viol6 el der cho a la integridad i pers nal
establecido en el artículo 5(1} y (2) de la Convención Am rlcana en perjurcto de W: Iter
David Bulacio.

C. la responsabilidad del Estado porJa violación del derecho a la vida (artf ulo
41

!: , :
127. El Estado es responsable por la muerte de Wal er Bulaoio como ccnsecue

de las circunstancias y condiciones de la. privaci6nde su llb rtad y del uso injustificad'
la fuerza por parte de funcionarios policiales. En consecurncia, la Comisión SO:.liclta i.:

Corte que declare que el Estado de Argentinia violó el artículo 4 de la Conven'
Americana con base en los fundamentos que se exponen a contlnuación. :

p, 16.
~4 Corte Europea de Derechos Humanos, caso Sf;Jlmouni ~( Frsncs Soüclt d No. 25803-84, del 28 de i~liú de

cia

del
la

ión

l'
sss,

I
65 COfto EUropea da Derechos HUManos, Gasa Fllbitsoh \("s. Austrls. $éf, A No. aas. 4 de diciembre de 19S!5i párr,

31-40,

6(1 Véf decisión del Juez Neclonal en Jo Cdrnlnal de Instrl1'cc¡6n de la Cap tal t=r;¡déral de fecha 20 de maree de! 19S2
\;IQóda se señale Uolas 159$) que el Ccrnlsarlo MiSiva! Angel elj~6s¡to oecteré é 22 de abril de 1991 (a fajas 14/1, ¡ que
"ninguna d& las personas detenidas se hallaba descompoesra, no prs$él"ltaba le tones visibles, ni tampoco ré1irieron: ebsr
sido aQlpeadas. Con relación a Walter Bulacic agrega que s¡end~ la: meñene se sintió mal, S~ Ilernó al CIP~C y lue fue
internado", '
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128. El articulo 4(1) de la Convención Americana eSrablece:

Toda persona 'tiene derecho a que SO r.spete SU vida: ~ste de~eG~O estará proteqido por la !ey
y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadle puede ser privado de la vida ,

arbitrariamente, i I '
129. La Corte lnterarnerlcana. como fuera ;dicho, h<jl establecido que toda per ona

privada de su libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles co : su
dignidad personal y el Estado debe garantizarle el/derecho la la vida, de tal suerte qu' el
Estado, como responsable de los establecimientos de deten9ión, es el garante de la vid, de
los deten~dos:" ~guBlmente, la Co~isi6nlnte,ramer~cana .sosfuVO recientem:nt~ que el ,.,.cto
de reclusión Implica "un compromiso especifico y materlal ~e proteger la dignidad hu ana
del recluso mientras esté bajo su custodia, io que incluye su protección frente a' las
posibles circunstancias que puedan poner en ¡¡elisro su vida, salud e integridad Ipers •nal, .1'.1

entre otros derecbes"." En su Informe 28/96,"" la comisilón estableció que cuando, J~a!,1
persona $? halla bajo custodia, sin la pos.ibilidad d~ acudir a sus allega,dos, ~ un a.~oga.: O o .Ii

a un médico particular, el Estado ejerce control completo obre su Vida e integridad,' En
estas circunstancias las omisiones del Estado v¡ol~n su d~ber de garantizar la salud ¡ la.
vida del detenido."? ¡l' ! '

130. Asimismo, el artículo 6 de::la conve~ción sob e los Derechos del ~iño d' las

Naciones Unidas establece que "los Estados pa.rte~. reconoc[len que todo niño tien.•...e der".,.., ChO •.•...•.
intrínseco a la vida" (ordinal 1) Y que "garantizarán en la máxima medida poslb la
supervivencia y el desarrollo del niño" (ordinal 2), l " ,

.: : i

131. El Estado es responsable! por la muerte d I joven Walter Buli!jcio ' mo
consecuencia de las circunstancias y condiclones ¡de la pri~ación de su libertad: y de' uso'
injustificado de la fuerza por parte dé funcionarios potibiales. El Es'tado se limi ó al'
argumentar de manera genérica que' los hechos alegEldos por los peticionario I no
caracterizaban violaciones a la Convención y qué debía ~perarse a que las autor! desl
ludlctales argentinas tomaran una decisión defini~lva en e presente caso. El .Esta; no¡'
rechazó los alegatos de los peticlonarios de manera espe rflca, por lo que se' presé men
como verdaderos los hechos sobre los cuales guardó silencio, siempre que de las pr bas:
existentes se puedan inferir conclusiones conslstentes sobr los mismos. ¡

,
132. Con relación a la valoración de la prueba ap rtada, la Comisión soücit

Corte que tenga especialmente en cuenta la naturaleza e la obligación del 'Esta I de¡'
garantizar la vida de la persona detenida ilegalmente. Por ello, una vez que . ha
acreditado que la víctima murió en custodia o que ¡su muer

X
puede guardar un nexo e usal!

con las circunstancias y hechos ocurridos durante la dete ción, le corresponde! al E' tadO!
desvirtuar esa relación de causalidad, Para haoedi' el Est do debe probar que la caul a dj

" Corté IDH, o.." Neir. Alegria y otros, sont•ncte del 19 d~ enero de ,1 55, Serie e No 20 l' 555), P~rr, 50 I

"Comisión IOH, Informe Nó 41199, del 10 d~ septiembre ~e 1559, PI} 135, "l'.
ea Comtaíén lOH, Informé 26/S6, caso 11 ,;lS';, Guatemala, ~nfofrne At'I al de la CIDH, 1996.

7. Ver además, Informe 63/99, Caso 11,427 ,::V!cror Ro.",,'~ Congo, Eo edor, , ~ de abril de 1999, i

I
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la muerte le es absolutamente ajena. Esto es, que la muerte no obedece alias
circunstancias particulares de la detención o custodia, ni ~ 1" acción U omisión de sus
"gentes, ni a ningún otro factor causal que estuviera bajo su ¡controlo cuidado. I

133. L" Cornlsión soliclta a 1" Corte que a la luz ~e estos principios, evalúe i las
pruebas presentadas para determinar que el E:stado violó el derecho a la vida de W 'Iter

¡
Bulacio.71

134. En primer lugar, la Comisión ha señalado que tiene por probado en f rm"
directa que el menor fue víctima de torturas mientras se ncontraba balo la custodia! dei
Estado. Luego de haber sido torturado, y estando aún en custodia, se descomp ¡so,
vomitó y luego fue llevado a un Hospital al que ingresó n coma. De ese HOSPitallfue
trasladado con custodia a una Clínica en la que falleció. De modo que fue estend en
~~~~t~~ y luego de haber sido torturado, que comenzó el proceso que concluv,ó co, ,.fu 11

111

135. Las declaraciones del médico de guardia del Hospital Pirovano. Dr. Al, arto
Luis Tardivo, indican que el joven Walter Bulacio ingresó el aomingo 21 de abril de 19 1 al
centro hospitalario en coma superficial, presentendo ademés dificultades de movimie tos.
una tumefacción en el labio superior como en el inferior (labiOS hinchados), come s len
verse luego de recibir un impacto. Como ya fuera dio o, su diagnóstico fue" ma
profundo, secundario a un traumatismo encéfalo craneano" 72 Sin embargo, el dlaqnó tlco
de "traumatismo encéfalo craneano" fue controvertido pos erlorrnente por otros exám
médicos que se realizaran mientras Walter Bulacio se enCOJltraba en el Hospital, y des
de su muerte.

I I

136. En efecto, el examen producido estando en vida Walter Bulacio ¡por
Alberto María Rodríquez' Glrault del día 22 de abril de 199 • liega a conclusiones sim
a las del legista Dr. Cristian Gustavo Quijano Ouesala, qué se estaría en presencia
factible defecto vascular congénito de tipo aneurlsmátlco bue se habfa "efracclcnad
que originó una colección hemática cerebral. í

!
137. Por otra parte, según la autopsia practicada or el Cuerpo Médico F.·.• oren.' e del

la Justicie Nacional el 26 de abril de 1991, la muert del joven Walter Bulacíe fue
producida por "hemorragia cerebral espontánea no trau ática, bronconeumonía". 1 omo¡
consecuencia de un "paro cardiorresplretorlc". las consid raciones médico legales se, alajn
que "dadas las ceractertstlcas topográficas del hematoma escrlpto a nivel del parén I lrn
cerebral y la ausencia de lesiones traumáticas e nivel d la aponeurosis eplcranea a •
huesos del cráneo consideramos que la etioloqja de la mis a seria no traumática"."

"tcorte IOH, caso Vt'lllagran Mofales (Caso ae toe "Nirlos dé la calleH), antencle dé 19 ce neviembrelde 19 ,párr '
68. pog. 24.

72 Ver declereclón rendida ante el nlbl.msl Instructor.

n Ver Informe médico en los tctlcs 43/4e dal expediente de la causa [u lcíat.

36
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138. Las declaraciones de los médicos forenses Ores. Risso y Crescentl.?" cu tro
días después de la muerte de Walter Bulacío, señalan que la misma fue producida aor
hemorragia cerebral espontánea no traumática. Una segunda autopsia fue practicada el 113
de mayo de 1991 y de ella se deduce que era portador de una patología vascular.?" El ' r.
Cristian Gustavo Ouijano Ouesata, refirió ante el tribunal que del estudio de las prue 'as
efectuadas puede concluirse que la lesión que padeciera fue de adentro hacia atu ira,
hallándose indemnes los tejidos periféricos, por lo cual todo ello correspondería a la rot ra
de un aneurisma'?"

139, La pericia oficial del Dr. Ariel Garata, designado de la lista de peritos d la
Cámara de Apelaciones por el Juez Federal Civil, Dr. José Luis Trasguerras , afirma qu . el
cuadro de miedo, angustia y temor que vivió el joven Walter 8ulacio, por ser la prim' ra
detención de su vida, y una situación de alto voltaje traumático, produjo el ploo jde
aumento de la tensión arterial que rompió el angioma -malformación artertovenose ( 'te
medico sostiene que fue un angioma y no un aneurisma) y que sin ese estimulo mi¡, hubrtl
ocurrido la muerte,"

140. En tal sentido, si bien existen estudios médicos que establecen como ca' sa
inmediata de la muerte la hemorragia cerebral no traumática, producto de una patolc fa
vascular preexistente, otro informe médico ha puntualizado que ese accidente i cere' ro
vascular pudo haber sido causado a su vez por las profundas repercusiones de, las
condiciones negativas a las cuales fue sometida la víctima durante la detención. . ue
influyeron en su estado psíqulcc y moral. 78 De tal modo, a la luz de esta opinión cientlf a,
tanto las torturas como las condiciones de detención a la que fue sometida la! víotll a,
pudieron tener un razonable nexo causal con la muerte, al contribuir en la producción' del
accidente cerebro-vascular que actuó como su causa inmediata. Por ello, la muerte di la
víctima no puede ser de ninguna manera desvinculada de los setos de los agentes: del
Estado.

141. La Comisión también desea notar a la Corte que el joven Walter Bul clo
ingresó en la Comisarla sin signos evidentes de deterioro en su salud. Al dla sigL)ientej es
decir, el 20 de abril de 1991, salió en una ambulancia a un hospital donde tallebió ci! co
dlas después de su detención, es decir, el 26 de abril de 1991. Por otra parte, la Corrú ión
toma en consideración que el joven Walter Bulacio no fue sometido a un examen ¡fnédlq al
momento de ingresar a la ComisarIa. También ha quedado demostrado que Walt~r Bul cio
se sintió mal en horas de la mañana del dla 20 de abril y no fue sino hasta las horas: del
rnedlo dla que fue trasladado en una ambulancia al hospital para que recibiera i aten' Ión

I

74 Ver touos 43/46 del expediente de la causa judicial,

75 Ver Informe méctlcc $1"1 los folios 677/583 del expsdlente.

70 Ver tollo 790 del excecaeoea.

77 El médico concluya Que exie.te "relación de caueauceo cronctóntca" por cuento las secuelas ectrctden en tí' meo
da evolución con la fecha del haono y "rell¡!ción de caus;;¡lidad topográfica" por cuanto coinciden anetémleernente "lee
lesiones descriptas con las secuelas enccntracíee".

78 Ver Informe del perito de oficio de la ceusa civil en la cual se concrcve que "la muerte da Walte'r habrf sido
causada en eJ9~1l'¡ factor psfculco, producto del stress o mleeíe". : Es decir, esta pericia médica exptlce el acc¡d~nte ce rbro~
veseular como caueedo (o al menos concaueecol por el miedo, stress, subida dé presión y otros factores enoéqancs.
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médica. La Comisión considera que las autoridades policiales no actuaron con la dílige lcia
debida para prestarle atención médica y salvaguardar la salud y la vida del joven tallacld .

142. La Comisión desea llamar la ateno ión de la Corte sobre la concurrencia, de
diversos elementos o factores atrlbulbles al Estado, tales como las clrcunstanolas en qu ' se
efectuó la detención: la omisión de avisar a sus padres y de poner el hecho ien
conocirnlento de un juez (ver ut supra párrafos relativos al derecho a la libertad y seguri: ad
personen: los maltratos y torturas que sufrió; las condiciones en que estuvo dl;!tenido;¡ así
como una situación de alta violencia psicológica y moral que se vivió esa noche (ve: ut
supra párrafos relativos al derecho a la integridad personal), pudo haber produ lido
ansiedad, angustia, temor y stress en el joven,que desencadenó la respuesta física q ~ le
produjo la muerte. El hecho de que las autoridades policiales desconocieran los presu ,tos
defectos fraieos que contribuyeron a dicha muerte, no obsta a la responsabilidad que t lene
el Estado por el resultado de sus acciones y omisiones. En consecuencia, la ·Comi 16n
considera que el Estado no ha logradO probar que la muerte de la vlctirna obedeciera a' una 11"

cauaa que le es absolutamente ajena. : I
143. En consecuencia, el Estado, al privar de libertad al joven Walter Bulacic se 1

colocó en una posición especial de garante de su vida e integridad física, pues lp aisl'de ¡
su entorno natural, familiar y social, y dlsmlnuvó sus posibilidades de protección. ¡Las I
circunstanclas de esta detención arbitraria, junto a la violación de su derecho, la 1
integridad personal, con los maltratos y torturas que le fueran infligidos duranti su I
detención, determinan la responsabilidad del Estado por la muerte de Walter Bulacio. i po'¡!
ello, la Comisión solioita a la Corte que declare que el Estado violó el derecho: a la! ida
establecido enel artlculo 4 de la Convención Americana. ' : :

¡ .

D. La ~esponsabilidad del Estado por 1" vloleclón de los derechos de! los liñOs/
(articulo 191 '1

i i

144. La Comisión ha demostrado que el Estado violó los derechos establecíd s enl'
105 artículos 4, 5 Y 7 de la Convención en perjuicio del joven Walter Bulacio cons'ldera lOS a
la luz del derecho a "medidas de protección que su condici6n de menor requlere t por i arte]
del Estado según la disposición general definida en el artículo 19 del mismo instrurnl nto.
Esta norma debe interpretarse a la luz de otros instrumentos Internacionales de prots ción
de los nlños que han servido pare precisar su contenido y alcance. En este ccntex« r "el
Interés superior del niño" propugnado en la Convención de los Derechos del Niño: s el:
principio orientador para la interpretación y apllcación de las "medidas de protección] que)
la condición de menor req uíere y de las demás garantias establecidas en la Conve. ciól1
Americana que les protegen. :

! I

! ,
145. En el curso del análisis que antecede, ha quedado demostrado que el E tadc

no ha brindado dicha protección especial al Joven Walter Bulacio al haberle d,ateni I o d~
manera ilegal, al no haber notificado inmediatamente a sus padres sobre la detenclén.] 1 nc
haber elevado las actuaciones a un juez de menores a los fines de que conslder . a sJ
libertad inmediata y al no haberle provefdo de atención médica inmediata una .v. ez d e s~.•
descompuso a las 6:00 horas de la mañana del día 20 de abril de 1991. Por ¡los h cho+
antes mencionados, la Comisión solicita a la Corte que declare que el Estado vil ló ell
articulo 19 de la Convención. ' !
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E. La responsabilidad del Estado por la vlclaclén del derecho a las garan 'ías
judiciales (artículo 8(1)) de la víctima y de los familiares de Walter D Ivid
Bulacio

79 Corte lOH. OJ.:linión Consultiva OCM9/S7 cets de octubre de 1987. Seri~ A NQ. 9, pérra. 27 y 2S.

50 Corte lPH, caso étske. Sentencia del 24 da enero de 1986, párrafos 96 y 97.

91 Corté !OH, caso Gel1/e Lacayo, Benténcla del 29 de' enero de 1997 f serte e No, 30, oárts, 17·81.

,SS

DESDE :16: 5101/24/01

146. Desde 1991, año en que ocurríeron los hechos, no existe I un
pronunciamiento firme por parte de les autoridades judlciales sobre los he, os
investigados. Esta demora es injustificada y por ello configura una violaci6n del artf :ulo
8(1) de la Convención Americana, Durante el proceso han habido retrasos imputables !las
autoridades judiciales, en asuntos poco complejos y también debido a la conducta dila' ría
de la defensa. La causa ha estado paralizada sin que se haya resuelto el "incidente de alta
de jurisdicción", el cual no es complejo ni dificultoso. Asimismo, desde el mes de m' rzo
de 1996, no se ha producido ningón avance. para esclarecer las circunstanclas del los l'

hechos denunciados. La Comisión solicita a la Corte que declare que el Estado ha vid <ido i¡.!1

el artículo 8(1) de la Convención tomando en conaideración los siguientes argumentos. .

147. Las garantfas judiciales establecidas en el artículo 8(1) de la Conve ' Ión I
Americana, llamadas también por la Corte lnteramerlcana "debido proceso. lega' o i
"derecho de defensa procesal", consisten en el derecho de toda persona a ser ofda ca' lasl
debidas garantfas y "dentro de un plazo razonable" por un juez o tribunal compet' nte, !
Independiente e imparcial, en la tramitación de cualquier acusación penal.'s Con 'relacl n ai:
este derecho, la Corte tnteramerlcana ha interpretado que los familiares de la vi' írna I '
también tienen derecho a las garantías judiciales.so En el presente caso, los padrd l;Ieli ..•.:
Walter Bulacio se constituyeron en parte querellante en el proceso que investio la)
detención y muerte de su hijo. . ,j'

! • Ti
148. El Estado violó el articulo 8 de la Convención Americana, por ouan~ hal'

habido una demora injustificada para decidir sobre las responsabilidades en los h ' hos:1
narrados en la denuncia. Igualmente, durante el proceso penal ha nabldo ret, SOSi!
imputable» a las autoridades judiciales en asuntos poco ccmplejcs y también debid . a lal :
conducta dilatoria de la defensa, ; i I!

149, La Comisión nota que la causa penal se inició el 23 de abril de 1~91 El¡te Ji
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de lnsrrucclón de Menores N° 9, perol 1
las. a,utoridades judiciales argentinas, hast~ 1", fecha, aún no han tomado una de: iSl611
definitiva en un lapso que sobrepasa los 9 anos. , ! ¡;

150. Con relación a la razonabilidad del plazo, la Comisión considerl qud éstJ!
debe determinarse de acuerdo a las clrcunetenclas de cada caso. Por ello, le Co' iSió~ I
analizó brevemente los tres criterios establecidos por la Corte lnteramerlcana de Der ehos '
Humanos para apreciar la razonabilidad del plazo, a saber: la complejidad dbl ca' o, 14 1.'
conducta de los querellantes y la conducta de las autoridades comoetentes.?' I 11

1
1

Ii
/'.1
i¡
i I, !

,
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a. La complejidad del caso

151. Desde el punto de vista jurldico-penel no se han presentado en la causa, ¡ni
mucho menos todavla debatido, cuestiones que puedan encerrar una gran complejid d
jurtdica, tales como el incidente de "falta de Jurisdicción". Con relaclón al número de
hechos y sujetos investigados, de ninguna manera' ello podrla ser útil para excusar Iel
retraso. En esta causa no sobrevino ninguna clrcunstancla excepcional que deterrnlnj ra
una situación de emergencia o una carga anormal de tareas para los órganos ,de

•• , • I
enjutctamtento, '

i
í

152. La Comisión considera que en la investigaoión penal que se adelantó p~ra
determinar las responsabilidades de este caso, no revistió ninguna complejidad especlej[de
naturaieza [urtdica que justifique el retardo de ."ás de 8 afias. Por una parte, la Comi, ión
considera que la presencia de numerosos testigos, no puede por sl mismo convertir el i SiO i elil,

en particularmente complejo."'

la conducta de los querellantesb. ,

,1 '¡ ...:
153. En cuanto al segundo elemento referido a la conducta procesal del los :1 :

afectados, no consta que los peticionarios hayan tenido una conducta incompatible col su ,1
carácter de acusadores ni entorpecido la tramitación, pues se ürnltaron a inte~pone 10s,1
medios legales de impugnación reconocidos por la legislación argentina. De ihech: ' el
Estado nada alegó sobre la conducta de los peticionarios durante el proceso. !

!

la conducta de las autoridades competenteso. ;"1'

I
154. La Comisión considera que solamente los retrasos imputables , las ,.1

autoridades judiciales y administrativas pueden justificar que se configure un r, ras<J/ !
procesal contrario al plazo razonable estabtecldo en el artículo 8 (1) de la Convención; 8irr
embargo, los Estados parte también son responsables por los retresos atribuidos a) tros
entes públicos que llevan a cabo funciones oficiales asignadas por la ley.

i i )

155. Han habido diversos retrasos en la tramitación de 1a causa impu~ables: a la
autoridades judiciales que serán analizados a continuación. La Comisión nota e
recurso de queja, para obtener la revocación del sobreseimiento de la causa por ¡el del to d
privación de la libertad fue decidido por la Corte Suprema de Justicia el 5 de abfil de i
catorce meses después de que fuera interpuesto. ¡Una vez que la Corte dictó la deci lóh
5 de abril de 1994, el traslado del expediente desde la corts hasta el Juzgado de M nore
N" 4, duró más de cinco meses, a pesar de que ambas sedes están ubicadas e'n el 'alaei
de Justicia, un a en el piso 4° y la otra en el pisoS Q •

DESDE16: 5101/24/01

. ,
156. Por otra parte, el Juzgado de Sentencia "W", el 2 de dlclembne de 199. 1

abrió el incidente por "falta de jurisdicción" que s~ declaró como una cuestión de de~ cnolY

" Corte Europea de Oorechos Humanes, sentenclacasc JOli y otros oel 10 de diciembre de 19Sk, se) A. n,¡U
eg. Pág. 59 Y ceso Guincho contra Portugal, sentencie. del 10 dé juliode 1984. 1

J I

!
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no de hecho. Este recurso fue rechazado el 26 de marzo de 1998 - después de 22 mes, s
de que fue solicitado por la defensa y fue elevado: a la Cémara de Apelaciones en lo
Criminal y Correccional para su consideración. A la fe~ha en que la Comisión presenta e ta
demanda, esta falio no era firme.]

¡

167. Desde diciembre de 1996 hasta marzo de 1998, la actividad desarrollada pr
al Juz9ado de Sentencia "w" consistió en el envio ide tres oficios dirigidos a la Poli;ra
Federal. Los dos primeros solicitaron informes aperea de cuestiones adrninlstratl as
vinculadas al Memorándum N° 40 Y a las tacuttedes reglamentarias de los cornlsari 's,
mientras que el tercero tuvo por objeto agregar los cónvenlos celebrados en 1991 entr ¡el
Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires V la policía Federal a los fines de contr .ar
a esta última para que organice y controle el trénsitode vehículos en la ciudad.

I,
158. Aún más, la Comisión considera que eljhecho de que los retrasos se¡ deb ,a

la conducta de las partes en el proceso, no significa iH;r se que no puedan ser atribuido, 'al
Estado. En los sistemas legales en los cuales se aplica el principio que la iniciativa orce sal
corresponde a las partes, la conducta de éstas 110 absuelve a las autoridades judiciale ' de
la obligación de garantizar un proceso en un plazo ratonable que requiere el artículó SI1 de
la Convenclón.P" ! '

, '
r :I!

II
'1

,.,

i I159. La Comisión considera que las .excepcíones o defensas opuestas po' el
inculpado tampoco pueden ser considerados corno una justificación del retardo. .Entr i los ,
múltiples remedios contra el retardo procesal, s~ busca la supresión de inciden as, '
recursos V pruebas de simple fin dilatorio, sin o\jlidar las debidas garantías Judici' les.
Existe un Hmite en la supresión o dtsmlnuclén di! trámites, -recursos e lncldencll s
constituidos por aquellos imprescindibles para garantizar los debidos derechos de las p: es I
en un juicio. La Comisión considera que los Estadds tienen la obligación de orqanlzar' sus I
sistemas judiciales y procedirnlentos de tal m$nera que puedan cumplir con 1 sus l'

obligaciones, incluso la de decidir los casos en un plazo razonable!' ,
I ,

160. Dadas las circunstancias particulares'! del presente caso, los retrasos tes li
descritos en la tramitación de la causa no son justificables. Asimismo, desde el: mo nto!
de la denuncia de las lesiones de Walter Bulacio aht~ la autoridad judicial, en el mes eli mes,'
de abril de 1991 hasta la presente fecha, han pasa~o más de nueve años lo que bons~ UVe¡ I
un plazo excesivamente largo sin que se haya obte1.ido una decisión definitiva. ¡ I Id

1" ,1; .: I

161. Tomando en consideración los tres factores relativos a la complejidad i El I~¡
causa, la conducta del querellante y la conductade las autoridades judiciales, 'los q ale:l,1
han sido apreciados de manera conjunta, la Com¡~i6n considera que el plazo de m s d'1:
nueve años es excesivo y no se compadece con el interés social de una admlnistraci n d~ I
justicia razonablemente rápida y eficaz, y compatible con los derechos de las pa es

I
obtener un pronunciamiento en el cual se determinen las responsabilidades a que h biere,

" Cona Eu,opea de O.'ochos Humanos, e••o Pofitis sna•• v Gr••e•. semeeota del ae de tebrerc 19SJ, ,
eeoorts 19$$.1, p. 469, § $3. ·1 ,:1

!l4 Corte E:uropea de Derechos Humanos, ceso Phll{s,'contfá~I.Grer;:ja. in EUfopean Human Ri9hts Fte¡:lorts. (1 9Bl 2~.·.·
E.H.I'\.R. 371-490) April 1$98. eerr 4. Editor Peter Ouffy, o.e.e. 411, pare. 40. I

,.(
,q
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F.

"Comisl6n IOH, Caso 10.258. Mam}.1 Garele Franco, de! 16 do febrero de 1996. párr. 73. Infor~o An
Cornislén traeeemertcene de Derechos Humaocs 1997. pág. 576. 1;' .

42 I
r

lugar. En consecuencia, la Comisión solicita a la <:jorte que declare que el Estado .8

violado el articulo 8(1) de la Convenci6n Americana. ,
i

La responsabilidad del Estado por la vici!aciÓn del derecho a la tutela judlc ~I
efectiva (artículo 25) de la víctima V de ,Ips familiares de Walter DavId Sula 10

162. Eón el presente caso el Estado ha viola~o el derecho a la protección !udi ¡al
previsto en el articulo 25 de la Convención Amerl9"lna, porque después de 9 anos " a
habido denegación de justicia con motivo de :~ue ha sido imposible iograr .' n
pronunciamiento del Poder Judicial por falta de Inter~s y porque los investigadores fue pn
los propios investigados. La Comisión solícita a la Qorte que declare la violación de e :ta
norma en virtud de los fundamentos que se expreaana continuación. i

. ,163. El articulo 25 de la Convención Ameridlna establece que "toda persona ti ne
derecho a un recurso sencillo y rápido (... ) ante los j~ces o tribunales competentes, qu la
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales". Tanto la Comisión corn la
Corte han establecido que las víctimas y sus familiari;s tienen derecho a una investlqa 6n
judicial a cargo de un tribunal penal, para identificar tl quienes hayan perpetrado vlolaclo' es
de derechos humanos y, en consecuencia, sancionar¡lps. En el presente caso, los Tamili' es
de Walter Bulacio se constituyeron en parte quereuante en el proceso penai que se si: uíó
para determinar las responsabilidades por su detenclén, lesiones y muerte.

í'1
164. La Comisión observa que el 8 de m~ko de 1996 las autoridades [udic] les i

argentinas sobreseyeron provisionalmente con rela~ión al hecho de lesiones seguida del
muerte de Walter Bulaclo. En efecto, en marzo d~ 1996, el Juzgado de Menores . 4
sobreseyó provisionalmente por los delitos de le#ones, tormento y muerte de W: lter
Bulacio, considerando que el testimonio de SIiV>j~ resultaba endeble a causa de i na
condena en otra causa penal. Asimismo, con relac~n a la detención de Walter l3ulaci i

r la
autoridad judicial tampoco ha tomado una decisi6n definitiva. Actualmente el lcomil ario
Miguei Angel Espóslto se encuentra procesado j~~il::ialmente, con una orden de pr
preventiva, pero con excercelarnlerrto, por el delito !~e privación ilegal de libertad 'en e ' ntra
de setenta y tres personas desde el año 1994. ,1 .

165. Por otra parte, la Comisi6n oonsider~ que en el presente caso el ¡Estad ha
omitido "usar todos los medios a su dtsposlción pa~a realizar una investigación seria d las,
violaciones de derechos cometidas dentro de ¡~u jurisdicción para identifl',car . los]
responsables" .ss La Comisión considera que en ~ presente caso el Estado argenti hal
omitido brindar un recurso eficaz a la familia de "fi'alter Bulacio , de modo que esta eda
conocer toda la verdad sobre lo que le sucedió a ~? joven hijo, incluidas las circunst Cia~.
de su detención, maltrato ffsico y muerte, jrsf como el establecimiento d, la
reapcnaabllidades del caso. Por tanto, la Comlsí~ solicita El la Corte que declare e e
Estado violó el articulo 25 de la Convención Ameri ana.

I '
l de !¡
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67 Corte IDI-!, Ci!'SO vetésouez Rodrfguez, S8ntsnola,i~el 2.' d$ julio dé 19813, Corte IDH, par. 166,

ee tbtdem, párr: 177 V 184.

B~ Corté loH, caso vetézauez Ro(irfgvez, supra, -pá~<.; , Ó :

G.

WED 19:09 FAX

I
La responsabilidad del Estado por ;¡ violación al deber de respetar ~
garantizar los derechos previstos en la bnvención (artíoulo 1(1» ¡", ,

166. El artículo 1(1) de la Convención A~e tcana impone a los Estados partes Ira
obligación fundamental de respetar todos los der~eh s v libertades reconocidos en ella la
garanti¡ar su libre y pleno ejercicio a toda persó~a~e esté sujeta a su jurisdicción. or
ello, "todo menoscabo de esos derechos que PU,Ílid ' atribuirse, en el marco dei Dere o
Internacional, a la acción u omisión de cuatquíer 'toridad pública constrtuve Un a 'to
imputable al Estado, que asume responsablllda en los términos previstos en la
Convención" .'5 '

'1:·

167. El artículo 1{1¡ de la Convenclén' 'A Irieana no sólo impone a los Esta os
partes la obligación de respetar los derechos V¡tlb hades sino la de garantizar el libr i V
pleno ejercicio de los derechos reconocidos en~)Ia ~,toda persona sujeta a SU jUr1sdic,C, ',no '1'

En un ceso precedente la Corte lnteramericene de. erechos Humanos ha sldo etlfátic ijll !.Ii)

afirmarr:~::o consecuencia de esta obligación 10$ E.ta~O$ ., prevenir, investigar y sencionar li
toda violación de 10$ derecnos reconocldos por la ,:eo nclón Americana y procurar, además, li'
el restablecimiento, si es posible, del derecho coricul, o V, en su caso, la repar actón de üos : :,','"i

daños producidos por la violación de los derecho$ J1un; 05".El7 .,'

168. En cuanto al deber de investiga~ las, iolaclones de los derechos huma i 5 vi;:!
SU consecuente restablecimiento o reparaclón.ae n las circunstancias de! case, la 'orter'
lnteramerlcarta ha sostenido que aún cuando resul difíoll la investigación de tos he hos'l
ésta debe ser asumid" por el Estado como un: deb r jurfdico propio en el que partíctp de
manera coherente las autoridades públioas, con in ependencla de los cambios de go ' ernoi
en el transcurso del tiempo.·' : : ,i : I

169. En el presente caso, se ha demostr 'o que el Estado no ha cumplido n 1'1
dispuesto en el artículo 1 (1) ya que agentes d,eJ e , do argentino cometieron víolaclori S d1.
los derechos a la vida (arttculc 4), a la integ,H,da '/flsica [artículo 5), a la libertad pe

i
son91

(artículo 7), y los derechos de Walter David lacio que le corresponden .corno nif\f!
(articulo 19), Por otra parte, se ha determinado e el Estado violó el derecho a un ! ebide'
proceso (arttcute 81 y a los recursos iudletales ',ectivos [artfculo 26) en perjuiCiO! de IpI
vfctima Walter Bulacío y de su madre Gracielé S ' vcne de Bulacio. Por tanto, ,la Co isióri
scliclta a la Corte que declare que el Estado violó ~l artículo 1{1 ¡ de la Convención. li

VIII, RESPALDO PROBATORIO , ' i!
170. El material probatorio que labo Ión pone a disposiclón de la Ho! oraJli

Corte, se encuentra corno anexo a la prese~te , manda. La Comisión presenta a 1, cor~e
lrrteramerlcana los elementos de juicio que! fu' ameritan y demuestran clarame te 1 s
hechos y el derecho en que se sustenta la piase '. e demanda. : 1: I,1'

ti
I
I
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PETICiÓNIX.

A,
B.
C.
D.

) [
l.

171 . El anexo probatorio está compuestd de:
! ¡. ,
! :

Prueba documental. : '
Prueba testimonial. . i i .•
Expertos que la Comisión presenta la la Corte.
Peritos que la Comisión presenta a ila Corte., .

I i .

172. Al respecto, la Comisión solicita a ¡..l Honorable Corte:
I i, ,

1. Que se establezca una excepci6n lal articulo 45 del Reglamento de la Co e,
eximiendo al denunciante original de cubrir con! lbs gastos de la prueba pericial propue i ta
por ser responsabilidad exclusiva dei Estado la v¡cllaci6n del articula 4 de la convenoión; i

. ! i
2. La Comisión se reserva el dered~o de excluir ia intervenci6n del 'alg\.J os I

testigos Y de los peritos en cualquier estado dell¡iroceso. 'I! . .
173. Finalmente, la Comisión solicita q~e I~ Corte declare el derecho d~ res. va

para ampliar la prueba ofreCIda, si así lo exige I!eí defensa de los derechos de los f<lmili' res

de Walter David Bulacio durante el presente procbso. . 1,I '
! ' ' : I

174. El material probatorio que la CoMisióh pone a dlsposlción de la Hlonor, ble
Corte, se encuentra como anexo a la presente! demanda, La Comisión presenta ~ la q rte
Interamericana los elementos de juioio que f:ulndamentan y demuestran claramente' los

hechos Y el derecho en Que se sustenta la presfrte demanda. :
¡i
.1
!! .'. • I
L! .> t I

175. La Comisi6n solicita a la Corte que según el análisis precedente, debiere Iue:, I ' .
t.! ' I

a) El Estado violó los derechos a I~ vlda (articulo 4), a la integrida~ per' onal
(articulo 5), a la libertad personal (artículo 71

1

!'!Y los derechos del niño (artlcul!:> 19)) del

joven Walter David Buiacio. I • ' Ir: ~ : ;

bi El Estado viol6 los derechos JII debido proceso (artículo 8) Y ~ la ! tela
iudjci~l efectiva (artfculo 25) de la vfctima Iv! de los familiares del joven Walter avrd
BulaClo. I ¡

e] Por las violaciones antes menJibnadas, el Estado también ha
1: .

deber de respetar los derechos humanos lártlo\'llo 1} establecidos en la
Americana sobre Derechos Humanos. !I:

. 1I ..

176, Igualmente. la Comisión solicita.~ la Corte que ordene al Estado:i .. .
a) Adoptar todas las medidas nece~arial; para que los hechos antes ~arra. s n

queden impunes, entre ellas, llevar a cabo url~ inv~stigación completa, imparci~1 Y ef ctiv
para determinar las circunstancias en que ~Gurrieron la detenci6n, lesiones y' mi,J~ té d

I .,
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i
I

Walter David 8ulacio y sancionar a los resp psabnes de acuerdo con la legislaci n

argentina. i1 ;.
I .: ¡

b) Adoptar las medidas necesarias para que la madre de Walter David Bulac o,
Gr.,ciel<l Scavone de Bul<lcio, reciba adecuada vi oportuna rep.,raci6n por las víolaclon i s

aquí establecidas. i ,¡

I
I

¡';

ti
I,¡,-!
l~¡ !
1':,¡
i.!
ji

i':1ti
1,:
! !
,','

I
I

I
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AN"XO ';

RESPALDO PROBAr RIO

A. PRUEBA DOCUMENTAL;

AJ. D

1. Escrito del 21 de febrero de 1992, (folio 1'579 .
FISCal Juan Carlos Chavez contesta vista que se le e nñrlera a folio 1544 para evaluar os
episo'dios traídos. Considera que debe sobreeeerse arelal y definitivamenta al Comls río
E:sp6sito sobre el delito de lesiones y muerte de Wa er BUlaclo y opina que se trlltó d~ I1ln
mal congénito. El flscal recomienda tomar un te eramento provisional en ouante ¡ las
detenciones.

!

• 24.273),
en lo Criminal y Correccional ra' uelv
por el Juzgado de instrucción N' 9 (

rívactón de> la libertad. I

!
4.273). , I

ursc extraordinario intentado po~ Mar
!

! ;

DESDE :16: 5101/24/01

7. Escrito del 28 de noviembre 1993.
La Procuración General de la Nación opina 'sob el recurso de queja interpuesto) por
querella y considera que debe hacer lugar a la:qu la y revocar la resolución recurrid' don
se sobresee al Comisario Espóslto por privaclón egftima de la libertad con fundarn rito e

,

5, Decisión del 13 de noviembre de 1992,: (Ex
La Sala VI de la Cámara Nacional de Apelaclcne
transformar en definitivo el sobreseimiento dictad
folio 1691/3) respecto del Comisario Espósito 'por

6. Decisión del 12 de febrero da 1993, (E><p.
La Cámara Nacional de Apelaciones rechaza el i
del Carmen Vardú.

3. Decislón del 19 de mayo de 1992.
La Sala VI de la Cámara de Apelaciones revoca el a o de prisión preventiva por e' deli,
privación ilegal de [a libertad calificada, en virtud e que el Comisario Esp6sito' "pud'
ser consciente" de la lnconstltucionelidad del memo ando 40.

2. Decisión del 20 de marzo de 1982 (Sum~rlo .588) (folio 1593).
Juez Nacicnal en lo Criminal de Instrucción decre a la prisión preventiva del Cornls rio
Espósito por el delito de privación ilegal de la liberta, calificada y lo sobree por el' de lit de
Ieslones y muerte. '

4. Decisión del 28 de agosto de 1992, (Surnarl No. 10688), (folio 1691)., :I
Juez Nacional en lo Criminal de lnstrucoién decida' nforme a lo ordenado por la !Sala; I 'de
la Cámara, revocar el acto lnterlocutorto (folios 15 3/1603) donde se decretaba la p islón
preventiva del Comisario Espóslto. Por cuan o no era consciente del ca' cte
inconstitucional del Memorando 40. Decide sobres er provisionalmente el presetite su, arl
NO. 10588 Y dejar sin efecto el procesamiento de spósito. ¡

I
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que no era consciente de la inconstltucionaildad de M mo 40.

8. Decisión del 5 de abril de 1994 (Exp. 2347' l,
La Corte Suprema de Justicia de la Nación resue"" el recurso de hecho presentado por s
padres de Walter Bulaclo contra la sentencia el" I sala VI de la Cámara Nacional e
Apelaciones en lo Criminal y Correccional que tri nsrmó en definitivo el sobreselrnle to. ,
provisional dictada por el Juez de primera Instan.la specto del Comisario Esp6sito e i la
causa que se le siquió por privación ilegitima dé' la ibertad del menor Walter Bulscto./Ia
querella dedujo recurso extraordinario cuyo recha Od origen a la presente queja. I

!. I
9. Decisión del 30 de septiembre de 1994 ( NO. 218 de registro de la Secret iria
No. 10 de este Juzgado).' i
El tribunal consideró que se encontraba firme lo . la va a las posibles vejaciones apre los
ilegales y torturas que menciona la querella e " s escrito, pues fueron oportunarn nte
resueltas en la decisión de folios {1593/1610) y¡;in ue ahora pueda discutirse eljacler "io i
na de la resolución que se encuentra firme se'ún el folio 1624. La apertura sólo rra
procedente si se ofrecen nuevos medios prcbi tor s que de manera seria respalde' la
pretensión. Con relaCión al delito de privación ieg! ima de la libertad, el tribunal dlct la
prisión preventiva del Comisaria Espóslto, medida ue na harra efectiva por encont rse
excarcelado desde el 28 de mayo de 1991 erjor en de las mismas ilicitos y ¡orde la
traba de embargo de bienes hasta cubrir la suma.de 100.000.

¡
! !

I ¡

10. Decisión del 8 de marzo de 1996.
La .Jueza Maria Cecilia Malza. La declstón-lde echa al testigo Sliwa y dacia el
sobreseimiento provisorio ISumario 218l con 'ela, Ión al hecho de lesiones seguid' de

~::';';:~:~;::; ~;;,;.~;';~~;; ~~1k.;1r:. d. rep••"Mo d'd"1id' " ,
defensa del Comisario Espóslto. Ooncede la. e,feión contra el auto de sobreseí : ient
provisional (mismos foliosl y declara cerrado I s' maria en relación al los hechos pi r la
cuales se decretara la prisión preventiva (folio. t 72/1879) confirmada por el! Sup' íor
folios 1872/1879. Remite las actuaclones al tr bu. 1de sentenoia W que se encontr' a ti'
turno" la fecha de iniciación de la presente csl'sa. i /1

12. Eseríto del 18 de abril de 1996. (Exp. 2' 1
La Flscalía 16 formula acusaclén en contra deiCo
Utgsl de la libertad ante el Juzgado en lo Criml al

(folia 2162). i!·
lsario Esp6sito por el delito ~e pr\ acl n
e sentencia letra W, SecretaHa N ' . 31

1,1,.11. Perioias ¡;::
I

13. Expertlcla del Dr. Garate presentado a'te; 1 tribunal de Primera Instancla en i a Ci H
Federal No. 2. Copia de la pertcia médica pro uci a en sede civil del perito Ari.ll Gar· e.

, ' !

i
I

quet del 6 da mayo de 1991.

i:,'
I

Declaración testimonial de Jorge Cesé.' e

f' .•
01/24/01 16:51 DESDE :

14.

A. 111. Declaraciones testimoniales
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15.

16.

Declaración testimonial de Zulma crisune d: sq et el 27 de mayo de 1991 .

Declaración testimonial del menor Jorge A~ on: Martfnez del 6 de mayo 061991,

¡"
Declaración testimonial de Carlos Mario Sci vo e del 31 de mayo de 1991.

17.

. ¡:

r
20. Declaración testimonial de Osvaldo Gabriel' Bi ¡del 3 de junio de 1991.,

19. Deciaración testimonial de Gabriel Vidal d~ 20 de junio de 1991.

, 8. Declaración testimonial de Graclela Rosa s:' av ' na del 12 de junio de 1991 .

! IDeclaración testimonial de Vfctor David B~ac¡'del 1
0

de julio de 1991.
'í ¡

;,
Declaración testimonial de Carlos Darío lni ell: zeri del 2 de agosto de 1991.,

23. Declaración testimonial de Fabián RodOlfo:'SIi" a del 29 de mayo de 1995.
¡',

22.

21.

: !i;, '

A. IV. Otra prueba documental

27. Copia cuadro de diagnóstico.

rnputada. 21-04-91

i horas para notificar al Juez.

. ¡:

4
' ~i . i

"~;

.,1',,'1 ji<ji
1- 1I I

:DESDE

aterlal

16: 5101/24/01

Transcripolón de Memorando 40 ::i
ii l

Decreto 333/56 (sin modificar) establee30.

29.

26.

25.

24. Causas Médicas

Evolución del Paciente. Informe de la Drali M'; fa Julia del are.
1: ,1

Evolución Paciente. Informe de Tomogra~

,:¡

28. Ministerio del Interior, poiicra Federal A- 9e!' tina. Suplemento de la Orden
Interna No. 127. Buenos Alres. iunes 29 de jun, d 1981. Contiene:

al Instrucciones uniformes conjuntasd I'¡, juzgados correccionales de la

Federal,
b) Instrucciones específicas referidas a:'a d ncaci6n de la ley 10.903,
e) Instrucciones especificas en rnaterla de:' ontravenciones referidas a meno

dieciocho años. ,¡,
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A.VI. Publicaciones

31. "La inseguridad policial. Violencia de las fJ r:z.'s de seguridad en la Argentina", el
Centro de Estudios Legales Y Sociales (CELSl y H: m' Rights Watch. Explica las prácti ~s
policiales de detención de persones en Argentina. " I

I'i I
"32. "Detenciones, facultades V prácticas pollltal,e'; en le ciudad de Buenos Aires", el

Centro de Estudios Legales Y Sociales (CELS) v¡:el' entro de Estudios para el Desarr 110
(CED). Proporciona explicaciones Y estadlsticas d di tenclón sin orden judicial produci as

por la Policra Federal argentina. JI I
1

--_.- -,
01124/01 IVED 19: 11 FAX

:
junto con Walter Bulacio, y q' ien

e éste se descompuso dentro d la

,
" '

al Zulrna Cristina casquet, quien presen~'61"detenciónde Walter BulaclJ, y q Iieh

informó de ésta a sus f¡¡míllares al día siguiente.: "
l'i ':~

bl Jorge César Casquet, quien fue def ni,
constató moretones en su pecho al momento ','n '

comis<>:,)a'GraClela Rosa scevone. madre de w,:llte"aulaCiO. Quien visitó a su hijo ~
nospltel el 20 de abrll de 1991 a la noche y Pllto:' bservar sus lesiones, Y estuvo oc

víotlrna hasta el momento de la muerte. if ,,'
d) Carlos Mario scevone. tío de walter ¡'~UI cío, quien al momento de vi'sitar !

sobrino notó moretones en la ptanta de los pies! v: firmó que el Dr. Tardivo le pregun 6
Wa\ter Bulacio habla sido golpe<>do, pues present~ a un ojo amoratado y sangre se~
sus labios. !' ' ; :'

r '
el Fabián Sliwa, quIen ejercfa funciones" o ' 'oficial de la policía en la Co'mlsa~ a N°

35 durante la noche en que ocurrlerori los h~ch: ' Y dectaré que había presencia' o el
castigo ffsico Impuesto por el comisario Miguel!'~n' I Esp6sito a Walte:r Bulacio. ! '

B. PRUEBA TEStiMONIAL:

01/24/01 16: 51

e) Rodolfo Páscolo, ex Oficial lnspeoi r " e la Pelicla de la Provincia I de I en
Aires, quien renunció a la fuer"a en el año 1991, pecialist<> en causales Y mOQalida es

detención desarrolladas por la pollcfa. i
l.' :;1

4l:' ::i
I

1

' ; ' :11

" :"

DESDE :

i
C. EXPERTOS QUE LA COMISIÓN PRE5ENjA 'LA CORTE

,1,

I <:
a) Lic. Soff¡¡ Tiscornia, antropóloga, í ve, igadora de la Universid¡¡d de

]- ". '

Aires, especialista en prácticas policiales y ruti ias e detención. ,:
li:,; ..:: : : I

bl Dr. Gustavo Palmieri. :!lbogado, Dire 'tor' del Programa de Violencia Institu I

Segurid<>d Ciudadana Y DerechOS Humanos" ~el ': ,entro de Estudios Legales 'V So' iale
especi:!llist:!l en detenciones, f<>cultades Y pr¡!l.cti as policiales, y la incidencra del ces

Bulacio en dichas prácticas. '1,1 ,;
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PERITOS QUE LA COMISiÓN PRESENTA 4. L . CORTE

I

141054

al Dr. Ariel Garete, médico perito de rtlcla presentada ante el tribunal de

Primera Instancia en lo Civil Federal

b) Dr. Hugo Ricardo Nandfn, médico, qUiJn p drá referirse a les posibles causa de

deceso del Joven Bulacio. .

:¡ :

;¡ ,
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